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Creo que solo es posible una transformación del sistema 
judicial penal si se abordan con crudeza y compromiso las 
tensiones que hacen cada día más compleja nuestra tarea como 
trabajadores y trabajadoras. Pero además considero que 
ninguna acción debe escindirse de finalidades más altas, no es 
una búsqueda solo de eficacia, lo que buscamos es abandonar 
toda justificación de la crueldad y aspiramos a poner a las 
personas y a la comunidad en el centro, ofreciendo verdaderas 
alternativas que minimicen la violencia. Ojalá este libro sea un 
pequeño y humilde aporte en ese camino. 


Introducción 


Las leyes de ejecución nacional y de la provincia de Buenos 
Aires receptan la finalidad prevista para la ejecución de las 
penas privativas de libertad en el marco internacional de los 
derechos humanos (art. 10.3 del PIDCyP y art. 5.6 de la 
CADH), y así reafirman los paradigmas de resocialización y 
reinserción en virtud de los que deben interpretarse las 
disposiciones de legislación de ejecución. Dicho de otro modo, 
para cumplir con los requerimientos de las obligaciones 
convencionales asumidas en el plano internacional, son estos 
los fines que el Estado debe perseguir y a los que debe estar 
orientada la actividad de las agencias tanto administrativas 
como judiciales. Este principio  resocializador o de 
resocialización de las penas ha sido el norte de la ejecución de 
la pena, receptado tanto por la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación como por la Suprema Corte de Provincia de la Provincia 
de Buenos Aires. 

Los debates sobre el fundamento del fin de la pena, así 
como las críticas que con justicia se le han hecho al régimen 
penitenciario y a su incapacidad para cumplir con los fines que 
se propone, ponen en crisis la legitimidad del discurso jurídico- 
penal. En ese sentido, resulta clarificador el enfoque enunciado 
en 1989 por Raúl Zaffaroni al plantear la necesidad de 
reemplazarlo por otro que sea, en sus términos, socialmente 
verdadero!.. 

En este marco se inscribe la sanción de la Ley Nacional N.” 
27.372 (B.O. 13/07/2017) y recientemente de la Ley N.” 
15.232 (B.O. 18/01/2021) de la provincia de Buenos Aires, 
leyes que además de consagrar derechos para las víctimas 
producen reformas en los respectivos códigos procesales 


penales y en las leyes de ejecución. Estas nuevas normativas 
dictadas para garantizar la participación de la víctima 
encuentran entonces un terreno complejo de profundas 
transformaciones y que debe ser estudiado a fin de no acabar 
desnaturalizando el principio de resocialización de la ejecución 
penal. 

En la provincia de Buenos Aires hasta la sanción de la 
Ley de Víctimas N.” 15.232 se mantenía la prohibición 
legislativa expresa de participación en la etapa de 
ejecución del particular damnificado (antiguo art. 81 del 
Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires, 
conforme Ley N.” 11.922, B.O. 23/01/1997), situación 
que respondía al acuerdo respecto de la absoluta falta de 
pertinencia de la voz de la víctima —al menos en este rol 
procesal- durante esta etapa!?!. Si bien la Ley N.* 11.922 
reconocía a la nudavíctima!”. o víctima a secas!*! en su carácter 
de afectada, establecía un primigenio catálogo de derechos (art. 
83 del CPPBA) y la posibilidad de que determinadas conductas 
del autor en relación con la víctima puedan ser tenidas en 
cuenta en el momento de modificar —-en la medida o en la 
forma— la pena en etapa de ejecución (art. 86, inc. 4 del 
CPPBA); una vez dictada la sentencia condenatoria definitiva, 
la persona autora del hecho había sido encontrada penalmente 
responsable y parecía que la víctima —al menos bajo la forma 
de particular damnificado- no podía ya tener interés procesal 
alguno en la medida en que había satisfecho uno de sus 
propósitos principales, precisamente lograr esa condena. 

El nuevo escenario propuesto, en el que la víctima no solo 
tiene derecho a ser oída sino que su opinión ha de ser valorada 
y tenida en cuenta antes del otorgamiento de medidas 
liberatorias, genera un cambio paradigmático que resulta 
todavía reciente y sobre el que no se han acabado de avizorar 
las consecuencias. Situar a la víctima en la etapa de ejecución y 


en cada incidencia que implique un avance en el tratamiento 
penitenciario implica la necesidad de revisar las reglas de esta 
etapa procesal sobre la que ya de por sí la doctrina no ha 
reparado aún lo suficiente. 

En este cuadro de situación y con la urgencia de dar 
respuesta a los justos reclamos de quienes han resultado 
víctimas de hechos delictivos —especialmente de hechos 
producidos mediante violencia de género—, quienes integran las 
agencias judiciales u operan en relación con ellas tienen hoy 
día en el territorio nacional y en particular en la provincia de 
Buenos Aires, más dudas que certezas. Por ello, el presente 
trabajo se propone reflexionar acerca del fundamento y el 
alcance de la participación de la víctima en etapa de ejecución, 
a fin de indagar sobre el contenido de estos nuevos derechos 
que se consagran y su impacto en la ejecución de la pena y en 
los derechos de las personas condenadas, tensionando 
concretamente en qué medida resultan compatibles con la 
finalidad constitucional de la pena. 

Sin embargo, la complejidad de los conflictos actuales es 
difícil de abordar con simples dualismos entre alternativas 
opuestas. ¿Qué tipo de justicia demandan las víctimas de los 
hechos delictivos? ¿Qué exigencia de justicia se esconde detrás 
de la lucha contra la inseguridad? ¿Qué ocurre cuando las 
víctimas continúan sujetas a círculos violentos? ¿Y cuando las 
condiciones sociales y económicas hacen que crezcan las 
posibilidades de ser victimizadas? Estas preguntas, a su vez, 
coexisten con otras reivindicaciones que el sistema de justicia 
necesita atender. ¿Qué tipo de justicia esperan las personas que 
han sido privadas de su libertad? ¿Cuál es el peso de la 
condena que están dispuestas a soportar? 

En este contexto, las demandas de justicia no parecen 
poder resolverse con el clásico esquema de una balanza en la 
que un juzgador imparcial pesa diferentes intereses. Quienes la 
reclaman tienen incluso puntos de vista diferentes sobre cuál es 


la sustancia de la justicia que reivindican y no es sencillo 
establecer qué balanza es la que debemos usar, quiénes 
podemos usarla ni qué tipo de demandas medir. Allí 
desembarca el problema de la inconmensurabilidad de las 
reivindicaciones de justicia y la consecuente necesidad de 
establecer formas de medir, de enmarcar y de crear esquemas 
que permitan poner en relación demandas que son 
sustantivamente heterogéneas [5]. 

Demandas de justicia por parte de una sociedad cansada de 
enfrentar las consecuencias de la inseguridad, demandas de un 
tratamiento penitenciario adecuado a la resocialización que 
permita que las personas que han sido condenadas puedan 
recuperar la libertad en mejores condiciones, demandas de 
víctimas que han visto sustancialmente trastocada su 
cotidianeidad... Si la ejecución de la pena se ha convertido en 
refugio de reivindicaciones tan sustancialmente diferentes es 
tiempo de comenzar a pensar cómo vamos a gestionarlo en la 
búsqueda de una justicia en la que quepan todos y todas. 

El objetivo es abordar problemas viejos pero actuales que 
se radicalizan en un mundo que tiende más a la polarización 
que a pensar puentes y espacios de encuentro. La ejecución 
penal es una etapa del proceso penal, es un procedimiento, 
pero también es un espacio temporal, un escenario en el que 
personas confluyen buscando respuestas de justicia. ¿Qué tan 
preparado está nuestro sistema de justicia para ofrecer esas 
respuestas? ¿Cuáles son nuestros mojones, esas demarcaciones 
que nos permiten entender la sustancia de esas demandas? 
¿Existe actualmente en nuestra provincia una estructura 
posible, segura, capaz de gestionar esta conflictividad 
cuidándose de hacer recortes que puedan producir nuevas 
injusticias? 

La reflexión sobre el valor de la participación de las 
víctimas en la etapa de ejecución penal es una oportunidad 
para indagar en esas demarcaciones y en la posibilidad de 


pensar una justicia penal más atenta a la conflictividad que 
gestiona. Para ello, se formularon dos preguntas que serán el 
norte en este trabajo: ¿qué rol asigna la nueva legislación a las 
víctimas en la etapa de ejecución penal? ¿De qué manera 
influye su intervención en la decisión de disponer medidas 
liberatorias? 

Analizar el rol de la víctima parece ser un tema central en 
la escena actual del derecho penal y procesal penal de la 
región. Sin embargo, hace ya treinta años Julio Maier escribió 
que se asistía a una nueva ola político-criminal cuando se 
hablaba de víctima, y que era el “tema de moda” a pesar de 
tratarse de un problema de antigua data!*!, Que asistamos en 
nuestros días a nuevas legislaciones nacionales y regionales que 
reinstalan a la víctima como “tema de moda” resulta en parte 
consecuencia de su propio peso como categoría compleja, que 
pone en evidencia las tensiones que subyacen en todo el 
sistema penal. 

Hay acuerdo relativo en la doctrina penal respecto de la 
evolución de la categoría de víctima. Desalojada de su rol 
procesal y expropiada de sus facultades con la creación de la 
persecución penal pública, ha tenido momentos de menor y 
mayor gravitación en nuestra legislación. Pero en todo caso, el 
modelo punitivo no era un modelo de solución de conflictos, 
sino solo de suspensión. Como acto de poder vertical del 
Estado no hacía nada por la víctima, por definición y por 
esencia!”!. El hecho de que esa expropiación fuera erigida 
como fundamento de la persecución penal pública y justificara, 
en definitiva, la aplicación de la pena, resulta un problema que 
subyace en cada nueva perspectiva que se intenta tener sobre la 
víctima!*!. Si demarcar la participación de la víctima en el 
proceso penal ha producido elaboraciones teóricas de las más 
diversas, establecer los objetivos y límites de su actuación en la 
etapa de ejecución penal implica una tarea aún en vías de 
desarrollo. 


En el capítulo 1 se abordará el marco normativo actual. 
Para ello se desarrollará la evolución del rol de la víctima en el 
sistema de justicia penal hasta llegar a la sanción de la Ley 
Nacional de Víctima N.* 27.372. A fin de establecer las 
relaciones entre los conjuntos de normas intervinientes, se 
realizará un enmarque de los estándares internacionales de 
derechos humanos en relación con el fin de la ejecución de la 
pena en prisión. 

Se realizará un somero análisis de derecho comparado de 
las legislaciones de España y México, países de similar tradición 
jurídica y con recientes procesos de reformas en el sentido de 
dar mayor participación a las víctimas de delito. Finalmente, se 
realizará un análisis vinculado con el cambio de marco como 
modificación del orden de la representación y se abordarán 
algunas críticas generales a estas nuevas legislaciones de 
víctimas en la medida en que son asociados a procesos 
históricos de expansión punitiva. Se esbozarán, respecto de 
ello, las tensiones centrales que atraviesan el presente trabajo y 
el rol de la víctima en la ejecución penal. 

En el capítulo 2 se realizará un análisis de la doctrina 
en relación con el rol de la víctima en el proceso penal. En el 
punto (a), se desarrollarán las ideas de quienes ven en el mayor 
protagonismo de la víctima una necesidad y una oportunidad. 
Se abordarán aquellas nociones que hacen eje en la 
titularidad de la víctima de algunos derechos, como el 
derecho al acceso a la justicia y a la tutela judicial 
efectiva (Cafferata Nores, Fortete) o bien los derechos que 
surgen de la condición de vulnerabilidad, en particular por el 
género (Fuentes y Hallberg). Y también las ideas de quienes 
fundamentan la participación de la víctima en las 
consecuencias que generaría en el marco de un programa de 
derecho penal mínimo, sea como consecuencia de profundizar 
el modelo acusatorio y pensar la reparación en el sistema penal 


de sanciones (Christie, Roxin, Zamora Grant), sea por 
aplicación del principio de mínima intervención penal y de 
última ratio, y por su incidencia en medidas alternativas de 
solución de conflictos (Ferrajoli, Rusconi, Salt). 

La contracara de estas argumentaciones ha sido el riesgo 
que implican algunas imprecisiones sobre el alcance de esta 
participación y las consecuencias en el sistema judicial penal 
que se avizoran con el protagonismo que les ha otorgado la 
nueva Ley de Víctimas Nacional y la de la Provincia de Buenos 
Aires, especialmente en virtud del derecho a expresar su 
opinión y a que sea valorada como instancia previa a otorgar 
medidas liberatorias. Desde este enfoque, en el punto (b), se 
abordarán los riesgos en relación con el alcance que se le da al 
derecho de acceso a justicia y tutela judicial efectiva de las 
víctimas (Maier, Pastor), al vínculo con el Ministerio Público 
Fiscal en etapa de ejecución (Alderete Lobo, Maier), al 
contenido de las manifestaciones de la víctima (Alderete Lobo, 
Donna, Salduna y De la Fuente, Lazzaneo) y a las medidas 
protectorias en etapa de ejecución (Fuentes y Hallberg). 

En el capítulo 3, se planteará un horizonte posible desde el 
abordaje concreto de la reforma en la provincia de Buenos 
Aires de la Ley N.* 15.232. Se desarrollará el contexto histórico 
de su sanción, el debate parlamentario y las tensiones en torno 
a la perspectiva de género y las diferentes categorías de 
víctimas. 

Respecto del texto de la norma, se referirán los derechos y 
limitaciones que se introducen realizando un análisis del 
requisito de la petición expresa y de las obligaciones de los 
órganos judiciales en cuanto a las notificaciones. 

Finalmente, en el último capítulo 4, se profundizarán dos 
ejes: el contenido de la opinión de las víctimas y la 
valoración jurisdiccional. En relación con lo primero, en el 
punto (a) se indagará en las diferentes posibilidades de 


demarcación por medio de un análisis pormenorizado de 
aquello que podría estimarse conveniente, en los términos de la 
normativa. 

En conexión con lo segundo, en el punto (b) se analizarán 
los fines de la etapa de ejecución desde la perspectiva del 
contenido de la resocialización en clave de paridad 
participativa. Se describirán, asimismo, sus particularidades en 
torno a la forma de decisión y el rol de los/as sujetos/as en las 
diferentes controversias. 

Para finalizar, se propondrán algunos ejes desde los cuales 
poder valorar qué espacio debe tener la palabra de la víctima 
en la toma de decisiones. 
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Marco normativo actual 


En nuestra Constitución Nacional (CN) se adoptó el régimen 
representativo, republicano y federal (artículo 1%), de lo que 
sigue que los Estados provinciales —y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires- dictan sus propias constituciones provinciales y 
aseguran su administración de justicia (artículo 5). De la 
convivencia de estos Órdenes normativos surge que, a nivel 
nacional, se regulará el derecho penal sustantivo (artículo 75, 
inc. 12) y, en el orden local, se desarrollará el derecho procesal 
penal en vistas a garantizar esa administración de la justicia. El 
autor argentino Pedro Juan Bertolino analiza cómo, a raíz de 
ello y desde las primeras regulaciones, la captación normativa 
de lo que llama la realidad víctima resulta de doble faz y 
aparece envuelta en diversas terminologías más o menos 
equivalentes que van cristalizando su neutralización por medio 
de figuras como el querellante o el particular damnificado!!!. 
De tal modo, en lugar de la compensación y el acuerdo entre 
lesionador y lesionado aparece la acción penal pública!?.. 

En este orden de ideas, la incorporación de la víctima como 
sujeto/a autónomo/a dentro de los procesos de enjuiciamiento 
responde a las reformas de los códigos procesales penales que 
se sucedieron a partir de los años 1990. Hasta ese momento, 
quien había sido lesionado o sufría perjuicio en razón de un 
hecho típico tenía actuación solamente dentro de los límites de 
las figuras procesales que preveían los códigos procesales 
penales, límites respaldados por la creencia de que resultaría 


inadmisible que el Estado se pusiera al servicio de un interés 
pecuniario o de la venganza personal!*!, 

Este modelo de desplazamiento —y neutralización- de la 
víctima contribuyó a sostener el monopolio de la fuerza por 
parte del Estado y también al sistema penal como instrumento 
de control. Se puede explicar este esquema de la siguiente 
manera, si el delito ya no produce una lesión individual sino 
una lesión institucional, el sujeto directamente afectado pasa a 
un plano secundario por debajo de la perturbación al 
ordenamiento jurídico y a la necesidad de protegerlo -—o 
directamente restituirlo-. De esta forma, la víctima es 
objetivada por el Estado —fundamentalmente a través de su 
sistema judicial penal- que, al decidir sobre la existencia del 
delito, decide si ha existido o no lesión; de este modo los daños 
pasan a ser también una cuestión de interés público y resulta 
además pública la finalidad que se le asigna a la pena!*!. Este 
marco conceptual no ha sido modificado en esencia y su 
convivencia con los diferentes grados de participación, en el 
propio proceso penal, que se les asigna a las víctimas resulta 
siempre un espacio de tensiones. 


a. El camino hacia la sanción de la Ley Nacional de 
Derechos y Garantías de las Personas Víctimas de 
Delitos N.? 27.372 (2017) 
Fruto de muchas de las críticas a la neutralización de la 
víctima, se da comienzo en Argentina a un proceso de reforma 
de los códigos procesales penales mediante el cual se consagran 
sus primeros derechos, en su carácter de tal, y con 
independencia de que se constituya en querellante u otra forma 
procesal. No se trata aún de asignarles carácter de “parte”, pero 
sí de un reconocimiento como sujeto titular de una posición 
procesal relevante. 

Entre los derechos que se reconocen se encuentran el 
derecho a la información respecto de sus facultades durante el 


proceso y de las resoluciones que se dicten sobre la situación 
del imputado; al trato digno y respetuoso durante el proceso; a 
la protección de su integridad física y la de su grupo familiar; a 
que se le sufraguen gastos de traslado vinculados con el 
proceso. Resulta interesante aquí destacar, siguiendo a 
Bertolino, que en las exposiciones de motivos de algunas de 
estas reformas —cita concretamente el Código Procesal Penal de 
Córdoba- se comienza a aludir a las consecuencias negativas 
que el propio proceso penal implica para las víctimas y a la 
necesidad de garantizarles reconocimiento para evitar que su 
participación en el proceso implique una revictimización!?.. 

En lo que hace al objeto de este trabajo, en el presente 
capítulo se hará énfasis en las transformaciones en la forma de 
concebir los diferentes tipos de víctimas!?! con el fin de 
observar cómo se ha ido delimitando el concepto de “interés”, 
es decir, qué aspectos del proceso penal se considera que 
incumben a las víctimas, de qué manera se puede precisar ese 
campo de actuación y en qué medida podría implicar o no un 
perjuicio a los derechos de la persona que cometió el delito. 

Ahora bien, si hace 30 años, en 1993, el autor Pedro 
Bertolino ya advertía la conflictividad que implicaba el 
reconocimiento del carácter de víctima y se preguntaba sobre 
la justicia —o injusticia- de su neutralización, ¿en qué se 
diferencian sus planteos de los actuales? ¿Se está en 
condiciones hoy de dar otra respuesta? 

El autor César Fortete!”! analiza si incluir a la víctima no 
es netamente simbólico, por cuanto resulta esencialmente 
incompatible con los principios generales del proceso penal, al 
menos mientras no se reoriente también el concepto de delito 
hacia la lesión subjetiva. De tal modo, entiende que esos 
derechos no se podrán operativizar en el grado necesario 
porque ello colisionaría con aquellos principios generales del 
sistema penal vigente. 

En definitiva, la necesidad de que la víctima sea 


considerada un sujeto independiente no deja de poner en 
cuestión el rol del Estado cuando, precisamente, pretende 
actuar como su representante. Mejorar el estatus de la víctima 
implica tensionar este esquema y se proyecta en la redefinición 
de los roles de las diferentes agencias del Estado. Sin embargo, 
aun cuando las reformas que parecen ser necesarias no 
aparezcan en el horizonte de la posibilidad, cabe pensar cómo 
se construirá ese equilibrio entre las partes del proceso -— 
imparcialidad- del que el Estado es garante. 

Lo cierto es que, si bien esta tendencia y las reformas que 
se fueron sucediendo avanzaron hacia la prevalencia cada vez 
mayor de la víctima, esa participación alcanzó casi 
exclusivamente la etapa de conocimiento, dejando fuera a la 
ejecución. Las argumentaciones que sostuvieron y aún 
sostienen esta exclusión han tenido que construirse sobre 
nuevos ejes que sortearan la contradicción evidente de 
pretender que podían ser reconocidos y garantizados los 
derechos a la víctima, pero solo hasta el momento de la 
condena ya que luego parecían perder toda relevancia. 

La necesidad de que la participación de la víctima se 
proyectara también en la etapa de ejecución fue avizorada hace 
ya varios años por Marcos Salt!*!, con lucidez y cuando todavía 
no parecía ser imaginable. El autor señaló el choque evidente 
entre la tendencia a darle más participación acentuando el 
proceso contradictorio y excluirla de esta etapa. Sobre ello 
planteó dos aristas, una de carácter normativo y otra de 
carácter pragmático. 

La primera de ellas alude a las condiciones cualitativas de 
la pena y al hecho de que las normas de ejecución de la pena 
prevén que puedan darse significativas modificaciones en la 
modalidad de su cumplimiento, por lo que las decisiones son 
tanto o más importantes para el proceso de determinación de la 
pena que la resolución adoptada por la sentencia como 
culminación del proceso de conocimiento; atento a ello no 


parece lógico darle participación y luego quitársela cuando 
todavía no ha finalizado técnicamente el proceso, justamente 
porque no se ha agotado la pena!?!. 

La segunda indica que es esa exclusión de la víctima la que 
genera la sensación de defraudación respecto de la justicia que 
luego, alimentada por la repercusión mediática, tiene como 
consecuencia práctica inmediata el temor por parte de quienes 
deben conceder libertades!!0!. A raíz de todo ello, resulta cada 
vez más restrictiva la posibilidad de acceder a medidas 
liberatorias!''*!. Dicho de otro modo, mayor exclusión de 
las víctimas genera menos posibilidades de acceder a la 
libertad; lo contrario de lo que hipotetizaban quienes abonaban 
la idea de que más participación de la víctima alimentaría la 
idea de venganza!!'?! y, en consecuencia, un mayor 
punitivismo. 

Con la sanción de la Ley Nacional de Derechos y Garantías 
de las Personas Víctimas de Delitos N.* 27.372, la Argentina 
avanzó de manera significativa en el camino hacia el 
reconocimiento de los derechos de las víctimas y consolidó su 
participación en la etapa de ejecución penal. Este proceso ya se 
había iniciado normativamente con la sanción de leyes que 
preveían determinadas participaciones con arreglo a 
situaciones especiales!!3l, pero fue la sanción de la Ley 
Nacional N.* 27.37211%! la que vino a ordenar de manera 
integral los derechos de las víctimas y su actuación en el 
proceso penal y, en lo que nos concierne, a decidirse por el 
ingreso definitivo de la víctima en la etapa de ejecución 
penal!!>., 

La ley se desarrolla a lo largo de 39 artículos divididos en 
7 capítulos!!%!, de los cuales el capítulo III resulta central por 
ser el que determina cuáles son los derechos y en qué 
momentos será necesaria la participación de la víctima. En 
relación con los ordenamientos locales, opera como marco 
mínimo e invita en su artículo 37 a las provincias y a la Ciudad 


Autónoma de Buenos Aires a readecuar su legislación a efectos 
de garantizar en sus jurisdicciones la plena vigencia de los 
derechos que se reconocen en esta ley. En cumplimiento de ese 
marco regulatorio, en el año 2021, se sanciona de la Ley de 
Víctimas de la Provincia de Buenos Aires N.” 15.232, sobre la 
que se retomará el análisis en el capítulo 3 de este libro al 
desarrollar en concreto la posición de la víctima en la ejecución 
penal del proceso penal provincial. 

Volviendo a la normativa nacional y respecto de la etapa 
de ejecución penal, el nuevo Código Procesal Penal Federal!!”! 
-que incorpora el Título MI sobre la Víctima regulando los 
derechos que posee durante todo el proceso- incluye el artículo 
373 en el que establece que 


... La víctima tendrá derecho a ser informada de la iniciación de 
todo planteo en el que se pueda decidir alguna forma de 
liberación anticipada del condenado, o la extinción de la pena o 
la medida de seguridad, siempre que lo hubiera solicitado 
expresamente ante el Ministerio Público Fiscal, y de conformidad 
con las disposiciones de las leyes N.” 24.660 y sus modificatorias 
y N.* 27.372, o de aquellas que en el futuro las reemplacen... 


Luego la Ley N.* 37375441 que se referirá más adelante, 
completa el actual marco normativo nacional modificando la 
Ley Nacional de Ejecución Penal N.” 24.660 respecto de las 
víctimas en la etapa de ejecución de la pena, regulando en 
concreto su participación en relación con la libertad condicional 
(artículo 11 bis y 28), salidas transitorias y semilibertad 
(artículo 16 y 17), prisión domiciliaria (artículo 33), prisión 
discontinua y semidetención (artículo 45) y libertad asistida 
(artículo 54). 

Así, del juego de las Leyes Nacionales N.* 27.372 y N.” 
27.375 surgen cuáles serán las ocasiones en las que se les dará 
participación y qué roles se espera tanto de las agencias 


judiciales como de las ejecutivas, a fin de garantizar los 
derechos que se reconocen en la etapa de ejecución. 

Ambas normas se refieren a este derecho a la participación 
en dos direcciones: una referida al derecho a ser informada, lo 
que conlleva la obligación de ser notificada y consultada en 
determinados momentos —rol pasivo; la otra referida al 
derecho a expresar su opinión (art. 11 bis,!?! Ley N.* 24.660), 
ser escuchada si desea hacer alguna manifestación (art. 11 bis, 
17 y 28, Ley N.” 24.660), designar representante legal (art. 11 
bis, 17 y 28) y proponer peritos (art. 11 bis, 17, 28, 33, 45 y 
54, Ley N.” 24.660) —rol activo—. En relación con este rol activo 
de la víctima es que se generan los mayores cambios en la 
etapa de ejecución. Si bien se utilizan de manera alternada los 
términos expresar la opinión o hacer alguna manifestación, en 
definitiva, se trata del derecho a ser escuchada, pero de una 
manera amplia, en todo cuanto estime conveniente!20!, 


b. El fin de la ejecución de la pena en la normativa 
internacional de los DD. HH. y su recepción en el 
ordenamiento interno 

Situar a la víctima en la ejecución de la pena supone, como se 
dijo, revisar las reglas de esta etapa procesal y repensar los 
argumentos sobre la base de los cuales ha sido obstaculizada 
hasta ahora su intervención. 

Algunos de estos argumentos han sido de carácter general 
y se han vinculado con la propia razón de ser de la persecución 
penal públical?!!, pero también y en lo particular, se ha 
sostenido su exclusión de esta etapa con fundamento en su 
naturaleza específica!22! y en la finalidad de resocialización!2*! 
que se le asigna a la ejecución de la pena. 

Con la sanción de las nuevas normas que regulan la 
actuación de la víctima resurge el desafío de establecer de qué 
modo su participación puede ser compatible con el marco 
normativo constitucional y convencional que rige la etapa de 


ejecución penal. Por ello, se considera oportuno realizar un 
esbozo de los principios que delimitan y sostienen este marco 
regulatorio. Resulta un norte claro para poner en relación los 
derechos de las víctimas y los de las personas privadas de 
libertad. 

Dicho esto, ingresando ya en la consideración de la 
resocialización como finalidad de la ejecución de la pena, se 
impone hacer frente a un dilema que se suele soslayar. 
Concretamente, cómo analizar las diferentes modalidades y 
etapas previstas para la ejecución de esa pena privativa de 
libertad hasta justificar la vuelta al medio libre, sin dejar de 
ahondar en la real capacidad operativa que tiene para 
garantizar ese proceso resocializador. 

A ello se suma que las teorías de la pena no suelen 
plantear discusiones sobre los diferentes tipos de penas, sino 
que circunscriben la discusión a la legitimación de las penas 
privativas de libertad —acaso por ser las más gravosas—. De tal 
forma que acaba estando en debate no la legitimación de la 
pena en sí, sino de la ejecución de la pena de prisión en 
particular. 

Dentro del proceso penal, la etapa de ejecución de la pena 
es una oportunidad clara para visualizar estas tensiones porque, 
si bien la privación de libertad puede ser anterior a la condena 
(a raíz de la imposición de la prisión preventiva), es recién 
luego de la determinación de la pena que se puede comenzar a 
considerar si cumple su finalidad. Es decir, a valorar, al menos 
formalmente, la manera en la que se ha proyectado en la vida 
de la persona privada de libertad ese régimen tratamental que 
buscaba la reinserción social. 

Sin embargo, si bien ese es el contenido de las decisiones 
jurisdiccionales que se toman en esta etapa procesal, poder 
legitimarlo discursiva y jurídicamente a menudo conlleva dejar 
sistemáticamente de lado las falencias concretas de los sistemas 
penitenciarios y los niveles de impunidad que implican las 


condiciones reales en las que se cumplen las penas. 

El problema no es nuevo. El autor Pablo Vacani explica 
cómo estas delimitaciones discursivas han operado de manera 
arbitraria, sosteniendo el statu quo antes y también ahora. Así, 
el hecho de que en un primer estadio las temáticas vinculadas a 
la ejecución penal se hayan concebido como parte de una 
disciplina fundamentalmente del dominio  jurídico- 
administrativo, extrayéndolas incluso del ámbito del derecho 
penal, generó consecuencias que aún se perciben, como la 
ausencia de suficientes análisis respecto de cómo se proyectan 
en esta etapa los principios del derecho penal material y las 
garantías procesales, y la falta de crítica sobre la realidad de los 
métodos punitivos!?*!. En la actualidad no se ha logrado un 
desarrollo doctrinario que permita integrar en un mismo marco 
teórico la determinación de la sanción y su individualización 
penitenciaria o imposición; esto es, el contenido y los límites de 
la ejecución de la pena para el Estado y el sistema de principios 
que define el programa constitucional de la ejecución 
penitenciaria —política penitenciaria-!2%, 

Teniendo esto en cuenta y a fin de no caer en falacias 
naturalistas o normativistas, se impone repasar algunas 
distinciones elaboradas por Luigi Ferrajoli!2%!, Concretamente, 
la necesidad de separar aquellas doctrinas filosóficas/ 
axiológicas de justificación de la penal??! de las teorías 
sociológicas o explicativas de la pena. Esto es, procurar no 
confundir el ser con el deber ser, no asumir explicaciones 
empíricas como justificaciones filosóficas/axiológicas —falacias 
naturalistas-=, ni por el contrario asumir justificaciones 
axiológicas como explicaciones empíricas  —falacias 
normativistas-. 

En ese plano de justificación filosófica/axiológica, en lo 
que atañe al presente trabajo, resulta de interés que la 
reinserción social no es solamente un fin de la ejecución de las 
penas privativas de libertad sino un objetivo superior y, en ese 


sentido, un criterio cierto en cuanto al deber de los jueces de 
velar por que no puedan tornarse más gravosas dichas penas. 

Esto es así por cuanto, más allá del profundo debate que 
encierran las diferentes concepciones sobre el fin la pena, lo 
cierto es que en nuestro ordenamiento jurídico es clara la 
recepción de esta función preventivo-especial!29! que considera 
la reinserción social posible —y esperable- a través del 
cumplimiento de la pena privativa de libertad. Esta teoría se 
adecua a los cometidos del derecho penal en cuanto se obliga a 
la protección de las personas y de la sociedad, al tiempo que 
pretende ayudar a los/as autores/as de delitos sin expulsarles 
ni marcarles; por todo ello, aparece como la más compatible 
con las exigencias de un Estado social y democrático de 
derecho. 

Es por ello que la resocialización se presenta no solo como 
objetivo de la ejecución de la pena en particular sino y 
fundamentalmente como criterio orientativo, postulado político 
criminal!??! y principio de la ejecución de las penas privativas 
de libertad en general!?0!. En este sentido, se convierte en guía 
tanto de las políticas penitenciarias como de toda la actividad 
desarrollada por las agencias administrativas y judiciales en 
torno a la ejecución de las penas. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos!?!! es 
el primero de los cuerpos normativos que da contenido a la 
finalidad de la ejecución de la pena. En el artículo 5.6 establece 
que “Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad 
esencial la reforma y readaptación social de los condenados”. 

Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos!*2!, en su artículo 10.3 establece que 


El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya 
finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los 
penados. Los menores delincuentes estarán separados de los 
adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y 


condición jurídica. 


Ambos instrumentos, que revisten jerarquía constitucional 
en virtud del art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional, 
enmarcan los objetivos que debe perseguir el Estado en la 
aplicación de una pena privativa de libertad y hacia los que 
debería alinearse en consecuencia toda la actuación de sus 
agencias administrativas y judiciales. 

Junto con estos cuerpos normativos, a nivel internacional 
se cuentan las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 
Reclusos (1977)!99! y las Reglas de Mandela. Dentro de los 
Principios Rectores del primero de los cuerpos normativos, el 
artículo 58 plantea que 


El fin y la justificación de las penas y medidas privativas de 
libertad son, en definitiva, proteger a la sociedad contra el 
crimen. Solo se alcanzará este fin si se aprovecha el período de 
privación de libertad para lograr, en lo posible, que el 
delincuente una vez liberado no solamente quiera respetar la ley 
y proveer a sus necesidades, sino también que sea capaz de 
hacerlo. 


Los siguientes artículos definen de qué medios se servirá el 
régimen penitenciario para cumplir su finalidad (artículo 59) 
haciendo hincapié en la necesidad de reducir las consecuencias 
de la prisionización en cuanto debilitan el sentido de 
pertenencia de la persona privada de libertad a la comunidad a 
la que retornará y la importancia de que ese regreso al medio 
libre sea de modo progresivo (artículo 60 y 61). Muchos años 
después, en 2015, la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
aprobó un documento revisado y actualizado de aquellas 
Reglas Mínimas que se conoce como Reglas de Mandela!?*!, y 
contempla, dentro de los Principios Fundamentales, la Regla 4: 


... Los objetivos de las penas y medidas privativas de libertad son 
principalmente proteger a la sociedad contra el delito y reducir la 
reincidencia. Esos objetivos solo pueden alcanzarse si se 
aprovecha el período de privación de libertad para lograr, en lo 
posible, la reinserción de los exreclusos en la sociedad tras su 
puesta en libertad, de modo que puedan vivir conforme a la ley y 
mantenerse con el producto de su trabajo. 2. Para lograr ese 
propósito, las administraciones penitenciarias y otras autoridades 
competentes deberán ofrecer educación, formación profesional y 
trabajo, así como otras formas de asistencia apropiadas y 
disponibles, incluidas las de carácter recuperativo, moral, 
espiritual y social y las basadas en la salud y el deporte. Todos 
esos programas, actividades y servicios se ofrecerán en atención a 
las necesidades de tratamiento individuales de los reclusos. 


En consonancia con ello, la Ley Nacional de Ejecución 
Penal N.” 24.660 establece en su artículo 1ro.: 


La ejecución de la pena privativa de libertad, en todas sus 
modalidades, tiene por finalidad lograr que el condenado 
adquiera la capacidad de respetar y comprender la ley, así como 
también la gravedad de sus actos y de la sanción impuesta, 
procurando su adecuada reinserción social, promoviendo la 
comprensión y el apoyo de la sociedad, que será parte de la 
rehabilitación mediante el control directo e indirecto. 


El régimen penitenciario a través del 
sistema penitenciario, deberá utilizar, de 
acuerdo con las circunstancias de cada caso, 
todos los medios de tratamiento 
interdisciplinario que resulten apropiados 


para la finalidad enunciadal>>., 


El artículo es uno de los que han sido modificados con la 
sanción de la Ley N.” 27.375. Una ley que ha cosechado 
multiplicidad de críticas en la doctrina nacional, como se verá 
en un instante. Si bien de la lectura del artículo 1 en su actual 
redacción se puede inferir que no se ha modificado la finalidad 
resocializadora compatible con el marco normativo 
internacional ni el carácter progresivo de la ejecución de la 
pena, sería inocente suponer que su objetivo ha sido reforzar 
este enfoque resocializador. En efecto, se trata de enunciados 
que generan contradicciones con el resto del articulado que, se 
ha llegado a afirmar, ha puesto seriamente en crisis la finalidad 
resocializadora!*0!, 

Una de las críticas más claras de la doctrina nacional ha 
sido la referida a la introducción de la idea de que es posible la 
reinserción social de la persona privada de libertad incluso sin 
que medie una instancia de libertad anticipada. Efectivamente, 
ese parece ser el régimen previsto como “régimen preparatorio 
para la liberación” que establece el nuevo artículo 56 
quáter!?7! destinado a las personas condenadas por delitos 
incluidos en el artículo 56 bis!*9!, para las que, en definitiva, 
no cabría posibilidad de libertad antes del vencimiento de sus 
penas! ??!, 

Cabe considerar esto, especialmente, porque se trata de 
una ley publicada el 28 de julio de 2017, es decir, solo 15 días 
después de la publicación de la Ley Nacional de Víctimas N.”* 
27.372 (B.O. 13/07/2017), por lo que ambas leyes han sido 
gestadas por concepciones similares en cuanto a los objetivos 
de la ejecución de la pena. Si subyace un endurecimiento del 
marco regulatorio de la ejecución penal, se puede deducir que 
ese es también el enfoque que dio origen a la Ley Nacional de 
Víctimas. 

En relación con ello, interesa en particular la vinculación 
del fin resocializador con el principio de progresividad en la 
ejecución de la pena y en qué medida la reforma podría 


implicar que pierdan operatividad. El principio de 
progresividad se encuentra contemplado en el artículo 12 de la 
Ley Nacional de Ejecución Penal que prevé que el régimen 
penitenciario se caracterizará por ser progresivo. Ha sido 
definido como la división de la ejecución de la pena en fases o 
grados con modalidades de diferente intensidad en sus efectos 
restrictivos!*%/, La norma nacional establece períodos que 
implican, en definitiva, etapas integradas por actividades o 
institutos diversos. La posibilidad de acceder de manera 
paulatina y progresiva a estas diferentes etapas marca el ritmo 
del devenir de cada pena de prisión y da contenido al objetivo 
de resocialización planteado. Se considera que este principio 
resulta doblemente adecuado porque, por un lado, motiva a la 
persona condenada dándole más razones para someterse al 
tratamiento penitenciario adecuando su conducta y, por el otro, 
permite sucesivas evaluaciones y la constante supervisión!*?!, 
La participación de las víctimas, como veremos en adelante, se 
ha organizado precisamente en torno a su intervención en cada 
uno de estos momentos. 

Finalmente, la Ley Provincial de Ejecución N.” 12.256, en 
la misma línea, prevé en su art. 4: “El fin último de la presente 
Ley es la adecuada inserción social de los procesados y 
condenados a través de la asistencia o tratamiento y control”. 
Formula, entonces, como objetivo de la ejecución penal 
posibilitar el desarrollo personal adecuado que favorezca su 
futura reintegración a la vida social, minimizando los efectos 
desocializadores del encierro carcelario!??!, 


Cc. Nuevas normativas regionales sobre los derechos 
de las víctimas 

Las nuevas normas de víctimas, particularmente la Ley 
Nacional N.” 27.372 y la Ley de la Provincia de Buenos Aires N. 
” 15.232, han sido presentadas como hitos en la necesidad de 
las víctimas de alcanzar un rol preponderante dentro del 


sistema procesal penal de nuestro país. Sin embargo, no puede 
desconocerse que sus llegadas han sido en el contexto de un 
desarrollo similar que excede las fronteras nacionales!*3!, 

Se han dictado en la región durante la última década 
nuevas normas que plantean, con sus aristas y particularidades, 
una tendencia que promueve la devolución de derechos a las 
víctimas. En un movimiento pendular que ha ido desde la 
máxima exclusión y el absoluto monopolio público de la 
persecución penal hasta la búsqueda de justicias participativo- 
restaurativas, las diferentes fuerzas que irrumpen influyendo en 
la definición de políticas criminológicas, nunca han dejado de 
tensarse. 

En el presente punto interesa realizar un breve análisis de 
derecho comparado a fin de dar cuenta de manera sucinta del 
tratamiento de la víctima en la ejecución de la pena en el 
marco de las reformas de España y de México. Los países 
elegidos poseen similar tradición jurídica —-sistema de derecho 
continental- y han avanzado en reformas durante las últimas 
décadas hacia sistemas procesales penales con características de 
corte acusatorio. A su vez, en ambos casos, se han dado 
recientemente procesos de reformas siguiendo la intención de 
dar mayor participación a las víctimas de delito, por lo que 
poseen actualmente marcos normativos en los que abordan y 
ponen en tensión problemas similares a los nuestros. 

Finalmente, resulta interesante reparar en cómo se han 
analizado en estos países, las implicancias concretas de la 
actuación de la víctima en la ejecución penal. 


1. España: Estatuto de la Víctima del Delito (2015) 

En España, siguiendo la manda constitucional de finalidad 
resocializadora de la pena!**!, la Ley Orgánica General 
Penitenciaria (1/1979, del 26 de septiembre) establecía un 
sistema de individualización científical**!, por lo que las 
decisiones se tomaban con arreglo a esos fines y con la persona 
penada como única destinataria. En el año 2003 (Ley Orgánica 


7/2003) se incorpora la reparación material —responsabilidad 
civil- como requisito para el acceso a la libertad condicional. 
Sin embargo, recién en el año 2015 con la sanción de lo que se 
conoce como Estatuto de la Víctima del Delito!*P!, además de 
sistematizar derechos ya reconocidos a la víctima y de 
proyectar su rol en cada una de las etapas del proceso penal, su 
participación alcanza por primera vez la etapa de ejecución. 
Esa ha sido la más grande de las novedades que trae la 
norma!??., 

Para Javier Nistal Burón!*9! se trata de un protagonismo 
activo en dos niveles, el primero de ellos vinculado con la 
posibilidad de las víctimas de impugnar determinadas 
resoluciones en esta etapa y el segundo en relación con las 
condiciones o reglas de conducta que se le pueden exigir al 
momento de otorgar la libertad condicional. El mencionado 
autor, previo a la sanción del Estatuto, ya había manifestado 
una posición particular señalando la reparación a la víctima 
como parte esencial del proceso de ejecución penal. 
Concretamente, su planteo es que la etapa de ejecución ofrece 
posibilidades para la atención —y satisfacción— de los intereses 
de las víctimas y que muchas veces esos intereses resultan 
instrumentos idóneos para conseguir el objetivo resocializador. 
Vincula la capacidad para vivir respetando la ley, que resulta 
una de las exigencias de la legislación española -semejante a 
la “... capacidad de respetar y comprender la ley, así como 
también la gravedad de sus actos y de la sanción impuesta...” 
(art. 1, Ley N.” 24.660) de nuestro ordenamiento- con la 
actitud de responsabilidad en relación con los hechos y, en 
definitiva, con la víctima!*?.. 

El artículo 13 del Estatuto de la Víctima del Delito 
establece cuál será la participación que se le asegura durante la 
etapa de ejecución!?%!. Si bien la más controvertida de sus 
regulaciones se refiere a la facultad de la víctima para 
impugnar -—dentro de determinados  parámetros- las 


resoluciones de jueces y juezas de ejecución, en lo que interesa 
al planteo de este trabajo, el apartado 3 establece el derecho de 
la víctima a realizar las alegaciones que considere como instancia 
previa a que el juez o la jueza disponga beneficios 
penitenciarios, permisos de salida, la clasificación en tercer 
grado!”*! o la libertad condicional. 

Interesa la postura de Nistal Burón en cuanto señala que 
asociar a esta participación el endurecimiento de las 
condiciones a las que se subordina dicha concesión de 
beneficios parte de la premisa de que el interés de la víctima es 
pura y exclusivamente la condena y el cumplimiento de la 
pena. Considera que esto no es así, que la forma en la que se da 
ese cumplimiento —ejecución de la pena- puede afectar a la 
víctima, respecto de su seguridad, sus expectativas de 
reparación o incluso el mismo proceso de rehabilitación del 
victimario. 

Pero va más allá, plantea la intervención de la víctima 
como justificada en la medida en que contribuye a la 
reinserción social de la persona condenada. Para ello, integra la 
reparación del daño —material!*2! y moral- y la intención de 
compensar a la víctima como parte de la capacidad de asumir 
la responsabilidad del hecho que le permitirá a la persona 
condenada acceder a los beneficios que solicita. Se trata de un 
enfoque en el que los intereses de ambas partes pueden ser 
complementarios! >. 

Sobre el contenido de esas alegaciones que la víctima podrá 
poner a consideración del juez o jueza que deba disponer las 
medidas liberatorias previstas por el sistema español, se ha 
referido que se trata de cualquier información que resulte 
relevante para resolver sobre la ejecución de la pena 
impuesta!”*!. En el apartado 2.b del artículo 13, se indica que 
la víctima estará legitimada para “... Facilitar al Juez o 
Tribunal cualquier información que resulte relevante para 
resolver sobre la ejecución de la pena impuesta, las 


responsabilidades civiles derivadas del delito o el comiso que 
hubiera sido acordado...”. Esta conceptualización resulta 
genérica; sin embargo, su sentido está algo más demarcado en 
el apartado VI del Preámbulo del Estatuto!*?! cuando se indica 
que la posibilidad de permitir la participación de la víctima en 
esta etapa tiene como objetivo garantizar la confianza y 
colaboración de las víctimas sin que se lesione la legalidad por 
cuanto la autoridad judicial será quien decida en definitiva. 

En relación con estas expresiones de motivos, la autora 
española Catalina Vidales Rodríguez ha señalado que no 
resultan suficientes y advierte que podrían generar efectos 
contrarios a los esperados: desde el punto de vista de la 
víctima, una negativa podría implicar una revictimización; 
desde el punto de vista de la persona condenada, el principio 
de reinserción se verá resentido. Suma a ello la interrelación de 
los fines de la pena con principios de rango constitucional, 
situación análoga a la nacional, como se señaló en el anterior 
acápite. En definitiva, señala que el contexto de la sanción de 
esta norma puede ser también la instrumentalización política y 
que, enarbolando derechos de víctimas, se esté adoptando una 
política criminal de sesgo securitario!?9!, 


2. México: Ley General de Víctimas (2013) 

El cambio del modelo de justicia penal mexicano hacia un 
sistema acusatorio se ha ido desarrollando en las últimas 
décadas. Fue la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos!”?!, a través de la reforma del año 2008, la que 
sentó las bases para el cambio en materia de ejecución hacia un 
sistema acusatorio, y luego la sanción de la Ley Nacional de 
Ejecución Penall**! del año 2016 terminó de establecer los 
elementos centrales de este nuevo enfoque. Fundamentalmente, 
se trata del establecimiento de un sistema de audiencias 
judiciales propio del modelo adversarial y el pasaje de una 
orientación en la que la persona privada de libertad es objeto 
de tratamiento penitenciario hacia un sistema en el que es 


sujeto de derechos y obligaciones. El cuadro normativo se 
completa con la Ley General de Víctimas!”?! -sancionada en el 
año 2013-, en la que se reconocen amplias facultades a las 
víctimas a lo largo de todas las etapas del proceso, incluyendo 
la ejecución penal. 

Este proceso de reforma general del sistema de justicia 
penal mexicano se ha mirado de manera auspiciosa como un 
intento concreto de minimizar la violencia; violencia de los 
delitos y también la violencia de la reacción —estatal- frente a 
los delitos!%!. Y, a diferencia del camino recorrido por otros 
países de la región con un corte más punitivista, es de la mano 
de este proceso que se generó el escenario propicio para el 
reconocimiento de los derechos de las víctimas. Como señala el 
autor mexicano José Zamora Grant!**!, si un modelo acusatorio 
se jacta de ser más democrático y priorizar los derechos de 
todas las personas involucradas, lógicamente debe tener a la 
víctima como una principal preocupación y reconocerle su 
carácter de parte! *?., 

El artículo 20 de la Constitución mexicana —que establece 
las garantías del procedimiento penal para el inculpado y para 
la víctima— en su apartado C enumera una serie de derechos de 
la víctima entre los que se destacan el derecho a la información 
y asesoramiento jurídico, a participar en el proceso (alude a 
diligencias propias de las etapas de investigación y juicio), a la 
reparación, derechos a la protección y también a impugnar 
determinadas actuaciones del Ministerio Público. 

Si bien en la Constitución no se prevé de manera expresa 
la participación en la ejecución de la pena, el Código Nacional 
de Procedimientos Penales mexicano establece amplias 
facultades para las víctimas permitiéndoles tomar la palabra en 
las actuaciones que se realicen en audiencias del proceso, 
incluso las que tengan que ver con la ejecución. Las víctimas 
pueden interponer recursos y medios de impugnación cuando 
no esté satisfecha la reparación del daño. Pero también se 


prevé el derecho a que termine el proceso de manera 
anticipada a través de mecanismos alternativos de solución de 
controversias, como ser la mediación y la conciliación!99!, 

De este modo, la sanción en el año 2013 de la Ley General 
de Víctimas vino a completar un esquema de derechos que ya 
tenían amplio reconocimiento interno. El artículo 7 de la 
norma prevé que las víctimas tendrán derecho a expresar 
libremente sus opiniones e intereses ante las autoridades e 
instancias correspondientes y a que éstas, en su caso, sean 
consideradas en las decisiones que afecten sus intereses!**!, y 
también a ser efectivamente escuchada por la autoridad 
respectiva cuando se encuentre presente en la audiencia, 
diligencia o en cualquier otra actuación y antes de que la 
autoridad se pronuncie!*?., 

Desde el punto de vista de la ejecución de la pena, el autor 
mexicano Miguel Sarre!*0! parte de la concepción de que el 
derecho a la justicia de las víctimas no se agota en la obtención 
de una sentencia condenatoria sino que implica también el 
derecho a que esa sentencia se cumpla con arreglo a las leyes, 
esto es, que se cumplan sin privilegios y sin abusos. No 
obstante ello y a pesar de la cantidad de normas de carácter 
general que le confieren derechos a la víctima —como las 
referenciadas en el párrafo anterior, no queda clara su 
proyección en la etapa de ejecución ya que no aparece de 
manera explícita. Para poder encontrar esa proyección, es 
preciso hacer una lectura integrada de las normas 
constitucionales a la luz de los objetivos del nuevo sistema de 
justicia penal. Desde ese enfoque, Sarre encuentra que la pena 
no le pertenece al Estado —como tampoco la acción- y que no 
tendría sentido permitir a la víctima acceso a la justicia si luego 
el Estado puede disponer discrecionalmente de la pena. De allí 
que considere a las víctimas como titulares del derecho a la 
plena ejecución de las resoluciones judiciales —en los términos 
del art. 17 de la Constitución mexicana-, el límite al ejercicio 


de este derecho resultará el principio de ne bis in idem, de modo 
que no podrá invocarse para penar nuevamente o de manera 
más gravosa a la persona condenada -artículo 23 de la 
Constitución mexicana-. 

El autor mexicano deduce que entonces no corresponderá 
que las víctimas se refieran a asuntos vinculados con las 
condiciones de vida de la privación de libertad, pero sí podrán 
oponerse a reducciones de la pena cuando impliquen un 
incumplimiento, así como el otorgamiento de medidas 
liberatorias que respondan a causas médicas inexistentes oO 
insuficientes. En definitiva, para el autor citado, toda la 
actuación de la víctima está prevista para evitar impunidad, y 
su basamento resulta de violaciones a la legalidad. 

Efectivamente, la nueva Ley Nacional de Ejecución Penal 
mexicana establece con mayor claridad cuáles son los supuestos 
para la participación de víctimas. La norma prevé que todas las 
acciones y recursos se sustancian en un sistema adversarial y 
oral, y se prevé que de acuerdo con la naturaleza de la 
controversia podrá ser parte procesal la víctima cuando el 
debate se relacione con la reparación del daño y cuando se 
afecte de manera directa o indirecta su derecho al 
esclarecimiento de los hechos y a la justicia (artículo 121, 
apartado VI. 

Finalmente, en el sistema mexicano se encuentra regulada 
la justicia restaurativa como una manera de llevar a cabo la 
ejecución de sanciones penales impuestas en todo tipo de 
delito. La víctima, la persona condenada y la comunidad 
afectada —si es el caso- pueden en ejercicio de su autonomía 
participar de estos procesos a fin de identificar necesidades y 
responsabilidades, así como coadyuvar a la reintegración de la 
víctima y de la persona sentenciada a la comunidad 
recomponiendo el tejido social!?”., 


d. Nuevas tensiones. Las leyes de víctimas como 


cambios en el marco 

Hasta aquí se ha repasado la evolución de la participación de la 
víctima en las leyes nacionales, así como las normativas 
internacionales en materia de DD. HH. sobre la regulación y la 
finalidad de la ejecución de la pena. 

Si la gravitación de la víctima tiene una dinámica pendular 
en la historia de los sistemas judiciales penales, se puede decir 
que son tiempos de un nuevo desplazamiento hacia su mayor 
prevalencia, llegando en la última década a alcanzar la —hasta 
ahora intocable- etapa de ejecución de la pena. 

Antes de considerar en concreto cuáles han sido las 
referencias doctrinarias más influyentes que alientan y 
desalientan esta tendencia, interesa señalar algunas de las 
tensiones que enmarcan de manera general este proceso. 

Para ello, se propone el enfoque de la paridad participativa 
de Nancy Fraser como herramienta conceptual para relacionar, 
en definitiva, las demandas de justicia que confluyen en la 
etapa de ejecución penal y delimitar cuáles son los obstáculos 
que habrá que remover para lograr esa finalidad 
resocializadora de la ejecución de la pena. Demandas que 
emergen fundamentalmente de las víctimas que arriban por 
primera vez a esta etapa y demandas de las propias personas 
privadas de libertad y de la promesa constitucional de 
reinserción social. 

Según este principio, la justicia requiere acuerdos sociales 
que permitan a todos participar como pares en la vida social, 
de lo que se sigue que implica desmantelar los obstáculos 
institucionalizados que impiden a algunos participar en igualdad 
con los demás como socios de pleno derecho en la interacción 
social. Destaca obstáculos de tres tipos al menos: estructuras 
económicas (injusticia distributiva), jerarquías 
institucionalizadas de valores culturales (injusticia de estatus o 
reconocimiento) y reglas de decisión que impiden tener voz y 
voto en las deliberaciones públicas y adopción de decisiones 


(injusticia política o en la representación)!*8!, 

Respecto de los dos primeros, la autora propone integrar 
en un único marco global aspectos emancipadores de lo que 
denomina las reivindicaciones de la redistribución y las del 
reconocimiento bajo la premisa de que nunca son absolutamente 
excluyentes unas de las otras. Ambas dimensiones se 
encuentran imbricadas. De allí que las políticas deban 
construirse atendiendo a esa bidimensionalidad!*?!. Finalmente 
y frente al desafío de reconocer que muchas veces no existe 
oportunidad para exigir la reparación de estas injusticias, 
Fraser va a incorporar a la discusión las disputas sobre el quién 
debería ser considerado miembro y junto con ello, cuál es el 
marco adecuado para presentar demandas, es decir cómo. De 
allí deriva que la teoría de la justicia debe ser tridimensional, 
sumando a las dimensiones económica (redistribución) y 
cultural o del estatus (reconocimiento), una tercera dimensión 
política, es decir, en la representación. 

Son objeto de justicia entonces también los criterios de 
pertenencia social —el quién- y las normas de decisión, los 
procedimientos para representar y resolver debates —el cómo- 
1701. En esta dimensión de la representación se puede analizar 
si resultan o no justos los límites de inclusión o pertenencia y 
las condiciones en las que, quienes están incluidos, pueden 
presentar reivindicaciones y dirimir disensos!”?!, 

En su planteo, deberían participar como cosujetos de 
justicia todas aquellas personas que se encuentran afectadas 
por una estructura social o institución. Es esta coimbricación en 
un marco estructural o institucional lo que los hace cosujetos 
de justicia!”2!, 

En suma, pensada desde esta perspectiva, la histórica 
exclusión de la víctima de los procesos penales en los que no ha 
sido considerada sujeto hasta muy recientemente, implicaba 
una carencia de marco, una injusticia en la representación, lo 
que le imposibilitaba peticionar cualquier tipo de demanda de 


justicia. 

Ha cambiado el marco de actuación de las víctimas y, más 
allá de las tensiones que eso genera y los problemas que tocará 
abordar, se puede concluir que responde a una demanda de 
justicia en el orden de la representación. 

Las nuevas legislaciones tienen la intención de subsanar, al 
menos formalmente, esta primera injusticia, el reconocimiento 
subjetivo que resulta indispensable para poder presentar en 
carácter de “miembros plenos” los reclamos que puedan 
corresponder. Efectivamente, como se verá al tratar en 
particular la sanción de la Ley de Víctimas de la Provincia de 
Buenos Aires (LVPBA) N.” 15.232, los/as legisladores/as han 
intentado responder a la pregunta por el quién, entendiendo 
que las reivindicaciones de las víctimas efectivamente pueden 
ser objeto de justicia; ese fue, de hecho, el planteo que surge 
del Proyecto de Ley!”*!, De tal forma, a pesar de existir desde 
el año 2017 la Ley Nacional N.” 27.372, recién cuatro años 
después, con la sanción de la LVPBA efectivamente se comenzó 
a plasmar con regularidad la participación de las víctimas en 
los procesos penales, en particular en la etapa de ejecución 
penal provincial. Esta transformación ha cambiado de manera 
sustancial en nuestro país, y en la provincia de Buenos Aires en 
particular, la forma en la que se gestiona la conflictividad en el 
marco del sistema de justicia penal. 

A fin de considerar hasta qué punto resulta significativo 
pensar esta dimensión política de la justicia y su vínculo con 
los debates sobre el marco, se retoman a continuación algunas 
propuestas teóricas que permiten continuar desarrollando dicha 
cuestión, sin dejar de mostrar nuevas tensiones. Siguiendo a 
Didier Fassin, Ana Guglielmucci!”*! plantea que para muchas 
personas es precisamente la condición de víctima la que se 
torna una vía para la incorporación a la ciudadanía o 
directamente para poder tener derecho a ejercerla. En 
definitiva, se trata de personas que son reconocidas en su 


membresía social desde el hecho delictivo que les ha causado 
un sufrimiento. Desde esta matriz, el reconocimiento estatal 
aparece incluso legitimando la condición de ciudadanos y 
ciudadanas solo en la medida en que estas personas son actores 
dentro del sistema penal -—destinado a atenderlos en su 
condición de víctimas—. De allí que, por un lado, la condición 
de víctima aparece como un capital social que resulta objeto de 
disputas precisamente demandando esa intervención estatal; 
por el otro, deviene todavía mucho más valioso el cambio en el 
marco al que nos referimos. Claro que de ello también surge 
que no se trata de una categoría unívoca. 

Las críticas más destacadas a esta tendencia hacia la 
participación de las víctimas se han centrado en que las 
reformas no prevén suficientes espacios de autonomía para las 
víctimas que desean no acudir al procedimiento penal y a la 
pena para solucionar el caso y, como consecuencia de aquello, 
se configuran como bastiones de procesos de neopunitivismo. 

Esta etapa que se ha catalogado como de expansionismo 
penal, expansión del poder punitivo o de inflación penal, se 
caracteriza por tener un sesgo securitario. Se retoma lo 
enunciado por David Garland en torno a este dilema, que 
implica para las autoridades reconocer la necesidad de 
abandonar su pretensión de ser los proveedores fundamentales 
y efectivos de la seguridad y el control del delito, pero también 
que los costos políticos de semejante abandono serían 
desastrosos; y cómo ello va gestando un patrón 
extremadamente volátil y ambivalente en la forma en que se 
desarrollan las políticas de control del delito!7?!. En este marco 
las nuevas leyes de víctimas se insertan en escenarios 
legislativos signados por la premura y la desprolijidad, la falta 
de coherencia interna de las normas y las dificultades que eso 
implica para concebir esquemas teóricos que permitan 
interpretaciones y aplicaciones sólidas y armónicas!”*!, 

Esta utilización es explicada por Tamar Pitch!??!, quien 


señala que, si bien la centralidad de la cuestión de la seguridad 
no es reciente y se ha demostrado la falta de capacidad del 
sistema penal para combatirla, es el uso simbólico de lo penal 
lo que acaba haciendo acrecentar esa inseguridad, la constante 
apelación al lenguaje de lo penal como recurso de la política. 
Esta tendencia a usar el lenguaje y la perspectiva de la justicia 
penal para articular demandas y formalizar conflictos tiene 
como consecuencia directa la utilización en la misma clave que 
acaban realizando los movimientos que pugnan por los 
derechos de las víctimas —entre ellos, por ejemplo, algunos 
movimientos feministas; de tal modo que la autoasunción 
como víctima resulta condición indispensable para ser 
reconocida como protagonista e interlocutora política. 

Corolario de ello es que esta lucha para lograr 
reconocimiento político choca con el proceso interno de 
construcción de una identidad común. La autora analiza los 
movimientos de mujeres y en particular las leyes sobre 
violencia sexual y advierte que la justicia penal -—-en su 
potencial simbólico- es coherente con la noción abstracta y 
neutral de víctimas inocentes; ahora bien, esa inocencia es 
también pasividad y sobre esa pasividad se dificulta el ejercicio 
de cualquier libertad, especialmente la libertad femenina!”?!, 
Esa especie de “trampa” es la raíz de la difícil relación entre la 
autodeterminación y la protección. Una tensión que atraviesa 
las diferentes vertientes de los feminismos y que se vincula con 
los debates sobre el punitivismo en dicho campo. 

En definitiva, si la voluntad de ser reconocidos/as como 
actores/as políticos/as queda sujeta a la adopción del estatus 
de víctima, es el lenguaje de la justicia penal el que define la 
posibilidad de poseer voz para demandar reivindicaciones en la 
escena pública. Esto también puede implicar un traspaso hacia 
una responsabilidad absolutamente personal, a la presunción de 
una libertad descontextualizada, en la que nos une la sola 
circunstancia de ser víctimas de delitos. A su vez, el no 


identificar situaciones estructurales implica que cada quien 
asume los riesgos, las demandas de seguridad se convierten en 
demandas de reducción de estos riesgos y la actividad de los 
gobiernos —del sistema penal en particular- es legitimada 
exclusivamente en este sentido. O se es agresor/a o se es 
potencial víctima, y una “sociedad de víctimas” implica 
necesariamente una modelación de la escena social conforme a 
la escena penal!7?!, 

Esta es la cartografía actual en la que se inscriben las 
nuevas legislaciones de víctimas. Una categoría densa y 
paradójica que no deja de ser observada desde las ciencias 
sociales!90!, 

Como cierre del presente capítulo, resulta fundamental 
destacar dos cruces trascendentes que habrán de deslindarse 
para poder encontrar los rumbos que se buscan con el presente 
trabajo. El primero de ellos, la relación entre los feminismos y 
el punitivismo, es decir, la forma en que las demandas de las 
víctimas —especialmente de las víctimas de violencia de 
género— podrían justificar y legitimar nuevos punitivismos; el 
segundo, la condición de víctima como proceso en la búsqueda 
de reconocimiento, vía de acceso a la ciudadanía o, en los 
términos que se planteó, de participación como socios/as 
plenos/as de la comunidad. En el próximo capítulo se 
desarrollarán con mayor profundidad estas ideas en torno a la 
condición de vulnerabilidad como fundamento de la 
participación de las víctimas en la etapa de ejecución penal. 
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de violencias y/o ausencias de control o regulación, han sido movilizados 
en el espacio público...”. « 


. FORTETE (2006). Ob. cit., p. 4. « 
. SALT, M. (2005). La participación de la víctima en la etapa de ejecución 


penal. ¿Un nuevo desafío para la política criminal moderna? En Estudios 
en Homenaje al Dr. Francisco J. D'Albora (Lexis Nexis, Abeledo Perrot). « 


. Ibídem, p. 615.« 
. Sobre la vinculación entre las repercusiones mediáticas, la actividad 


parlamentaria y las decisiones jurisdiccionales en concreto, se volverá en 
el capítulo 3 al desarrollar el contexto de sanción de la Ley de Víctimas 
de la Provincia de Buenos Aires N.” 15.232. « 


. SALT, M. (2005). Ob. cit., p. 607.<« 
12. 


Se puede ver un análisis sobre el debate parlamentario en favor de la 
exclusión de la víctima de la etapa de ejecución realizado con motivo de 
la reforma del Código Procesal Penal de la Nación (mediante Ley N.” 
23.984, B.O. del 09/09/1991). Ver MURILLAS, R. J. (2006). Derecho a la 
víctima. ¿Cabe su intervención en la etapa de ejecución penal? (Ediciones La 
Ley), 115. TR LALEY AR/DOC/3110/2006. « 

Entre las normas nacionales que regulan especiales situaciones de 
víctimas se pueden mencionar en orden cronológico: la Ley N.” 24.417 
(B.O. 3/1/1995, de Protección contra la Violencia Familiar); la Ley N.* 
24.632 (B.O. 9/4/1996, aprueba la Convención Americana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer); la Ley N.” 25.362 
(B.O. 30/8/2002, aprueba la Convención Internacional contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional y sus protocolos reglamentarios 
que toman en consideración a las víctimas de trata de personas, tráfico de 
migrantes y la delincuencia organizada); la Ley N.” 25.763 (B.O. 
25/8/2003, aprueba el Protocolo Relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en la Pornografía); la 
Ley N.” 25.764 (B.O. 13/8/2003, sanciona el Programa Nacional de 
Protección a Testigos e Imputados); la Ley N.” 25.852 (B.O. 8/1/2004, 
incorpora al C.P.P.N. los arts. 250 bis y 250 ter sobre la instrumentación 
de la “Cámara Gesell); la Ley N.* 26.061 (B.O. 26/10/2005, de Protección 
Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes” que obliga a 
la aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño que se erige 
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en hacer prevalecer el interés del niño); la Ley N.” 26.364 (B.O. 
30/4/2008 —modificada por la Ley N.” 26.842 del 27/12/2012- sobre 
Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas); 
la Ley N.* 26.485 (B.O. 14/4/2009, de Asistencia Social. Violencia. 
Protección Integral. Relaciones Interpersonales. Mujeres). Se sigue en 
estos antecedentes a FIGARI, R. (2017). Somero análisis de la ley de 
derechos y garantías de las personas víctimas de delitos (27.372). Revista 
Pensamiento Penal [en línea]. Disponible en https://bit.ly/48cYYHq. « 
Boletín Oficial 13/07/2017. Disponible en https: //bit.ly/48cEf6C. « 

A lo largo del presente trabajo, si bien la referencia a la etapa de 
ejecución se hará de manera genérica, se circunscribirá a la ejecución 
efectiva de penas privativas de libertad atento a que las normas nacional y 
provincial no prevén reglas en relación con las penas de prisión de 
ejecución condicional, ni con otro tipo de penas (multas, 
inhabilitaciones). « 

La distribución de los temas por capítulos es la siguiente: el capítulo I 
define víctima; el II establece los principios rectores; el III desarrolla los 
derechos de las víctimas y actuación en etapa de ejecución; el IV, 
modificaciones al Código Procesal Penal Federal; el V crea el Centro de 
Asistencia a las Víctimas de Delitos; el VI crea al Defensor Público de 
Víctimas y el capítulo VII es de disposiciones finales. « 

Texto ordenado por Decreto N.” 118/2019 del Poder Ejecutivo Nacional 
(07/02/2019) con incorporaciones de la Ley N.* 27.063, Ley N.” 27.272 y 
modificaciones de Ley N.” 27.482. Disponible en https: //bit.ly/4acLTzT. « 
Boletín Oficial del 26/07/2017. Disponible en https: //bit.ly/3TI14NhO. « 
Ley N.” 24.660, Artículo 11 bis —reformado por Ley N.” 27.375: “La 
víctima tendrá derecho a ser informada y a expresar su opinión y todo 
cuanto estime conveniente, ante el juez de ejecución o juez competente, 
cuando se sustancie cualquier planteo en el que se pueda decidir la 
incorporación de la persona condenada a: a) Salidas transitorias; b) 
Régimen de semilibertad; c) Libertad condicional; d) Prisión domiciliaria; 
e) Prisión discontinua o semidetención; f) Libertad asistida; g) Régimen 
preparatorio para su liberación. El Tribunal a cargo del juicio, al 
momento del dictado de la sentencia condenatoria, deberá consultar a la 
víctima si desea ser informada acerca de los planteos referidos en el 
párrafo que antecede. En ese caso, la víctima deberá fijar un domicilio, 
podrá designar un representante legal, proponer peritos y establecer el 
modo en que recibirá las comunicaciones. Incurrirá en falta grave el juez 
que incumpliere las obligaciones establecidas en este artículo”. « 
Conforme Ley N.” 27.372, artículo 12. Luego incorporada por Ley N.” 
27.375 a la Ley Nacional de Ejecución N.” 24.660 con la creación del 
artículo 11 bis. Sobre ello se profundizará en el capítulo 4 de este libro. « 
MATER, J. (1991). Ob. cit., p. 34. « 

En la normativa de la provincia de Buenos Aires ya se mencionó a 
BERTOLINO, P. J. (2009). Ob. cit., pp. 178-179, 181-182; GRANILLO 
FERNÁNDEZ, H. M. y HERBEL, G. A. (2009). Ob. cit., pp. 312-313. « 
Como aclaración preliminar se explicita que, sin perjuicio de las 
precisiones categóricas que pudieran realizarse, se usarán como 
sinónimos resocialización, readaptación social y reinserción social por 
cuanto son utilizados como conceptos análogos por la normativa 
internacional y nacional. En sentido contrario se expresa OLIVEIRA 
BUSCARINI, R. F. (2020). Ley 12.256 de Ejecución Penal Bonaerense 
(Modificatoria Ley 14.296). La Plata: Librería Editora Platense, pp. 77-78. 
Sostiene que readaptación implica obligar a un individuo a pensar o actuar 
de una manera determinada cercenando su libre albedrío, lo que, 
lógicamente, sería contrario a la libertad y dignidad de la persona 
humana. « 

VACANI, P. A. (2020, enero). Ejecución penal y determinación 
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cuantitativa de la pena. Hacia una dogmática de la prisión. Revista 
Derecho Penal Central, N.* 2. Quito, pp. 228-231. « 

Ibídem, pp. 231-234. El autor realiza sobre estas bases una propuesta de 
teoría de la ejecución penal usando la regulación normativa del proceso 
temporal de la pena. Encuentra allí una manera de dar cuenta de las 
variables cualitativas de los efectos del trato punitivo y relacionarlos con 
los procesos temporales, a fin de comprender la dinámica del tiempo de 
prisión respecto de la posición que la persona ocupa de acuerdo con sus 
características particulares y el grado de cumplimiento del Estado en su 
posición de garante. « 

FERRAJOLI, L. (1986). El derecho penal mínimo. Revista Poder y Control 
N.* 8: “Prevención y teoría de la pena: presente y alternativas”. Publicado 
por Promociones y Publicaciones Universitarias, S.A. « 

Nos referiremos luego a estas “teorías sobre los fines de la pena” 
siguiendo al autor Roxin en la nota al pie N.” 36. +« 

ROXIN, C. (1997). Derecho Penal. Parte general, Tomo I. Madrid: Civitas, 
pp. 81-110. Distingue entre teorías absolutas, de la prevención especial y 
de la prevención general, y sus combinaciones mixtas. Se esbozan de 
manera sintética a continuación: 

- Teorías absolutas: la pena retribuye o expía la culpabilidad del autor. Se 
desvincula la pena de su efecto social si bien no necesariamente se 
rechaza la posibilidad de que se pueda alcanzar un fin reparador o 
resocializador, pero no es ese su objetivo. Presuponen sujetos capaces de 
autodeterminarse y al Estado como custodio de la justicia, cuya tarea se 
limita a la protección de la libertad individual. 

— Teorías relativas de prevención especial: la pena es coacción contra la 
voluntad de la persona condenada, le confiere la motivación necesaria 
para hacerlo desistir de cometer nuevos delitos. Se dirige al autor de 
manera individual haciendo eje en las consecuencias que de la pena se 
pueden esperar para la vida futura del autor en la sociedad. Si bien no 
niega que implique algún grado de retribución, ella no es un fin en sí 
mismo sino un medio para alcanzar la prevención. 

— Teorías relativas de prevención general: la pena se impone para influir 
en la comunidad, para anticiparse a la comisión de delitos. Desde un 
enfoque negativo se trata de una intimidación psicológica que pretende 
disciplinar los comportamientos según la norma penal. Desde un enfoque 
positivo implica la reafirmación de la conciencia social sobre la validez de 
esa norma que fue vulnerada y la consecuente confianza de la sociedad en 
el funcionamiento del derecho. 

— Teorías mixtas preventivas: la pena cumple funciones de prevención 
especial y general. Si bien queda limitada a la culpabilidad del sujeto 
(proporcionalidad), puede reducirse la sanción si existen razones 
preventivo-especiales que lo ameriten y las razones preventivo-generales 
no se opongan a ello. « 

Consideramos la política criminal como una política pública, en 
particular, aquella que se refiere a la forma en la que el Estado organiza 
el ejercicio del poder punitivo. BINDER, A. M. (2010). La política criminal 
en el marco de las políticas públicas. Bases para el análisis político- 
criminal. Revista de Estudios de la Justicia, N.” 12, pp. 209-227. « 
GUILLAMONDEGUI, L. R. (2005, marzo). Los principios rectores de la 
ejecución penal. Revista Pensamiento Penal [en línea]. Disponible en 
https://bit.ly/41oVvUa. « 

CADH, aprobada el día 1.” de marzo de 1984, el instrumento de 
ratificación se depositó el 14 de agosto de ese año. « 

PIDCyP, aprobado por la República Argentina el día 6 de mayo de 1986, 
el instrumento de ratificación fue depositado el 8 de agosto de ese año. « 
Adoptadas por el 1.” Congreso de Naciones Unidas sobre Prevención del 
Delito y Tratamiento del Delincuente en Ginebra (1955) y aprobadas por 
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ECOSOC mediante Resoluciones N.” 663C (XXIV) del 31/07/1957 y N.* 
2076 (LXID) del 13/05/1977. « 

Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los 
Reclusos, Resolución A/RES/70/175 de la Asamblea General del 
17/12/2015. « 

Ley Nacional de Ejecución N.” 24.660, artículo 1 -texto conforme 
modificaciones de la Ley N.* 27.375 (B.O. 28/07/2017)-. « 

Ver sobre estas contradicciones ALDERETE LOBO, R. A. (2017). Reforma 
de la Ley 24660, el fin del derecho de ejecución penal. En El debido 
proceso penal. Revista Pensamiento Penal [on line], y (2019, diciembre). 
¿Qué quedó del régimen de libertad condicional luego de la reforma de la 
ley 27375? Revista de Derecho Penal y Criminología (Ediciones La Ley), TR 
LALEY AR/DOC/2511/2019; MOLINAS, J. (2020, junio). ¿Ha llegado el 
fin del régimen de progresividad de las penas en Argentina? Revista 
Derecho Penal y Criminología (Ediciones La Ley), 150. TR LALEY AR/ 
DOC/1572/2020; LLERA, C. (2021). Libertad condicional: el impacto de 
la ley 27.375. Revista Derecho Penal y Criminología (Ediciones La Ley). TR 
LALEY AR/DOC/85/2021. « 

Artículo 56 quáter: “Régimen preparatorio para la liberación. En los 
supuestos de condenados por delitos previstos en el artículo 56 bis, la 
progresividad deberá garantizarse a partir de la implementación de un 
régimen preparatorio para la liberación, elaborado a través de un 
programa específico de carácter individual, teniendo en cuenta la 
gravedad del delito cometido, que permita un mayor contacto con el 
mundo exterior. 

Un año antes del cumplimiento de la condena, siempre que el condenado 
hubiera observado con regularidad los reglamentos carcelarios y, previo 
informe de la dirección del establecimiento y de peritos que pronostique 
en forma individualizada y favorable su reinserción social, podrá acceder 
a la libertad conforme a dicho régimen. En éste, los tres (3) primeros 
meses se dedicarán a la preparación dentro del establecimiento del 
condenado para la liberación, con posterioridad se admitirá la realización 
de salidas con acompañamiento durante un plazo de seis (6) meses y, 
finalmente, en los últimos tres (3) meses el condenado accederá a la 
posibilidad de ingresar en el régimen de salidas fuera del establecimiento 
penitenciario sin supervisión. 

En todos los casos las salidas serán diurnas y por plazos no superiores a 
las doce (12) horas” (artículo incorporado a la Ley Nacional de Ejecución 
N.* 24.660 por art. 32 de la Ley N.” 27.375 B.O. 28/07/2017). « 

Artículo 56 bis: “No podrán otorgarse los beneficios comprendidos en el 
período de prueba a los condenados por los siguientes delitos: 1) 
Homicidios agravados previstos en el artículo 80 del Código Penal. 2) 
Delitos contra la integridad sexual, previstos en los artículos 119, 120, 
124, 125, 125 bis, 126, 127, 128 primer y segundo párrafos, y 130 del 
Código Penal. 3) Privación ilegal de la libertad coactiva, si se causare 
intencionalmente la muerte de la persona ofendida, previsto en el artículo 
142 bis, anteúltimo párrafo, del Código Penal. 4) Tortura seguida de 
muerte, artículo 144 ter, inciso 2, del Código Penal. 5) Delitos previstos 
en los artículos 165 y 166, inciso 2, segundo párrafo del Código Penal. 6) 
Secuestro extorsivo, si se causare la muerte de la persona ofendida, 
conforme a los supuestos previstos en el artículo 170, antepenúltimo y 
anteúltimo párrafos, del Código Penal. 7) Delitos previstos en los artículos 
145 bis y ter del Código Penal. 8) Casos en que sea aplicable el artículo 
41 quinquies del Código Penal. 9) Financiamiento del terrorismo, previsto 
en el artículo 306 del Código Penal. 10) Delitos previstos en los artículos 
5”, 6” y 7” de la ley 23.737 o la que en el futuro la reemplace. 11) Delitos 
previstos en los artículos 865, 866 y 867 del Código Aduanero. Los 
condenados incluidos en las categorías precedentes tampoco podrán 
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obtener los beneficios de la prisión discontinua o semidetención, ni el de 
la libertad asistida, previstos en los artículos 35, 54 y concordantes de la 
presente ley (artículo de la Ley Nacional N.” 24.660 sustituido por art. 30 
de la Ley N.* 27.375 B.O. 28/07/2017). « 

Sobre esta posibilidad se han esgrimido dos grandes críticas. La primera 
de ellas vinculada con la propia progresividad como evitación del 
cumplimiento íntegro de la pena intramuros, lo que convertiría la reforma 
en abiertamente contradictoria respecto de este principio constitucional 
de la ejecución de la pena. La segunda en relación con la forma desigual 
en la que esta prohibición se proyecta respecto de determinados tipos de 
delitos, que así genera las lógicas consecuencias de afectación a la 
garantía de igualdad (art. 16 CN). Ambas críticas son desarrolladas in 
extenso por Alderete Lobo (2019, diciembre). ¿Qué quedó del régimen de 
libertad condicional luego de la reforma de la ley 27375? Revista de 
Derecho Penal y Criminología (Ediciones La Ley), 52. TR LALEY AR/ 
DOC/2511/2019. « 


. GUILLAMONDEGU!. Ob. cit. « 
. SALDUNA, M. y DE LA FUENTE, J. E. (2019). Ejecución de la pena 


privativa de libertad. Buenos Aires: Editores del Sur, pp. 73-74. « 

OLIVEIRA BUSCARINI. Ob. cit., p. 78.« 

Las reformas de las últimas décadas en los sistemas de justicia penal 
latinoamericanos tienen características en común, incluyendo la 
introducción de juicios orales y públicos; la introducción y/o el 
fortalecimiento del ministerio fiscal; la decisión de poner al fiscal en lugar 
del juez a cargo de la investigación preliminar. También se apuntan entre 
dichos cambios permitir mecanismos de negociación y resolución 
alternativa de conflictos; y expandir el rol y la protección de la víctima en 
el proceso penal. LANGER, M. (2007). Revolución en el Proceso Penal 
Latinoamericano. Centro de Estudios de Justicia de las Américas, p. 4. 
Disponible en https: //bit.ly/41028WQ. En el mismo sentido y en relación 
con la necesidad de pensar en clave de derecho comparado la 
problemática de la víctima en virtud de la transformación de nuestras 
sociedades en sociedades del riesgo, se puede ver REYNA ALFARO, L. M. 
(2017, junio). Las víctimas en el derecho penal latinoamericano: presente 
y perspectivas a futuro. Revista de Derecho Penal y Criminología (Ediciones 
La Ley). TR LALEY AR/DOC/1391/2019. « 

Art. 25. 2 de la Constitución Española: “Las penas privativas de libertad y 
las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y 
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El 
condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará 
de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se 
vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el 
sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a 
un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la 
Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral 
de su personalidad”. Disponible en https: //bit.ly/3GGLHEX. « 

Se trata de un sistema que permite gran versatilidad a la administración 
penitenciaria con enormes márgenes de flexibilidad en relación con la 
persona condenada, contemplando sus circunstancias personales, 
familiares y sociales. El autor español NISTAL BURON lo presenta como 
heredero del sistema progresivo y resulta una advertencia a considerar si 
se tiene en cuenta el planteo de profunda modificación en el principio de 
progresividad que han criticado autores nacionales resepcto de las últimas 
reformas de la legislación nacional de ejecución penal. NISTAL BURÓN, J. 
(2012). Implicaciones de la Justicia victimal en el Derecho Penitenciario. 
Eguzkilore: Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología (N.” 26, pp. 
117-130). Disponible en https: //bit.ly/3RJ0X44. « 

Ley 4/2015 del 27 de abril. Reglamentada mediante el Real Decreto 
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1109/2015 del 11 de diciembre. « 

Sobre la participación en general de la víctima en esta etapa y su 
evolución: ESCUDERO MUNOZ, M. (2018). Intervención de la víctima en 
la ejecución penal. Actas del IV Congreso Nacional Penitenciario Legionense, 
Universidad de León, España. Disponible en https://bit.ly/4akCoP6; 
PÉREZ FERRER, F. (2020). Luces y sombras sobre la aplicación práctica 
del Estatuto de la Víctima del Delito. Anales de Derecho, Vol. 38, N.” 1. 
Disponible en https://doi.org/10.6018/analesderecho. 420311; VIDALES 
RODRÍGUEZ, C. (2020). La intervención de la víctima en la ejecución de 
la pena (comentario al artículo 13.1 de la Ley 4/2015, del Estatuto de la 
Víctima del Delito). Revista Do Instituto de Ciencias Penais, Vol. 5, pp. 
191-208. « 

NISTAL BURON, J. (2015, junio). La participación de la víctima en la 
ejecución penal. Su posible incidencia en el objetivo resocializador del 
victimario. Diario La Ley N* 8555 (Editorial La Ley), 2. Ref. D-228, 
3623/2015. « 

NISTAL BURON, J. (2012). Implicaciones de la justicia victimal en el 
Derecho Penitenciario. Eguzkilore: Cuaderno del Instituto Vasco de 
Criminología, N.* 26, pp. 117-130. Disponible en https: //bit.ly/3RJoX44. 
« 


Estatuto de la Víctima del Delito, artículo 13. Ley 4/2015 del 27 de abril. 
Reglamentada mediante el Real Decreto 1109/2015 del 11 de diciembre. 
Disponible en https: //bit.ly/3tfhd00. « 

El 3.” grado es el régimen más amplio en la legislación española, se 
atenúan las medidas de control. La clasificación en ese grado 
(semilibertad) exige, en principio, solo una permanencia mínima de 8 
horas dentro de la Unidad Penal y permite acceder tanto al régimen 
abierto en sus distintas modalidades como a diversas medidas 
liberatorias. Ver Reglamento Penitenciario aprobado por Real Decreto 
190/1996 (9 de febrero). Disponible en https://bit.ly/46WnBHd. « 

En relación con la reparación del daño material cabe aclarar que, en la 
legislación española, estaba ya contemplada la responsabilidad civil en la 
Ley Orgánica 7/2003. Desde el Estatuto de la Víctima del Delito, las 
personas condenadas o los terceros responsables de su conducta 
resarcirán equitativamente, cuando proceda, a las víctimas, sus familiares 
o las personas a su cargo. Ese resarcimiento comprenderá la devolución 
de los bienes (art. 18) o el pago por los daños (art. 5, inc. e) o pérdidas 
sufridos (art. 5, inc. e), el reembolso de los gastos realizados como 
consecuencia de la victimización (art. 14), la prestación de servicios y la 
restitución de derechos. « 

NISTAL BURÓN (2012). Ob. cit. « 

Similar a la fórmula “todo cuanto estime conveniente” de nuestra 
legislación. « 

Del Apartado VI del Preámbulo del Estatuto de la Víctima de Delito: “ 
El Estado, como es propio de cualquier modelo liberal, conserva el 
monopolio absoluto sobre la ejecución de las penas, lo que no es 
incompatible con que se faciliten a la víctima ciertos cauces de 
participación que le permitan impugnar ante los Tribunales determinadas 
resoluciones que afecten al régimen de cumplimiento de condena de 
delitos de carácter especialmente grave, facilitar información que pueda 
ser relevante para que los Jueces y Tribunales resuelvan sobre la 
ejecución de la pena, responsabilidades civiles o comiso ya acordados, y 
solicitar la adopción de medidas de control con relación a liberados 
condicionales que hubieran sido condenados por hechos de los que pueda 
derivarse razonablemente una situación de peligro para la víctima. La 
regulación de la intervención de la víctima en la fase de ejecución de la 
pena, cuando se trata del cumplimiento de condenas por delitos 
especialmente graves, garantiza la confianza y colaboración de las 
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víctimas con la justicia penal, así como la observancia del principio de 
legalidad, dado que la decisión corresponde siempre a la autoridad 
judicial, por lo que no se ve afectada la reinserción del penado...”. 
Disponible en https: //bit.ly/3tfhd00. « 

VIDALES RODRIGUEZ (2020). Ob. cit., p. 109. « 

Ver Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Disponible en 
https: //bit.ly/3Rtxqae. « 

La Ley Nacional de Ejecución Penal de México fue publicada el 16 de 
junio de 2016. Disponible en https: //bit.ly/3uXKGMC. « 

La Ley General de Víctimas mexicana fue publicada el día 9 de enero de 
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recibidas (por ejemplo, de parte de Judith Butler), Fraser reelaboró su 
esquema incorporando una tercera dimensión (lo político, esfera de la 
representación). A ello suma la necesidad de pensar que los ejes se 
intersectan, de modo que las categorías (clase, sexo, “raza”) nunca 
aparecen de modo puro; es decir, confluyen identidades e intereses que 
potencian la necesidad de pensar siempre en clave de redistribución y 
reconocimiento (y, como se verá más adelante, también de 
representación). « 
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distinguiendo la violencia —como elemento del delito- de otro tipo de 
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opresiones que responden a situaciones estructurales como la 
discriminación o la subordinación, para las que se requieren instrumentos 
más complejos que la justicia penal. 

En este mismo sentido, se puede ver a BODELON, E. (2016). 
Cuestionamiento de la eficacia del derecho en relación a la protección de 
los intereses de las mujeres.Revista Delito y Sociedad, 1 (11/12), 125-138. 
Disponible en https: //bit.ly/487A70E. La autora destaca la contradicción 
de que movimientos sociales críticos de la naturaleza represiva del 
derecho penal acaben poniendo en ese mismo derecho las expectativas de 
protección que manifiestan los propios movimientos de mujeres. « 
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Estudios Sociales, Vol. 56, p. 118. Disponible en https: //bit.ly/3uVuDPf. 
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incluso, colectiva (Lefranc y Mathieu 2009); lo es también por su palabra, 
pues no habla, no puede, pues la palabra —dolorida— se quebró a partir de 
lo que sea que la llevó a su actual condición, y sin embargo no solo habla 
-es incluso parlanchina (Boltanski, 1993)- sino que dice muchas más 
cosas de lo que dicen en su lugar sus muchos voceros —expertos, 
asistentes, cuidadores-; es paradójica también la identidad que otorga a 
quien puede ostentarla con legitimidad, mucha, muy intensa, muy 
profunda, por mucho que al tiempo la condición de víctima sea poco 
deseable; y es una figura paradójica también por su extraño equilibrio 
entre particularidad y universalidad, pues aunque entendemos que el 
sufrimiento se vive con intensidad intransferible —que es indecible, 
pensamos, que no se puede contar, decimos- o difícilmente transferible — 
solo otros igual que ellas los comprenden, afirma el tópico—, la condición 
de víctima constituye uno de los catalizadores más intensos de la 
solidaridad social hoy; esto es, las víctimas son uno -aislados, solos, 
incomunicados- y son también multitud...”. « 


Posiciones doctrinarias 


Favorecer la participación de las víctimas en la etapa de 
ejecución penal implica adherir lógicamente a las 
argumentaciones que criticaban su exclusión del proceso penal. 
Sin embargo, a poco de explorar esas miradas se advierte que 
no resulta suficiente. El presumible interés de las víctimas en 
obtener una sentencia condenatoria ya ha sido satisfecho, por 
lo que resulta necesario construir nuevos argumentos que 
sostengan la relevancia de su rol. Interesa aquí dar cuenta de 
las más destacadas de esas fundamentaciones. 

Teniendo presente que la legislación es todavía reciente y 
que la doctrina en materia de ejecución penal de nuestro país 
no tiene aún un desarrollo teórico comparable al de otros 
ámbitos del derecho penal y procesal penal, en la primera parte 
del capítulo se organizarán estas construcciones jurídicas 
doctrinarias bajo dos enfoques diferentes: por un lado, quienes 
ven en la mayor participación de la víctima una oportunidad y 
por el otro, quienes ven en ello fundamentalmente un riesgo 
para el equilibrio de las competencias, garantías e intereses del 
sistema judicial penal. 

Antes de comenzar, es necesario advertir que, a pesar de la 
disparidad de criterios e interpretaciones, existe consenso en la 
doctrina nacional en relación con la consagración 
constitucional de la judicialización de la ejecución de la pena y 
su finalidad de asegurar la vigencia de todas las garantías del 
proceso durante la etapa de la ejecución penal!!!, Se señala 


este punto de partida común, así como el conocimiento de las 
particularidades de la etapa de ejecución y la reflexión sobre 
cómo se construye el rol de jueces y juezas de ejecución y el 
asignado al Ministerio Público Fiscal. 

En este marco de reajuste constante de la actuación de 
quienes integran esta etapa procesal, la irrupción de la víctima 
como sujeto/a viene a tensar sus ya complejas relaciones y, 
adelantando nuestra posición, plantea el desafío de proyectar el 
modelo acusatorio enmarcando el fundamento y el impacto de 
la participación de la víctima precisamente con el fin de no 
abonar al proceso de neopunitivismo. 


a. Con la mirada en las posibilidades. ¿Se puede 
pensar un escenario de justicia restaurativa? 

La sanción de las normativas referidas en el capítulo anterior — 
Ley Nacional N.” 27.372 y Ley de la Provincia de Buenos Aires 
N.* 15.232- convirtieron en derecho positivo garantías que ya 
habían sido elaboradas por la doctrina. 

Haciendo la salvedad práctica de que la mayor parte de 
los/as autores/as traídos/as no proyectan su pensamiento hacia 
la etapa de ejecución, se repasará el pensamiento de aquellos/ 
as que ven el nuevo escenario procesal penal como un espacio 
en el que la participación de las víctimas tiene posibilidades de 
ayudar a disminuir la violencia punitiva. 

Por este carril, nos queda el desafío de adjudicar estas 
fundamentaciones a una etapa que posee las características 
diferenciadas que ya se han señalado. 


1. El modelo acusatorio y la reparación en el sistema penal de 
sanciones 

Entre quienes han considerado injusta la decisión de 
arrebatarles a las personas el conflicto y han visto en ello un 
eje de profundización de la violencia, se destaca el autor 
noruego Nils Christie. Al desarrollar la idea de conflictos como 
pertenencia, el citado autor plantea que lo que se sustrae con la 


persecución penal pública y la exclusión de la víctima es el 
conflicto mismo. Considera que los conflictos representan un 
potencial para la actividad y para la participación, en 
definitiva, la posibilidad de involucrar a las personas en tareas 
que tienen una importancia inmediata para las sociedades de 
las que forman parte. 

Desde este enfoque, perder a la víctima es también perder 
la posibilidad de clarificar normas y de reaccionar ante el delito 
según lo que las partes directamente involucradas encuentran 
justo y acorde con los valores generales de la sociedad!?!, El 
sistema penal asume una condición destructora de lo 
comunitario por su carácter disolvente de las relaciones de 
horizontalidad!?!. 

Eso que las partes encuentran “justo y acorde” no es otra 
cosa que la reparación. El autor alemán Claus Roxin analiza la 
inclusión de la reparación en el sistema penal de sanciones 
concluyendo que la restitución es una prestación autónoma que 
puede servir a los fines tradicionales de la pena y que, en la 
medida en que lo consiga en el caso concreto, debería 
sustituirla o atenuarla!*!. Desde este punto de vista, analiza 
años más tarde que la reparación resulta ventajosa para la 
víctima en la medida en que la ubica en una mejor posición de 
obtener garantía de sus derechos!”!; pero también, la 
importancia de la reparación para los fines de prevención 
especial. En relación con esto último, el autor desarrolla que 
además de evitar las consecuencias negativas de la 
prisionización efectos desocializadores—, la obligación de 
reparar el daño causado y de esforzarse por una reconciliación 
con la víctima puede influir positivamente en la actitud del 
autor, máxime teniendo en cuenta lo difícil -o imposible- que 
puede ser resocializar en el ámbito carcelario!?*!. Finalmente, 
considera que, junto con el procedimiento contradictorio, 
resulta necesaria una forma procedimental consensuada que 
pueda integrar esa estructura permitiendo la generación de 


acuerdos. 

Sin embargo, el propio Roxin concluye que este enfoque, 
centrado en la posibilidad de pensar la reparación como 
elemento del fin de la pena y la compensación víctima-autor/a, 
evidentemente pone en cuestión desarrollos jurídicos que 
parecían seguros, por lo que trabajar sobre la reestructuración 
de un sistema históricamente sancionador encuentra fuertes 
resistencias. 

En efecto, en gran medida por aplicación de los principios 
de legalidad y oficiosidad!”!, la autonomía de la voluntad de la 
víctima —y también del victimario- ha sido prácticamente 
descartada de nuestros procesos penales. La posibilidad de 
negociar las consecuencias penales o incluso desistir de la 
acción se encuentran sumamente limitadas y es difícil imaginar 
modalidades de resolución de conflictos que impliquen la 
participación de la víctima con este alcance de manera 
generalizada. 

Con eje en la autonomía de la voluntad y en la necesidad 
de impedir los abusos de la potestad punitiva, el modelo 
procesal acusatorio ha sido un terreno fértil para consagrar en 
primer lugar los derechos de las personas sometidas al proceso 
penal; pero también los de las víctimas en su calidad de sujetos 
de derechos. Presentados como esquemas más democráticos, en 
los que se busca distinguir “acusar” de “juzgar”, se presume la 
inocencia y también se les da participación a las víctimas 
priorizando la reparación. En suma, un sistema acusatorio que 
se precie de serlo debe tener algún tipo de previsión respecto 
del lugar que se les asignará a las víctimas. La igualdad 
procesal de las partes exige equilibrio entre las fuerzas 
intervinientes, garantizando la independencia y la 
imparcialidad como manifestación directa de ese principio 
acusatorio y de las garantías de defensa en juicio y debido 
proceso. 

Sin embargo, con independencia del rol procesal concreto 


que se le asigne a la víctima y del hecho de revestir en algún 
caso carácter de parte, no cabe duda de que se trata de la 
titular de una posición procesal relevante. Desde esa 
perspectiva, si el derecho penal quiere contribuir a la 
solución del problema social del delito, debe centrar sus 
expectativas en la efectiva actualización de los derechos 
de las personas involucradas, es decir, tanto la víctima 
como la persona sometida a persecución penal. De este 
modo, la función del derecho penal no es resolver el 
conflicto, sino decidirlo bajo premisas que validen la 
resolución en términos de seguridad jurídica. Tal es la 
expectativa de un modelo garantista de justicia penal; una 
expectativa que, a su entender, conlleva la sanción para el 
culpable, la absolución para el inocente y la protección y 
resarcimiento de la víctima!*!. Atento ello, la reparación a la 
víctima podrá ser tenida como uno de los fines —primordiales— 
de la justicia penal. 


2. La bilateralidad del acceso a la justicia y a la tutela judicial 
efectiva 

En la doctrina nacional, se ha buscado fundamentar la 
centralidad de la víctima en obligaciones internacionales en 
materia de derechos humanos asumidas por el Estado, como lo 
son la garantía de acceso a la justicia y la tutela judicial 
efectiva. 

El autor argentino José Ignacio Cafferata Nores realizó 
inicialmente en el año 2000, un planteo que sitúa a la víctima 
en el centro de la escena de la persecución penal. Se trata de 
desarrollar la bilateralidad con la que se proyectan las 
obligaciones estatales de respetar los derechos humanos y 
asegurar su plena vigencia, concretamente las garantías 
mencionadas. Según este enfoque, si la incorporación de la 
normativa supranacional a la Constitución Nacional (artículo 
75, inciso 22) condiciona las obligaciones del Estado y los 


límites a su poder penal, los alcances de los derechos que 
implican estas obligaciones deben precisarse tanto en relación 
con la víctima del delito como con la persona penalmente 
perseguida. 

Concretamente señala que 


... Las garantías procuran asegurar que ninguna persona pueda 
ser privada de defender su derecho vulnerado (por el delito) y 
reclamar su reparación (incluso penal) ante los tribunales de 
justicia, como así también que ninguna persona pueda ser 
sometida por el Estado, y en especial por los tribunales, a un 
procedimiento ni a una pena arbitraria (“acto o proceder 
contrario a la justicia, la razón o las leyes, dictado solo por la 
voluntad o el capricho”) en lo fáctico o en lo jurídico, tanto 
porque el Estado no probó fehacientemente su participación en 
un hecho definido (antes de su acaecimiento) por la ley como 
delito, como porque no se respetaron los límites impuestos por el 
sistema constitucional a la actividad estatal destinada a 
comprobarlo y a aplicar la sanción. O sea que, en el proceso 
penal, las garantías se relacionan con quien ha resultado víctima 
de la comisión de un delito, a quien se considera con derecho a la 
“tutela judicial” (arts. 1.1, 8.1 y 25, CADH) del interés (o 
derecho) que ha sido lesionado por el hecho criminal, y por lo 
tanto con derecho a reclamarla ante los tribunales (art. 8.1, 
CADH) penales, actuando como acusador, aún exclusivo (véase 
apartado 5. b)...!”! 


Menciona para llegar a esa conclusión el Informe N.” 
34/96 (Caso 11228) de la Comisión Internacional de Derechos 
Humanos, que señala en su número 63: 


... tratándose como en estos casos de delitos de acción pública, 
esto es, perseguibles de oficio, el Estado tiene la obligación legal, 
indelegable e irrenunciable, de investigarlos. Por lo cual, en todo 
caso el Estado chileno posee el monopolio de la acción punitiva y 
la obligación de promover e impulsar las distintas etapas 


procesales en cumplimiento de su obligación de garantizar el 
derecho a la justicia de las víctimas y sus familiares. Esta carga 
debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y 
no como una gestión de intereses de particulares o que dependa 
de la iniciativa de éstos o de la aportación de pruebas por parte 
de los mismos....10! 


De este modo, una de las principales razones por las que el 
Estado debe perseguir el delito es la necesidad de dar 
cumplimiento a esa obligación de garantizar el derecho a la 
justicia de las víctimas. De allí que proyecta de manera 
bilateral —-en tanto que garantías comunes para víctima y 
acusado/a— la igualdad ante los tribunales, el acceso a la 
justicia y la defensa en juicio, y la imparcialidad de quien 
juzga!!!!, 

Deriva de la tutela judicial efectiva la obligación del 
Estado de proveer debida protección judicial cuando se hayan 
violado sus derechos reconocidos por la CADH, la 
Constitución Nacional o las leyes internas del Estado- y, aun 
cuando la vulneración provenga de un particular!!2!, interpreta 
que es el Estado quien ha incumplido su obligación de evitar 
esa vulneración y posteriormente de brindar debida protección. 

En relación con la ejecución de la pena, si bien el citado 
autor aseguró que la influencia de la normativa supranacional 
de derechos humanos incorporada a nuestra Constitución 
Nacional regía durante el proceso!**! -lo que incluye la etapa de 
ejecución—, no se refirió específicamente a la actuación de las 
víctimas en esta etapa. No obstante ello, siguiendo su mirada 
de bilateralidad en las garantías y, especialmente, la 
posibilidad de pensar la persecución penal como derecho de las 
víctimas!!*!, plantea que la tutela judicial efectiva con el 
alcance mencionado implica el derecho a que la sentencia se 
ejecute. De allí que la exclusión de la víctima de la etapa de 
ejecución penal empieza a avizorarse como incompatible con 


los estándares de derechos humanos. 

En este mismo sentido se expresa César Fortete al 
considerar también la normativa internacional de 
derechos humanos aludida —artículo 8.1 y 25 de la CADH- y 
deducir que el acceso a la justicia tiene claramente un carácter 
bilateral y que ha de ser garantizado también a la víctima. 
Sobre el contenido de la garantía considera que el Estado debe 
asegurarle vías necesarias para que pueda “... reclamar la 
reparación del derecho lesionado por el delito y a obtener la 
condena del autor, debiéndosele reconocer, incluso, la 
posibilidad de actuar como acusador y de apelar las 
resoluciones que se dicten...”!!?!, Esta garantía comprende, a 
su criterio, el derecho a contar con los medios legales que le 
permitan acceder a los tribunales sin discriminación, obtener 
una sentencia o resolución motivada sobre la cuestión 
planteada y a que la sentencia se ejecute. De tal modo, resulta 
el fundamento lógico y jurídico que permite reconocer a la 
víctima personería jurídica para actuar con carácter acusatorio 
para la aplicación de las sanciones correspondientes cuando el 
Estado no lo hiciere!**!, 

Sin dejar de considerar que efectivamente son una 
derivación lógica de la garantía de acceso a justicia con el 
alcance que desarrolla, el autor concluye que resulta difícil en 
el actual modelo de justicia la incorporación de estos derechos 
más allá de un enunciado meramente formal. Para evitar que 
esto sea así, entiende central el enfoque que busca en la 
participación de la víctima nuevas modalidades de resolución 
de conflictos desde una perspectiva composicional. Así, se 
alinea con los autores con los que se comenzó este capítulo. 


3. Los principios de mínima intervención y última ratio. Las 
medidas alternativas de solución de conflictos 

Entre las ventajas de pensar con una visión bilateral el sistema 
de justicia, se argumenta que implica dar cumplimiento a los 


principios de mínima intervención, es decir, no introducir 
violencia allí donde no existe, y última ratio, esto es, darles 
primacía a los instrumentos no violentos. De tal forma, siendo 
la prisión el método más violento con que cuenta un Estado 
social y democrático de derecho, la privación de libertad 
debiera ser la última de las opciones a utilizar. De este modo, 
se promueve también una descongestión del sistema y una 
mayor eficacia. 

Tener en cuenta el interés de la víctima desde este enfoque 
permite ver que muchas veces lo que se persigue no es la pena 
sino la reparación o el simple cese de agresión. Por tanto, no 
tendría justificación que el Estado reaccione justificando una 
violencia que el conflicto no generó. En este sentido el autor 
italiano Luigi Ferrajoli plantea que el derecho penal se justifica 
si y solo si previene y minimiza las ofensas y los sufrimientos 
infringidos por los delitos y por las reacciones punitivas a los 
delitos. De este modo, el derecho penal mínimo no es otra cosa 
que el sistema de normas idóneas para garantizar esta doble 
minimización de la violencia!!”!, 

El eje aquí, a diferencia de lo planteado en los puntos 
anteriores, implica considerar que es la participación de la 
víctima la que ofrece la posibilidad de resolver el conflicto de 
manera menos violenta. Su participación ya no responde tanto 
a derechos procesales resultado del propio modelo acusatorio y 
a la reparación como elemento del fin de la pena (punto 1) nia 
la proyección con carácter bilateral de la tutela judicial efectiva 
(punto 2), sino que está limitada al escenario en el que pueda 
operar justificando algún tipo de alternativa a la privación de 
libertad dentro del propio sistema judicial penal o, como 
veremos enseguida, directamente la salida del conflicto del 
ámbito del derecho penal. 

También en búsqueda de fundamentar la participación de 
la víctima en el principio de mínima intervención o última 
ratio, otros autores!!%! han apuntado directamente a la 


dogmática y al carácter reductor del derecho penal que implica 
el desarrollo parcial de la imputación en el nivel de ilícito a la 
luz del comportamiento de la víctima. Si el contenido más 
esencial del principio de mínima intervención obliga a detener 
la intromisión de la protección penal a través de la definición 
como ilícito de una conducta, el ingreso del derecho penal no 
estaría legitimado cuando existieran posibilidades de contar 
con estrategias de solución de conflicto menos violentas, como 
lo sería que la víctima no desee o no necesite de protección 
alguna. El autor Maximiliano Rusconi plantea esta línea de 
fundamentación reparando en los supuestos en los que “... la 
víctima cierra las compuertas del ámbito de definición de la 
ilicitud. ..»1191, 

En definitiva, por uno u otro carril, en casos en los que es 
baja la violencia y se trata de afectaciones de poca magnitud 
puede ocurrir que sean las víctimas las que expresan 
directamente su desinterés en la persecución penal, lo mismo 
ocurre cuando existen medidas alternativas a la sanción penal 
que permiten solucionar el conflicto!?%, como ser la 
mediación, conciliación, suspensión de juicio a prueba, 
sustitución de prisión por tareas comunitarias, entre otras!2!!, 

En relación con la recepción en nuestro país, y en especial 
en la provincia de Buenos Aires, de los modelos alternativos de 
solución del conflicto, se traen algunos planteos tendientes a 
dar cuenta de la incidencia real que tienen en la escena actual 
del sistema de justicia penal. Más allá de la comprensión 
teórica y hasta el entusiasmo que estas medidas pueden generar 
en quienes queremos una sociedad menos violenta, los datos 
que se presentan a continuación indican que se trata de un 
desarrollo que se encuentra en un momento todavía 
embrionario. 

Se centra el análisis en la provincia de Buenos Aires para 
dar cuenta del esquema en el que se inserta la nueva legislación 
de víctimas que profundizaremos en su concreta aplicación en 


el próximo capítulo 3. Según el Informe Estadístico realizado 
por el Ministerio Público provincial!'2?!, durante el año 2020 en 
las 33 Oficinas de Resolución Alternativa de Conflictos (ORAC) 
ingresaron 9.783 casos, se mediaron un total de 4.302, y se 
llegaron a realizar acuerdos en 3.388, lo que representa un 79 
% de los casos mediados. De esto surge un alto grado de 
eficacia en los casos en los que efectivamente se puede realizar 
la mediación, los delitos con mayor porcentaje de presencia son 
amenazas, lesiones culposas, lesiones leves, daño, hurto, 
usurpaciones de inmueble, entre otros. Sin embargo, la 
totalidad de Investigación Penal Preparatoria (IPP) generadas 
en ese mismo período que podrían haber sido sujetas a 
mediación —en virtud de lo normado por la Ley N.* 13.433- son 
152.142, es decir que solo se derivaron a mediación el 6,4 % 
del total. Se reseña que este porcentaje bajó en buena medida 
debido a la particular situación de la pandemia sanitaria del 
covid-19. No obstante estas cifras se inscriben en otras más 
amplias. Durante el año 2020!2*! se iniciaron en la provincia 
de Buenos Aires un total de 786.110 IPP, de modo que de esas 
causas y en el mejor de los escenarios, solo el 19,3 % podría 
haber seguido el carril de las resoluciones alternativas de 
conflictos. 

Existen, en efecto, sistemas penales provinciales que se han 
configurado en torno a otras decisiones y han obtenido también 
diferentes resultados. La experiencia de la provincia de 
Neuquén resulta interesante por haber dado respuesta a 
muchos de los interrogantes que se plantean. El Código 
Procesal Penal de 2011!2*! directamente refiere en su artículo 
17 que jueces/juezas y fiscales procurarán la solución del 
conflicto primario surgido como consecuencia del hecho típico, 
a fin de contribuir a restablecer la armonía entre sus 
protagonistas y la paz social, utilizando la pena como último 
recurso. Trabajar sobre el conflicto primario permite identificar 
diferentes indicadores de complejidad y realizar un abordaje 


integral de prácticas restaurativas que sea adecuado al caso. El 
objetivo es claro, priorizar una política criminal que procure el 
abordaje del conflicto primario como primera acción de 
respuesta del sistema penal. Para ello se ha tenido que 
reformular el ámbito de actuación de las diferentes agencias 
que actúan en el sistema penal y también redefinir cuáles son 
las exigencias de la legalidad y la oficiosidad combinándolas 
con instancias de oportunidad y discernimiento!?>!, 

Las decisiones de política criminal de la provincia de 
Buenos Aires han seguido un camino muy diferente. Junto con 
los datos vinculados a la —muy baja- incidencia de las 
resoluciones alternativas de conflictos en la gestión de los 
conflictos penales, hay otros que deben traerse por el grado de 
influencia que tienen en el cuadro general actual del sistema 
judicial penal de la provincia. Nos referimos al crecimiento 
exponencial que han tenido las sentencias por juicio abreviado 
como prácticamente único mecanismo!?*!, en la mayor parte 
de los Departamentos Judiciales supera a la fecha el 80 % de 
los casos. De ello surge que los procesos se realizan de 
manera sumaria, por lo que pasan a etapa de ejecución, en 
general, mucho más rápidamente. En el año 2020, de las 
57.449 personas detenidas en la provincia de Buenos Aires!??!, 
al 31 de diciembre de ese año un total de 25.826 estaban 
privadas de la libertad a disposición de jueces y juezas de 
ejecución!?8!, 

Esa es la incidencia actual de la etapa de ejecución en la 
estructura de la administración de justicia de la provincia y, lo 
que es más importante, en la vida de poco menos de la mitad 
de las personas privadas de la libertad en el territorio 
provincial!2?! así como en la de un número similar de personas 
que han resultado víctimas de muchos de esos delitos. Va de 
suyo que se advierten serias dificultades en gestionar ese 
universo de conflictividad con las herramientas teóricas 
actuales y la estructura organizativa de juzgados de ejecución 


distribuidos a lo largo y ancho de la provincia. 

A ello se suma un planteo central, si en las otras etapas del 
proceso penal se ha podido avanzar, no sin esfuerzo, hacia 
modelos que propicien alternativas en la solución de los 
conflictos; en etapa de ejecución este camino continúa siendo 
un espacio prácticamente inexplorado. Todos los esfuerzos 
vertidos hacia estos modelos alternativos o incluso la justicia 
restaurativa se frenan al llegar a la sentencia definitiva. 

Si lograda la sentencia condenatoria cuesta justificar la 
participación de la víctima por cuanto cesa su protagonismo, 
esencialmente como de testigo principal del hecho, resulta aún 
más difícil justificarla en esta ocasión con fundamento en bajar 
la violencia y la conflictividad de la persecución. Llegados a 
esta instancia, el proceso penal ya ha ocurrido y las 
oportunidades para aplicar medidas alternativas han precluido. 
La persona ya se encuentra privada de la libertad y en el caso 
de que hubiera podido haber alguna instancia de mediación u 
otra solución alternativa, en principio, ha fracasado. 

Tampoco se puede argumentar que resultaría funcional 
para descongestionar el sistema penal, una de las mayores 
ganancias de las medidas alternativas de solución de los 
conflictos porque permite al Estado ahorrar recursos necesarios 
para llegar a una condena. Mirado desde la etapa de ejecución 
también es tarde para ello. 

En definitiva, en la realidad de los hechos la etapa de 
ejecución encuentra a una persona condenada y privada de su 
libertad y a otra persona víctima de esos hechos con pocas 
posibilidades de justificar su interés, o al menos de justificarlo 
en los términos del sistema judicial penal que se está 
explicando. 

De allí que, el único objetivo con el que podría pensarse la 
aplicación del principio de mínima intervención o última ratio 
resultaría de su proyección en alguno de los institutos 
previstos por las legislaciones de ejecución. Es decir, 


podría darse en los casos en los que la víctima estuviera 
de acuerdo con que se conceda alguna de las medidas 
liberatorias previstas (salidas transitorias, semilibertad, 
libertad condicional y asistida, semidetención) o medidas 
alternativas a la ejecución de la pena en prisión (trabajos 
comunitarios, prisión domiciliaria). 

Ahora bien, ¿puede ser la opinión de la víctima un criterio 
a tener en cuenta para tomar este tipo de decisiones? ¿Con qué 
límites? ¿No era acaso la resocialización el objetivo de la 
ejecución de la pena de prisión? ¿En qué medida puede esa 
manifestación de la víctima ser relacionada con la reinserción 
social que se busca? 

Como se ha dicho, ha sido Marcos Salt quizá uno de los 
pioneros en proyectar a la víctima en la ejecución penal. Para 
el autor el verdadero sentido del principio de judicialización de 
la ejecución es garantizar la extensión de las garantías del 
proceso penal a cada incidente que haya que resolver, lo que 
implica encontrar un rol adecuado para la víctima en la toma 
de decisiones. Se trata de un autor que vincula el modelo 
acusatorio con la necesidad de participación de los sujetos —la 
víctima inclusive- pero sin desconocer que ello se inscribe en el 
marco de una etapa que posee objetivos propios y peculiares. 
Plantea entonces que se impone estudiar en profundidad cuál 
es el papel que les cabe a las víctimas “... atendiendo a todos 
los principios de jerarquía constitucional involucrados, incluso 
el principio de orientación de la ejecución a la resocialización, 
también de jerarquía constitucional...”1901, 

En este sentido y si bien este principio de resocialización 
ha sido presentado por una parte de la doctrina como 
incompatible con la corriente que tiende a darle mayor 
participación a la víctima, Salt considera que esa participación 
permite pensar en la posibilidad de “... dotar a la etapa de 
ejecución de mayor cantidad de mecanismos de solución del 
conflicto penal alternativos al encierro carcelario sobre la base 


de propuestas conciliatorias de los actores del conflicto...”!91, 
Si bien no termina de definir ese alcance, plantea el rol de la 
víctima desde un enfoque minimizador de la punición. 

De esta manera se arriba a dos tópicos que se retomarán. 
Por un lado, la posibilidad de relacionar, directamente, la 
participación de las víctimas en etapa de ejecución penal, con 
formas de acceso a nuevas soluciones alternativas al conflicto. 
Por otro lado, la idea de que la exclusión de las víctimas es un 
eje de mayor punición, de modo que la posibilidad de su 
participación implica de por sí bajar la violencia. De ello surge 
que, darles participación no significa sin más poner en crisis el 
cumplimiento de los fines de la pena —resocialización—. 


4. La condición de vulnerabilidad y los derechos de las 
víctimas. Las víctimas de violencia de género 

En la actualidad se han realizado nuevos desarrollos que 
fundamentan la participación de la víctima también en 
estándares de derechos humanos, pero haciendo hincapié en el 
reconocimiento de la condición de vulnerabilidad. En el plano 
internacional, las Reglas de Brasilia sobre el acceso a la justicia 
de las personas en condición de vulnerabilidad de 2008192! 
dejan en claro la necesidad de tener en cuenta condiciones de 
especial vulnerabilidad a fin de poder garantizar de manera 
efectiva el acceso a sus derechos. De tal forma, se desarrolla un 
estándar que intersecta estas obligaciones con las garantías 
comunes a todos quienes se encuentren involucrados en 
procesos judiciales —especialmente penales-193], Se busca 
empoderar a las víctimas, en particular a las víctimas de 
violencia de género consideradas de mayor vulnerabilidad, 
optimizando la concreción de sus derechos en cumplimiento de 
los principios de igualdad y no discriminación. 

La novedad de las Reglas, de todas formas, no es solo el 
expreso reconocimiento de esta intersección sino también una 
asunción de responsabilidad explícita por parte de los/as 
agentes de los sistemas de justicia. En esta línea, los derechos 


de las personas en condición de vulnerabilidad, en particular 
cuando se vinculan con el sistema de justicia en calidad de 
víctimas, implican derechos humanos que pueden generar 
responsabilidad internacional por su incumplimiento por la 
acción u omisión de operadores/as del propio sistema, 
empleados/as judiciales, magistrados/as, defensores/as, fiscales 
y demás agentes que nutren los sistemas de justicia penales!?4!, 

La Ley Nacional de Víctimas N.” 27.372 (2017) incorporó 
este abordaje diferencial en los artículos 4 y 6 estableciendo 
que deberá tenerse en cuenta para la actuación de las 
autoridades en general. 

El primero de los artículos mencionados determina entre 
los principios de actuación el enfoque diferencial, que consiste 
en atender precisamente al grado de vulnerabilidad de la 
víctima -sea por causa de edad, género, preferencia u 
orientación sexual, etnia, discapacidad y otras- al momento de 
adoptar medidas de ayuda, atención, asistencia y protección. 
Por su parte, el artículo 6 dispone que si la víctima presenta 
situaciones de vulnerabilidad —por aquellas causas 
mencionadas u otras análogas-, las autoridades deberán 
dispensarle atención especializada. Esta situación de especial 
vulnerabilidad se presume cuando la víctima sea menor de 
edad o mayor de 70 años, posea una discapacidad o existiera 
una relación de dependencia económica, afectiva, laboral o de 
subordinación entre la víctima y el supuesto autor del delito. 

La Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires!?>! 
receptó este criterio y estableció medidas jurisdiccionales para 
la adopción de medidas liberatorias a personas comprendidas 
en los grupos de riesgo en el marco de la pandemia de covid-19 
y destacó que la adopción de esos criterios debía efectuarse “... 
sin descuidar el enfoque sobre la situación de la víctima, en 
especial su vulnerabilidad. ..”190., 

La Ley de Víctimas N.” 15.232 (2021) de la provincia de 
Buenos Aires hizo suyo el mismo criterio y en su artículo 5 


establece como principio para el tratamiento y atención a las 
víctimas el abordaje integral en virtud del cual todas las 
intervenciones deberán hacerse con una perspectiva acorde con 
las circunstancias de la persona víctima del delito en atención a 
su pertenencia a grupos vulnerables/vulnerados, edad, 
condición social, nivel educativo, con el fin de evitar la 
revictimización y propender a un tratamiento adecuado y 
específico de su problemática post delito. Por otra parte, el 
artículo 9 (semejante al artículo 6 de la Ley Nacional) señala 
que cuando las víctimas se encuentren en situación de 
vulnerabilidad —por su edad, género, preferencia u orientación 
sexual, etnia, condición de discapacidad, o cualquier otra 
análoga-, las autoridades deberán dispensar atención 
especializada y adoptar de inmediato medidas tendientes a 
protegerlas: 


... poniendo a resguardo la información sobre su domicilio o 
cualquier otro dato que pueda individualizar dónde reside o se 
encuentra temporalmente, siempre en el marco de lo dispuesto 
por el Código Procesal Penal y en tanto no resulte obstáculo al 
ejercicio del derecho de defensa en juicio... 


En relación con este enfoque vinculado con los derechos de 
las víctimas en condición de vulnerabilidad, en particular 
cuando dicha condición se da en razón del género, se ha 
reflexionado sobre la forma en la que se podrían garantizar 
eficazmente en etapa de ejecución. Las autoras Gabriela Laura 
Fuentes y Mariana Noelia Hallberg concluyen que, si bien la 
figura de la víctima ha cobrado fuerza desde la sanción de la 
Ley Nacional de Víctimas, ello no alcanza a garantizar la 
efectiva participación en etapa de ejecución en la medida en 
que se circunscribe a responder a necesidades de emergencia o 
contingencia. Consideran que la ejecución penal se debe hacer 
cargo de las distintas situaciones con una mirada 


preventiva!”7!. Desde esta perspectiva realizan un análisis 
centrándose en las víctimas y en el alcance de los derechos que 
se les reconocen. 

Se ubica esta línea de análisis entre aquellas que ven la 
participación de la víctima en la ejecución penal más como una 
posibilidad que como un riesgo, porque efectivamente se trata 
de posiciones que consideran que el camino que debe seguir el 
proceso penal es el de favorecer el reconocimiento de derechos 
a las víctimas. Sin embargo, cabe señalar que no se trata de 
posturas que tengan como objetivo vincular y contener las 
demandas de todas las personas involucradas en el proceso 
penal —-mínimamente quien se encuentra condenado/a y quien 
ha sido víctima- sino que, al contrario, mantienen el carácter 
contradictorio dando por hecho que las víctimas, en particular 
las víctimas de violencia de género, difícilmente puedan tener 
otro interés que la ejecución más severa posible de la pena. 

Subsiste el riesgo de convertir las agencias de protección 
de las víctimas!**! en dispositivos de persecución penal o, en el 
mejor de los casos, en nuevas instancias de control de 
cumplimiento de la pena. Por ello, cuando las autoras analizan 
cuál será el contenido de las manifestaciones que pueden hacer 
las víctimas previo resolver sobre medidas liberatorias!*?., 
se refieren no solo a si lo consideran o no procedente sino 
también a la posibilidad de manifestar temores que funden 
medidas protectorias, crear un Legajo de Protección de 
Víctimas y reservar los datos que no resulten importantes para 
los intereses de la defensa!*%!. En suma, se trabaja sobre la 
hipótesis de una víctima que continúa en condición de 
vulnerabilidad y se considera que la etapa de ejecución es un 
momento adecuado para establecer medidas que tiendan a 
desmantelar al menos algunas de las desigualdades 
estructurales que subyacen. 


b. Con la mirada en los riesgos. ¿Es posible 


proyectar la garantía de acceso a justicia con 
bilateralidad sin afectar el debido proceso, la defensa 
en juicio y la imparcialidad? 

Luego de todo lo reseñado, creemos que efectivamente la 
participación de las víctimas en la etapa de ejecución puede 
incidir en los objetivos de la ejecución penal. Ahora bien, hasta 
aquí se ha repasado la posibilidad de que esa participación sea 
buscada positivamente por la legislación o al menos tolerada en 
cierta medida. 

A continuación, se abordarán algunos de los riesgos que se 
vislumbran y que dan cuenta de la necesidad de establecer con 
mayor rigor el alcance de la participación de la víctima en la 
etapa de ejecución. Cabe señalar, como aclaración, que se trata 
en general de quienes han estudiado con mayor especialidad 
las características propias de la etapa de ejecución penal. Por 
ello, podemos inferir de manera anticipada que algunas de las 
advertencias que realizan no se fundan en consideraciones 
generales sobre la víctima, sino en un conocimiento más 
acabado de las particularidades de este momento procesal. 


1. Alcance del derecho de acceso a justicia y la tutela judicial 
efectiva 
Se ha sostenido que garantizar con carácter bilateral el acceso a 
la justicia y la tutela judicial efectiva no resulta necesariamente 
un imperativo de la normativa convencional de derechos 
humanos, que solo alude a la obligación de que el Estado 
investigue seriamente y castigue de modo categórico. No 
podría derivarse la interpretación más amplia de que los 
derechos humanos hayan sido reconocidos al servicio de la 
víctima del delito, puesto que no existe el derecho “a la 
persecución penal”. 

En este sentido, el autor Julio Maier advierte que todos los 
fallos de esta tendencia conocidos, internacionales O 
nacionales, de nuestra Corte Suprema o de tribunales locales, 


provinciales o nacionales, haciendo pie en las convenciones 
internacionales!*!! se aferran a ellas para concluir, en favor de 
la víctima y en contra del imputado, en persecuciones penales 
obligatorias hasta su final, por inconsistentes que ellas sean 
material o temporalmente, a pesar de la anulación de ciertas 
reglas de principio del sistema penal, tradicionalmente 
concebidas en beneficio del imputado y reconocidas en esas 
mismas convenciones, como el derecho a la duración razonable 
de la persecución penal, para acudir a un ejemplo!*?!, El autor 
señala un problema de escala, en la medida en que, si bien 
efectivamente esos órganos han respaldado derechos humanos 
de las víctimas, lo han hecho en casos de violaciones 
sistemáticas y extendidas a derechos humanos básicos, como la 
vida o integridad físical**!, o cometidos por funcionarios 
estatales. 

En definitiva, para Maier, fuera de este tipo de casos, 
encontrar un derecho humano de las víctimas a la persecución 
penal no es más que un rasgo característico del neopunitivismo, 
que la ve como único camino posible para solucionar los 
conflictos. Su crítica se asienta sobre la base de que no son en 
forma alguna comparables las situaciones que atraviesan 
penado y víctima, por lo que no corresponde reconocerles los 
mismos derechos y garantías —pretensión de la bilateralidad-. 
Si los derechos humanos han sido concebidos en materia penal, 
y desde su origen como freno y límite a la persecución penal 
estatal —incluso esta ha sido la razón de ser de su existencia 
legislativa internacional-, no cabe tal despreocupación por 
ellos ante los intereses de las víctimas. 

A su modo de ver, los textos internacionales han sido 
malinterpretados y del acceso a la justicia y la tutela judicial 
efectiva se ha terminado derivando una suerte de derecho 
constitucional a la punición en cabeza de la víctima, cuando en 
verdad, de la manda convencional solo surge la necesidad de 
remedios inmediatos a lesiones manifiestas de rango 


constitucional con el fin de restituir o reparar el derecho básico 
afectado lo más pronto posible —como el habeas corpus o el 
amparo- y el derecho de demandar ante los órganos judiciales 
aquellas pretensiones que quien invoca cree admisibles 
jurídicamente, fundadas en derechos que la ley le concede!**!, 
Es decir, mecanismos que ya están ampliamente regulados y 
consolidados en nuestros ordenamientos. 

En este mismo sentido, el autor Daniel Pastor realiza 
algunas precisiones útiles para comprender estos planteos. 
En primer lugar, refiere que solo cuando el proceso termina 
definitiva e irrevocablemente es posible saber si en efecto hay 
una víctima en sentido jurídico, un estatus refutable a lo largo 
del enjuiciamiento y hasta la sentencia final. En segundo lugar, 
plantea que en el arquetipo clásico de un sistema penal 
democrático existe cierta división de incumbencias jurídicas 
prevalecientes entre los sujetos activo y pasivo del delito: si el 
derecho penal sustantivo era territorio de la presunta víctima, 
el derecho procesal penal es el “campo de juego” del posible 
autorl45), 

Según este enfoque, la pena prevista para el hecho es la 
respuesta del orden jurídico al sufrimiento padecido por la 
víctima. Luego, el ámbito del imputado será contar con un 
sistema de derechos y garantías que lo proteja de los abusos del 
proceso y de las condenaciones indebidas. Entre estas 
garantías, entiende Pastor que se encuentra la de enfrentar un 
solo acusador, público, tercero, distanciado del hecho y de sus 
protagonistas. De tal modo, sumar a la consideración de las 
expectativas de la víctima que ya se han tenido en cuenta en el 
derecho penal material —alude al aumento de delitos y 
extensión de las penas— también aquellas otras que implican 
modificaciones en el derecho procesal penal genera 
desequilibrios en todo el sistema. 

Respecto de los pronunciamientos de los organismos 
internacionales, en particular la Comisión Interamericana de 


Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, el autor señala que se han dado en el marco de 
movimientos en Latinoamérica hacia la consideración de 
las víctimas de las dictaduras de la región, que motivaron 
el desarrollo de derechos subjetivos fundamentales para el 
enjuiciamiento de los sospechosos y el consecuente 
castigo, sin alternativas, de los culpables!**!. Se trata de 
derechos fundamentales de las víctimas afectadas a que sean 
investigados los hechos, al descubrimiento de la verdad, a la 
imprescriptibilidad de los delitos, entre otros. Pero, en el 
mismo sentido en que lo señalaba Maier, reservado a casos en 
los que se reprimía a autores de crímenes gravísimos 
históricamente relegados a la impunidad. 

La concesión de tantos poderes procesales de manera 
generalizada a las víctimas, desde este enfoque, implicaría 
reducir dramáticamente los derechos de los imputados y 
descompensar el sistema en su totalidad. La cultura de los 
derechos humanos como fundamento de las garantías 
procesales es una cultura de límites a la aplicación de las 
penas, ese ha sido el fundamento y el origen de los 
instrumentos internacionales. Transformarla en una cultura 
mediante la cual se instalan demandas punitivas es contravenir 
esa historia y esa finalidad. 

En definitiva, una mayor participación procesal de la 
víctima no se impone por el derecho constitucional o por el 
derecho internacional de los derechos humanos, y las 
decisiones de los organismos internacionales que controlan el 
respeto de los derechos humanos se contentan con que el 
Estado investigue seriamente y castigue de modo categórico los 
delitos con independencia de los detalles reglamentarios de los 
procedimientos!?7., 

Este enfoque resulta adecuado en la medida en que 
advierte sobre los problemas que conlleva pensar los derechos 
humanos de las víctimas como contraparte de los derechos 


humanos de las personas sujetas a persecución estatal. 


2. Alcance del rol del Ministerio Público Fiscal en relación con 
la víctima durante la etapa de ejecución de la pena 

El estudio acerca de la competencia del Ministerio Público 
Fiscal en la etapa de ejecución merece algunas consideraciones 
especiales. Si su misión específica es ser representante del 
Estado en el ejercicio de la acción penal, se trata de un rol 
ausente durante la ejecución de la pena precisamente porque 
ya se ha condenado y no hay acción penal que impulsar. Solo 
resta una sanción que cumplir!**!. La doctrina especializada en 
la etapa de ejecución, como veremos enseguida, ha elaborado 
desarrollos sobre la reconfiguración de los roles de los 
diferentes sujetos —especialmente los/as jueces y juezas de 
ejecución, el Ministerio Público Fiscal-, en particular 
atendiendo al principio de judicialización de la pena y a la 
garantía de imparcialidad. 

Analizar en esta clave la participación de las víctimas en el 
trámite de decisión de medidas liberatorias requiere adelantar 
un planteo que resulta central, esto es, cuál es el valor del 
dictamen del Ministerio Público Fiscal y si opera como límite a 
la jurisdicción de ejecución penal cuando propone modalidades 
atenuadas o suspensivas del encierro a favor de la persona 
condenada!??., 

El autor Rubén Alderete Lobo plantea que el avance de la 
jurisdicción por sobre la pretensión fiscal daría imprevisibilidad 
a la defensa, de modo que en la violación de esa garantía se 
asienta la imposibilidad de jueces y juezas de fallar por fuera 
de la pretensión fiscal. En su concepción, que se considera 
acertada, ello es así precisamente por aplicación de la 
judicialización como principio de la ejecución de la pena, que 
no es más que la herramienta que permite que la decisión sobre 
la determinación de la pena en la fase ejecutiva —determinación 
cualitativa- se realice en el marco de garantías 
constitucionales. Los/as jueces y juezas de ejecución están 


llamados/as a intervenir en virtud de dicho principio de 
judicialización, donde se verifique la afectación de un derecho 
del condenado o una controversia respecto del modo en que se 
ejecuta la pena! 90! ; apartarse de este mandato implicaría 
también dejar de lado su carácter de tercero imparcial y de 
garante de las condiciones de detención de las personas 
privadas de libertad. 

Por otra parte, si reconocemos que, en la etapa de 
ejecución de la pena, el Ministerio Público Fiscal no tiene como 
misión impulsar acción alguna, entonces su actividad debe 
tener otro norte. La reinserción social como fin de la pena es un 
primer límite claro a su actuación, es decir, en un esquema de 
respeto a las garantías constitucionales el Ministerio Público 
Fiscal deberá propiciar aquellas medidas que mejor garanticen 
esta finalidad. Pero ese es también el objeto de la actuación de 
los jueces y juezas de ejecución. 

Para poder distinguirlos y delimitar su marco de 
competencia, el autor Alderete Lobo cita a Fernando Díaz 
Cantón en cuanto señala que su rol preciso es posibilitar la 
imparcialidad. El Ministerio Público Fiscal entonces tiene 
competencia para valorar, controvertir opiniones de la 
administración (Equipos Técnicos del Servicio Penitenciario) y 
de la defensa, y acercar su propio dictamen en relación con 
cada pretensión defensista con el objeto de poner a prueba las 
propias posiciones de la jurisdicción contribuyendo a que esta 
pueda desarrollar su juicio de manera más imparcial!?!!, 

De tal forma, siguiendo el modelo propuesto en cuanto al 
alcance de la actuación fiscal en la ejecución de la pena, cabe 
considerar en qué medida puede ser a su vez vinculado con las 
manifestaciones de la víctima. 

Resulta fundamental poder establecer con claridad estas 
vinculaciones. Si ante una participación de la víctima que 
favorece minimizar la punición, el Ministerio Público Fiscal 
puede no acompañarla en nombre del interés de la sociedad, 


resulta paradójico que luego frente a dictámenes favorables de 
la administración, el Ministerio Público Fiscal se oponga en 
nombre de la víctima. 

Esta relación compleja ha generado algunas opiniones 
contrarias a la participación de la víctima precisamente bajo el 
argumento de que no es más que una forma de pretender 
solucionar la falta de acción del Ministerio Público Fiscal. 
Sobre este tema, Julio Maier explicita que él mismo creyó que 
la participación de la víctima se justificaba no tanto por su 
derecho a obtener satisfacción por un derecho propio, sino 
como método para desperezar la modorra burocrática del oficio 
estatal encargado de la persecución penal pública!?*2! y para 
auxiliar al autor, para que no sufriera el sistema penal más allá 
de lo razonable reemplazando la pena por otro tipo de 
soluciones!”>!. Identifica esta paradoja comprendiendo que en 
las nuevas legislaciones las víctimas sirven para hacer avanzar 
la persecución penal cuando el Estado no lo hace o lo hace sin 
eficacia, pero no pueden conducir por sí mismas esa acción si 
su objeto es dejar de perseguir o minimizar los efectos de esa 
persecución. 

El autor Daniel Roberto Pastor también encuentra riesgos 
en esta falta de claridad respecto de la relación entre víctima y 
Ministerio Público Fiscal. Si bien no está pensando en la etapa 
de ejecución, en la que el Ministerio Público Fiscal no posee 
estrictamente un rol de acusador como ya se ha enunciado, 
argumenta en general sobre la disfuncionalidad de que la 
persona imputada posea dos acusadores, ya que el derecho de 
defensa exige confrontar una sola hipótesis acusatoria. El 
principio de igualdad de armas se opone a esa deslealtad, en sus 
términos, y requiere poder argumentar, alegar, ofrecer pruebas, 
controlar actos, recurrir decisiones, todo de manera pareja. Si 
para el derecho solo puede haber un acusador, ese debe ser el 
Ministerio Público Fiscal, al menos en la medida en que el 
derecho penal sea una necesidad de los Estados modernos. 


El balance entre estas tensiones se dificulta, el sistema no 
puede servir de manera tan intensa a objetivos tan 
contradictorios: cada aumento de los derechos procesales de la 
víctima se paga, desde este punto de vista, en moneda de 
disminución de los derechos del imputado. De allí que si el 
Ministerio Público no puede asegurar la objetividad de la 
respuesta penal y que la consecuencia jurídica del delito sea 
solo la prevista legalmente, debe responsabilizarse a los/as 
funcionarios/as en concreto por sus infracciones pero no 
desequilibrar todo el sistema para conseguirlo!>*!, 

Volviendo al modelo esbozado por Alderete Lobo que se 
planteó al comenzar este punto sobre la función del Ministerio 
Público en etapa de ejecución de la pena y a modo de 
conclusión preliminar, cabe definir si la actuación fiscal se 
ubica en la misma posición que la víctima, es decir, de su 
mismo lado, sea que opere conteniendo o siendo contenido por 
las manifestaciones de las víctimas, o si su función es también 
ubicarse frente a estas manifestaciones controvirtiéndolas — 
como lo hace con las de la administración y con las de la 
defensa— en búsqueda de posibilitar la imparcialidad del juez o 
jueza de ejecución. 

Los problemas que señalan los autores que se han citado —a 
pesar de no hacer siempre hincapié en la etapa de ejecución- se 
relacionan con la primera de las hipótesis. Se parte de 
considerar que ambos sujetos asumen necesariamente el rol de 
acusadores. Sin embargo, por las características de esta 
etapa y de su finalidad constitucional totalmente diferente 
a la perseguida hasta el momento de la condena, se 
impone la afirmación de la segunda de las hipótesis, 
aunque con sus peculiaridades en relación con el contenido 
de esas manifestaciones. 


3. Alcance y contenido de las manifestaciones de la víctima 
Encontrar el fundamento y el impacto de la participación de la 


víctima ha implicado desde un primer momento obstáculos 
concretos. La sanción de la Ley Nacional N.” 26.813 (2013) fue 
significativa en este sentido por cuanto modificó el artículo 
2819! de la Ley Nacional de Ejecución Penal, disponiendo que 
las víctimas debían ser notificadas y serían escuchadas en caso 
de desear realizar alguna manifestación. Esta facultad, en aquel 
entonces, estaba reservada a las víctimas de los delitos 
previstos en determinados artículos contra la integridad sexual 
y su aplicación generó las primeras tensiones en el ámbito de la 
ejecución de la pena. El autor Rubén A. Alderete Lobo califica 
la reforma de demagógica e inconsistente!?*!, lo primero por 
cuanto realmente la atención a los delitos contra la integridad 
sexual a su criterio es solo aparente, y lo segundo en respecto 
del equipo interdisciplinario y las funciones que se le otorgan. 
La práctica indicaba que estos equipos no se habían constituido 
-al menos a nivel nacional- pasados 10 años (en la provincia 
de Buenos Aires todavía no lo han hecho). 

Incluso antes de que fuera sancionada la actual legislación 
de la víctima y refiriéndose a la norma de 2013, ya se 
encontraban conflictos de difícil solución por la liviana 
regulación de la intervención de la víctima en los incidentes y 
la falta de reglas específicas sobre el modo en que debía ser 
oída y sobre la incidencia de sus manifestaciones!?7!, claro es, 
todo ello sumado al contexto general del artículo 491 del 
Código Procesal Penal de la Nación, que excluía de forma 
expresa al querellante de la etapa de ejecución. 

Lamentablemente estas falencias no han sido todavía 
subsanadas de manera orgánica, lo que enfrenta a los/as jueces 
y juezas de ejecución con el desafío de tener que ajustar 
constantemente criterios para poder tomar decisiones 
congruentes. El tratamiento profundo y específico que se 
demanda sigue sin ser claro. 

La sanción en el año 2017 de las Leyes de Víctima N.” 
27.372 y de la ley N.* 27.375 modificatoria de la Ley Nacional 


de Ejecución terminó de definir el esquema actual de 
participación de la víctima, ampliando su derecho a hacer 
manifestaciones para todos los delitos y no ya solo en relación 
con la libertad condicional, sino en otras ocasiones en las que 
se deben decidir medidas liberatorias —libertad condicional y 
asistida, salidas transitorias, semilibertad, semidetención, 
prisión domiciliaria-. En lo sustancial las falencias conservan 


vigencia. 
Sobre estas últimas reformas, de manera categórica el 
autor Edgardo Alberto Donna expresa que “... el querellante es 


la víctima que entra al proceso porque el gobierno y el 
legislador desconfía de los fiscales...”!"9!, Algo de ello se ha 
señalado ya en el punto anterior, los desvíos en la 
responsabilidad de los funcionarios no deberían justificar 
romper equilibrios propios del proceso. Sin embargo, el autor 
va más allá al considerar directamente como inescindible a la 
víctima de la venganza, sobre todo concebida en el contexto de 
un Estado que, a su entender, se corre de sus fines de justicia y 
acaba regulando de manera arbitraria el acceso a determinados 
derechos!??!, 

Intentando precisar el alcance de estas manifestaciones, se 
ha expresado que si bien no puede ser una opinión vinculante 
para quien juzga, lo cual no se desprende de modo alguno del 
texto legal, es imprescindible que sea tomada en cuenta, es 
decir, considerada al momento de decidir y que en la 
resolución se brinden los argumentos correspondientes. La 
decisión judicial debe revisar el cumplimiento o 
incumplimiento de los requisitos establecidos por la ley: 


. cuando la oposición de la parte damnificada no se halla 
suficientemente fundada y se encuentran reunidos los requisitos 
legales para acceder al beneficio, el/la juez/a deberá concederlo. 
Por el contrario, puede que al expresar su opinión la víctima 
introduzca algún elemento que permita advertir que no se 


encuentran satisfechos los requisitos que la ley exige para acceder 


al beneficio, en cuyo caso, la resolución deberá ser negativa... 
[60], 


De tal forma, se ha dicho que la nueva norma —artículo 11 
bis de la Ley N.* 24.660- no trae un nuevo requisito material, 
sino que es una disposición de naturaleza procesal que regula 
la forma en la que el derecho a ser oída que posee la víctima 
puede ser verificado en este momento procesal!*!!, De ello 
deriva que pueda ser aplicado respecto de hechos cometidos 
antes de la sanción de la reforma por cuanto no afectan la 
irrectroactividad de la ley penal. 

Sin embargo, establecer la naturaleza del derecho de 
ejecución y su característica forma de interactuar con el 
derecho material y el procesal hacen que resulte difícil —quizá 
también innecesario- deslindar ambos campos teóricos de 
manera categórica. 

El autor Lazzaneo, alejándose de quienes encontraban en 
la modificación una norma de carácter procesal, analiza si la 
actitud de la persona condenada hacia la víctima podría 
integrar el diagnóstico que realiza el equipo técnico 
disciplinario del establecimiento carcelario. En ese sentido, 
teniendo en cuenta que dentro del régimen progresivo que se 
establece para la ejecución de las penas privativas de libertad, 
el paso de un estadio a otro se encuentra influenciado por las 
calificaciones de concepto y conducta, se pregunta si la 
incidencia de la víctima debería repercutir en los guarismos 
que expresan parámetros como el concepto. Es decir, si esta 
actitud de la persona condenada hacia la víctima podría 
proyectarse como elemento a valorar por el propio equipo 
técnico... 

Estas demarcaciones del contenido de la opinión o las 
manifestaciones de las víctimas son a su vez complementadas en 
la nueva norma con la información que pueden incorporar 


peritos de parte. La ley no prevé plazos claros al respecto y 
tampoco reglamenta el mecanismo por el cual podrían esos 
peritos participar de las evaluaciones que realizan los equipos 
técnicos criminológicos. Con todo y aun superando estas 
falencias en el procedimiento se podría acordar que, como 
mínimo, la nueva legislación asegura un derecho de las 
víctimas a controvertir, técnicamente si correspondiere, lo 
evaluado y dictaminado por el equipo técnico. 


4. Alcance de las medidas protectorias 

El más claro fundamento de las medidas protectorias resulta la 
condición de vulnerabilidad en la que se encuentran las 
víctimas, siendo el género la más clara categoría ordenadora de 
las diferentes problemáticas que convergen. Desde esta premisa 
se repasan posiciones que consideraban la etapa de ejecución 
como un momento adecuado para plantear estas 
vulnerabilidades con el fin de desmantelar, en al menos alguna 
medida, las desigualdades estructurales que las generan. 

Esta hipótesis supone algunos problemas respecto de lo 
que las propias víctimas pueden obtener de un sistema de 
justicia penal, fundamentalmente por las siguientes dos 
razones. 

En primer lugar y en términos generales, por las 
dificultades que implica confiar en el sistema penal como 
garante de los derechos de las mujeres. Ya se ha referido cómo 
fácilmente se puede -incluso desde algunos feminismos— 
promover la confianza en lo que no es más que una nueva 
forma de punitivismo y, en suma, de profundización de las 
desigualdades. Como señala la autora Dolores Juliano, el 
sistema penal a menudo acepta con menos esfuerzo la 
concepción de las mujeres como víctimas pasivas porque esta 
imagen refuerza los estereotipos de género, aunque 
evidentemente tal imagen no contribuye al empoderamiento 
femenino ni tiene en cuenta su propia percepción de los 
hechos!9*!, En efecto, incluso las políticas criminales dirigidas 


a sancionar la violencia contra las mujeres pueden derivar en 
consecuencias perjudiciales, en tanto refuerzan precisamente 
estereotipos tales como el de la mujer víctima, débil, sometida 
por un lado, y privan de protección a las mujeres que no se 
ajustan al modelo de “víctima ideal” por el otro!*%*!. En 
definitiva, la selectividad del derecho penal ha sido funcional al 
patriarcado también como herramienta de castigo contra 
aquellas mujeres que se apartan de su ro1!9>., 

En segundo lugar y en concreto en el momento procesal de 
la ejecución penal que se está analizando, porque para poder 
ser eficaz y reencauzar la conflictividad de manera adecuada, el 
trabajo con las víctimas debe tener como punto de partida un 
estudio más profundo de los conflictos primarios a fin de poder 
identificar cuáles son los intereses reales y cuáles las demandas 
que subsisten al momento de dictar la medida liberatoria. 
Resulta indispensable distinguir víctimas en cuanto a los bienes 
jurídicos que han sido menoscabados y establecer en qué 
medida debería tener mayor relevancia su participación en los 
casos en los que los hechos se produjeron dentro de círculos 
sociales íntimos, por lo que la persona condenada posee un 
mayor grado de vinculación en vistas a la posibilidad de volver 
al medio libre!*0., 

En definitiva, darles voz a las víctimas pone en evidencia 
que el sistema judicial penal no cuenta en la actualidad con 
herramientas para poder lidiar realmente con esa 
conflictividad. 

Este contexto explica la desconfianza originaria con la que 
nacen las nuevas agencias de protección a las víctimas. De un 
lado, la de las propias víctimas y especialmente las de género, 
acostumbradas a transitar procesos judiciales burocráticos y 
fallidos en los que su voz hasta ahora no ha sido realmente 
incorporada como elemento a valorar. Aquí el desafío de evitar 
la victimización secundaria debe ser el eje de la actuación de 
las agencias y la prioridad en las intervenciones. Del otro lado, 


la de los/as demás actores/as, del proceso, en particular de la 
persona que ha sido condenada y su defensa, a quienes, como 
se señaló, no les resultará justo enfrentar a más de una fiscalía, 
por lo que pretender que asuman una postura que no sea la de 
lisa y llanamente defenderse necesitará de cambios profundos 
en la percepción de los objetivos de la ejecución penal. 

Con este norte y a poco de avanzar sobre cualquier línea, 
los entrecruzamientos entre el punitivismo y la capacidad del 
sistema para garantizar el acceso a derechos de las víctimas, 
especialmente las víctimas de violencia de género, aparecen 
con frecuencia. Resulta una tarea ardua poder actuar en el 
sistema de justicia penal siguiendo un programa de derecho 
penal mínimo, único camino compatible con un derecho penal 
respetuoso de los derechos humanos. 

Se adopta el enfoque de Piqué y Allende, en cuanto 
concluyen que corresponderá a los diferentes sectores del 
feminismo —o los feminismos, como preferimos nombrar— 
seleccionar cuáles serán los reclamos punitivos, sabiendo que 
por la violencia y la selectividad que lo caracteriza, ningún 
modelo de derecho penal máximo puede ser compatible con la 
estrategia final de los feminismos, es decir, erradicar las 
desigualdades, la discriminación y la violencial*”!. Estos 
esfuerzos a menudo no implican tanto reformas legislativas 
como nuevas maneras de pensar las normas vigentes, de 
encontrar criterios que nos permitan utilizar el sistema con este 
enfoque y de coordinar la actuación de las diferentes agencias 
con objetivos claros sobre una cartografía de demandas 
esencialmente diversas. 

Las autoras Fuentes y Hallberg trabajan un caso que 
interesa traer a colación por las tensiones que expresa en 
relación precisamente con el alcance de las medidas 
protectorias. Se trata de una causa en la que se impuso condena 
de ejecución condicional por delitos cometidos mediante 
violencia de género por parte de quien fuera la expareja de la 


víctima. Entre las condiciones impuestas se dispuso la 
prohibición de acercamiento con aplicación del dispositivo de 
control electrónico —tobillera-. Sin embargo, a poco de transitar 
el tiempo de cumplimiento de esas reglas comenzaron las 
interrupciones, es decir, las alertas de apagado en el 
dispositivo. Era la víctima quien apagaba el dispositivo a fin de 
favorecer el contacto del condenado y su hija!*?!. 

La intervención del Juzgado de Ejecución se realizó con 
asesoramiento del equipo interdisciplinario y se concluyó que 
había falta de conciencia en el discurso por parte de la víctima, 
por lo que se determinó que continuaba la situación de 
vulnerabilidad y el potencial riesgo. En suma, se fueron 
adoptando medidas tendientes a asegurar tratamiento 
psicológico y psiquiátrico a la víctima, y ante nuevos 
incumplimientos se revocó la condicionalidad de la pena. 

Traemos el caso a análisis porque las decisiones 
jurisdiccionales se fundaron en las facultades que otorga la Ley 
Nacional N.” 24.685 —de protección integral para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los 
ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales- y se 
dispusieron medidas que llegaron a superar el marco temporal 
del vencimiento de la pena!*?., 

En este marco y más allá de la confirmación del fracaso de 
la prisionización que significa tener que disponer este tipo de 
medidas, es indudable que tensan el debido proceso y el 
derecho de defensa de tal forma que resulta complejo 
sostenerlas sin afectar derechos de la persona condenada. 

Esta tensión, a su vez, se intersecta nuevamente con el 
planteo señalado en el primer capítulo siguiendo a Tamar Pitch 
sobre el potencial simbólico de la justicia penal y la noción de 
víctimas inocentes. Se reitera aquí entonces que, si sobre la 
inocencia se construye la pasividad, se aleja la posibilidad de 
ejercicio de cualquier libertad. En definitiva, la relación entre 
autodeterminación y protección sigue siendo sumamente 


compleja y la valoración jurisdiccional en etapa de ejecución 
de esta participación de las víctimas deberá suponer criterios 
claros que permitan decidir de manera armónica en el 
escenario de estas tensiones. 

A esta altura y luego de haber realizado un repaso de 
muchas de las argumentaciones en torno a la incorporación de 
la víctima al proceso penal y puntualmente a la etapa de 
ejecución, se puede avizorar que con las últimas reformas, no 
se ha intentado de modo alguno reformar el sistema judicial 
penal siguiendo un programa de derecho penal mínimo y 
mucho menos abrir la puerta a la justicia restaurativa. Nada 
indica que haya habido una voluntad en los legisladores y 
legisladoras de buscar la participación desde un enfoque 
minimizador de la persecución penal. Más bien al contrario, 
parece inscribirse efectivamente en un escenario de expansión 
del poder punitivo del Estado al cual defiende incluso 
discursivamente, como ya se ha señalado, en las palabras de 
los/as parlamentarios/as desde ese lugar. 

Con todo y siendo este el contexto que nos toca atravesar, 
se impone encontrar interpretaciones acordes a las normas de 
derechos humanos constitucionales y convencionales que sean 
razonables y consecuentes con el marco normativo; desde ese 
prisma en el próximo capítulo intentaremos esbozar algunos 
criterios que nos permitan demarcar estas demandas de 
justicia. 


1. De conformidad con lo normado en los artículos 3 de la Ley Nacional de 
Ejecución N.” 24.660 y 3 de la Ley de Ejecución de la Provincia de Buenos 
Aires N.” 12.256, y que tiene acogida constitucional en el art. 8.1 CADH 
por intermedio del art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional, rige 
también en función del sistema federal de división de poderes (artículo 1.” 
de la Constitución Nacional y su correlativo en la vigente Constitución de 
la Provincia de Buenos Aires). Para un desarrollo del principio de 
judicialización de la pena ver GUILLAMONDEGUI, L. R. (2005, Marzo). 
Ob. cit. También en este sentido se expresó la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación en el caso Romero Cacharane (CSJN Fallos 327: 388). « 

2. CHRISTIE, N. (1992). Los conflictos como pertenencia. En De los delitos y 
de las víctimas, Maier J. (comp.). Buenos Aires: Ediciones Ad-Hoc, pp. 
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12. 


169-173.« 


. CHRISTIE citado por ZAFFARONI, E. R. (1989). En busca de las penas 


perdidas. Buenos Aires: Editorial Ediar, pp. 105-106. « 


. ROXIN, C. (1992). La reparación en el sistema de los fines de la pena. En 


De los delitos y de las víctimas, Maier J. (comp.). Buenos Aires: Ediciones 
Ad-Hoc, p. 154. El autor analiza desde esa perspectiva la relación entre 
derecho civil y penal y establece tres escenarios posibles: la composición, 
la reparación como sanción y, finalmente, la reparación como un nuevo 
fin de la pena. Concluye que, sin reemplazar la pena, puede ser moldeada 
como prestación autónoma y tener elementos jurídicos civiles y penales. 
Civiles, por cuanto implican una compensación, y penales, en tanto son 
considerados los esfuerzos reparatorios serios (más allá de la 
compensación) y pueden implicar medidas como trabajos para el bien 
común (en casos de delitos contra la generalidad o autores/as 
financieramente imposibilidatos/as). « 


. ROXIN, C. (1999). Pena y reparación. Anuario de derecho penal y ciencias 


penales, Vol. 52, N.* 1, p. 8. + 


. Ibídem, pp. 10-12. Desarrolla que incluso en relación con los fines 


preventivos generales de la pena y en los casos de delitos más graves no 
susceptibles de reparación, un eventual arrepentimiento del autor y la 
intención de asumir costos hospitalarios u otras medidas, sería aceptado 
socialmente y favorecería dicha prevención. Lo mismo para el caso de los 
delitos de peligro abstracto o contra bienes supraindividuales puede 
pensarse en reparaciones simbólicas. « 


. En nuestro ordenamiento, el Estado tiene la obligación irrenunciable, 


salvo escasas excepciones, de investigar cada hecho delictivo del que 
tome conocimiento y darle solución según las reglas establecidas. Atento 
ello y sin perjuicio de las facultades discrecionales que permiten disponer 
de la acción (criterios de oportunidad), ha sido el colapso del sistema 
penal el que ha llevado a repensar modalidades que flexibilicen el 
principio de legalidad, como por ejemplo la suspensión de juicio a 
prueba, el juicio abreviado, entre otros. Ver FORTETE (2006). Ob. cit., 
pp. 35-36. Sin embargo, como luego se verá, algunas legislaciones 
procesales penales han intentado redefinir el contenido de estos 
principios tendiendo a posibilitar soluciones menos punitivas, ejemplo de 
ello es el Código Procesal Penal de la Provincia de Neuquén (Ley N.* 
2784, B.O. 13/01/2011).< 

ZAMORA GRANT, J. (2014). Ob. cit., pp. 77-78. « 

CAFFERATA NORES, J. 1. (2011, 1.” ed. 2000). Proceso penal y derechos 
humanos. Buenos Aires: Del Puerto, p. 15.« 

Informe N.* 34/96 (Caso 11228) de la Comisión Internacional de 
Derechos Humanos. Disponible en https://bit.ly/481v4q8. Se refiere 
también el Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos del 29 de julio de 1988, párrafo 
79.4 

CAFFERATA NORES (2011). Ob. cit., p. 23. El autor desarrolla a lo largo 
del capítulo I las garantías comunes y luego dedica los capítulos II y Il a 
realizar un análisis pormenorizado de la proyección de los actuales 
estándares de estas garantías en relación con la víctima y con el acusado/ 
a, respectivamente. « 

Un enfoque más restrictivo sobre la responsabilidad internacional que 
podría generar el incumplimiento de esta obligación de garantía se puede 
ver en GOMARA, J. P. (2020). Capacidad de rendimiento del derecho a la 
revisión del fallo. La determinación y revisión de los aspectos fácticos de la 
sentencia. El derecho a la revisión del fallo y la bilateralidad recursiva. Tesis 
de Maestría en DD. HH. (UNLP), pp. 476-489. Disponible en https:// 
bit.ly/3HOTWCx. El tesista realiza un desarrollo actual de la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
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dirimiendo cuáles son los casos en los que el Estado se encuentra obligado 
a cumplir el deber de garantía por medio de una investigación, 
juzgamiento y eventual sanción penal. Explicita que, si bien la 
jurisprudencia brinda algunas certezas, al mismo tiempo deja situaciones 
sin demasiadas precisiones, libradas a la casuística. Lo que hace muy 
difícil para los Estados poder determinar de antemano las obligaciones 
que implican el diseño de determinados esquemas o estructuras 
procesales, dentro del margen de apreciación con que cuentan al respecto 
(p. 485). En relación con las vulneraciones ocasionadas por particulares, 
concluye que cuando las violaciones a ciertos derechos son causadas por 
ellos, el Estado solo está obligado a cumplir con el deber de garantía 
mediante recurso penal en los casos de violaciones a los derechos a la 
vida, integridad y libertad. Extrae esta conclusión del hecho de que si el 
Estado solo debe cumplir con el deber de garantía a través de un proceso 
penal cuando sus agentes cometen violaciones a esos derechos en forma 
intencional (Corte IDH caso “I.V. vs. Bolivia”, sentencia 30/11/2016, 
párrafo 310), no sería lógico exigirle mayor responsabilidad respecto de 
particulares. De tal forma, una vez delimitado el deber jurídico del Estado 
de realizar una investigación penal para posibilitar el juzgamiento y 
eventual castigo a los responsables, considera que, existe “... el 
correspondiente derecho convencional de las víctimas y de los familiares 
a tener amplias posibilidades de ser oídos y de actuar en los respectivos 
procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los hechos como del 
castigo a los responsables. Se debe garantizar a víctimas y familiares el 
pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas de la investigación 
e instancias del proceso. Este derecho, ejercido en el marco de un proceso 
penal, es la materialización del recurso efectivo del artículo 25, 
sustanciado de conformidad con el debido proceso legal del art. 8.1 de la 
Convención...” (p. 488). En sus términos, solamente en los casos en los 
que exista deber jurídico de realizar una investigación penal, el Estado se 
encontraría obligado -internacionalmente- a incluir en el diseño del 
proceso penal el acceso y capacidad de actuación de la víctima y los 
familiares. Por fuera de esos casos, la decisión será exclusivamente legal, 
no derivada de una obligación convencional. « 


. Dicha categoría “durante el proceso” es tomada de los artículos 8.2 de la 


Convención Americana sobre Derechos Humanos y artículo 14.3 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. « 


. CAFFERATA NORES (2011). Ob. cit., pp. 63-64. « 
. FORTETE (2006). Ob. cit., p. 8.« 
. Ibídem, p. 11. El autor cita a CAFFERATA NORES, J. (2003). En torno al 


querellante particular. Córdoba: Advocatus, pp. 11 y ss. « 


. FERRAJOLI, L. (2007, octubre). Derecho y dolor. Revista Isonomía, N.* 27. 


Disponible en https://bit.ly/3Ri51nn, pp. 196-197. Entre los autores que 
plantean este enfoque en la actualidad nacional y que ven en la nueva 
participación de la víctima la posibilidad de minimizar la respuesta 
violenta del Estado se encuentra BACLINI (2012). Ob. cit., pp. 6-7. « 

RUSCONI, M. (2008). Víctima e ilícito penal: Algunas reflexiones sobre la 
victimodogmática. Disponible en  https://bit.ly/3TnvGl6. El autor 
desarrolla la discusión sobre el valor jurídico que se le puede atribuir a la 
energía protectora que el Estado tendría legitimidad para reclamar de 
cada persona, inclusive de las víctimas. Cita a Juan Bustos Ramírez, quien 
discute esta posibilidad por ser el deber de protección un deber del 
Estado y los derechos a reconocer esa protección de los ciudadanos a 
quienes, en consecuencia, no puede exigírseles un deber. Si en cambio el 
Estado pudiera exigir a los/as ciudadanos/as un deber de protección se 
estaría volviendo a la idea (ya superada) de que es el Estado quien otorga 
derechos y no quien los reconoce. Contra esta postura RUSCONI plantea 
que el costo social de la intervención del derecho penal obliga a 
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reconocer posibilidades concretas de las personas de proteger sus propios 
derechos en la medida en que ello no signifique una distorsión de la vida 
en relación y se trata del paradigmático “hombre prudente”, p. 5. « 
Ibídem, p. 3.« 

Entendemos por medidas alternativas a la solución de los conflictos 
aquellas que utilizan procesos restaurativos como herramientas para su 
abordaje. Pueden implicar mediación, conciliación, conferencias o 
círculos de sentencias. Si bien se trata de categorías que responden, en 
mayor o menor medida, al paradigma de la justicia restaurativa, en 
nuestro medio aún son infrecuentes y mantienen la confusa denominación 
de “medidas alternativas”, lo que pareciera indicar que la prisión no es 
realmente la última ratio sino más bien la principal sanción utilizada. En 
todo caso y aun cuando operan de manera excepcional, se trata de 
medidas que quitan —o minimizan- la violencia propia de la persecución 
penal. Para un desarrollo en profundidad de las características del modelo 
de justicia restaurativa se puede ver Principios Básicos de las Naciones 
Unidas sobre el Uso de Programas de Justicia Restaurativa que integra el 
Manual sobre programas de Justicia Restaurativa aprobado en fecha 
18/04/2002 por el Consejo Económico y Social de Naciones Unidas, pp. 
99-100. Disponible en https: //bit.ly/47VuwsSi. « 

Un análisis sobre la potencia de estos acuerdos con las víctimas se puede 
ver en ARISTIMUNO, J. (2019). Breves reflexiones sobre el perdón de la 
víctima y el castigo en el proceso penal. En Temas de Derecho Penal y 
Procesal Penal (pp. 1121-1133). Buenos Aires: Erreius. Se trata de un caso 
de homicidio en un hecho de tránsito del año 2015 en el Departamento 
Judicial de Necochea (provincia de Buenos Aires). Durante la audiencia 
de debate oral el acusado se encontraba muy conmocionado y, previa 
consulta a los familiares de la víctima, se le permitió tomar contacto con 
ellos. Se desarrolló una escena en la que aceptaron su pedido de disculpas 
y el juez, tomando nota de ello y a pedido de las partes, decidió aceptar 
un abreviado. El Ministerio Público Fiscal había pedido 5 años de prisión 
de efectivo cumplimiento y a raíz de esa situación accedieron a que sea 
de 3 años de ejecución condicional más la inhabilitación. En la sentencia, 
el juez Mario Juliano refirió que ese encuentro entre posiciones 
enfrentadas se dio a pesar del Poder Judicial, por eso algunos procesos 
judiciales deben ser cuestionados para poder canalizar la angustia y 
redefinir las desavenencias en una mejor dirección para todas las 
personas involucradas. En definitiva, es la intervención penal con su 
aparato punitivo el que, muchas veces, limita las posibilidades existentes 
de reactivación de una comunicación humana entre las partes (p. 1129). « 
Informe Estadístico Mediación Penal y Justicia Juvenil Restaurativa 2020, 
realizado por el Ministerio Público de la Provincia de Buenos Aires, pp. 
21-23. Disponible en https: //bit.ly/480fZoz. « 

Los siguientes datos son tomados del Informe realizado por la Comisión 
Provincial por la Memoria provincial. Disponible en  https:// 
bit.ly/47TAORe. « 

Conforme Ley N.” 2784 de la provincia de Neuquén. B.O. 12/01/2012. 
Disponible en https: //bit.ly/4amBbaC. « 

BATTOLA, K. E. (2018). Procesos restaurativos. La reparación en el 
sistema penal de justicia. En Mediaciones Sociales, Vol. 17, p. 112. La 
autora realiza un estudio de campo analizando resultados de la actuación 
de las Oficinas de Mediación y Conciliación Penal del Ministerio Público 
Fiscal neuquino en el año 2017 y concluye que las prácticas restaurativas 
favorecen la transformación de la situación de conflicto mediante la 
reparación como solución válida desde los mecanismos que ofrece el 
Estado, que al estar dentro del mismo sistema penal permiten abordar la 
conflictividad base que origina la causa penal. Expresa que no ha 
encontrado en esto obstáculos que impidan esta incidencia de la 
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reparación en la gestión de la conflictividad penal; por el contrario, a su 
criterio el paradigma de la justicia restaurativa permite dar cumplimiento 
al principio de mínima intervención. Considera que lograr este tipo de 
reparación implica procesos de consensos que no tienen puntos de 
contacto ni con el fin de la pena ni con la reparación civil. Se trata de un 
proceso de reparación colectivo que integra los intereses de todos los 
participantes. « 

Tabla extraída del Informe de la Comisión por la Memoria citado. La 
comparativa es del porcentaje de sentencias en juicio abreviado por 
departamento judicial durante los años 2017, 2018, 2019 y 2020. 
Disponible en https: //bit.ly/3GIcFCv. « 


. Según tabla de Informe de la Comisión por la Memoria citado. Disponible 


en https: //bit.ly/3GGZV3F. « 


. Conforme estadística de la SCBA. Disponible en https: //bit.ly/3RpGo86. « 
. Cabe aclarar que los datos de la población privada de libertad resultan del 


Registro Unico de Detenidos provincial (RUD), que contabiliza la 
totalidad de detenidos/as (en cárceles, alcaidías, comisarías y prisiones 
domiciliarias), en cambio los datos respecto de las personas privadas de 
libertad a disposición de los juzgados de ejecución responden a lo 
informado por los propios juzgados a la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Buenos Aires (SCBA) y representan solamente la población 
alojada en Unidades del SPB. A su vez, cabe la posibilidad de que una 
persona se encuentre a disposición de diferentes órganos judiciales por lo 
que se trata de números que resultan estimativos. Aun así, creemos que 
alcanzan para argumentar lo que señalamos respecto de la importancia de 
considerar la etapa de ejecución como fundamental si se pretende 
incorporar la participación de la víctima con el objetivo de bajar la 
violencia punitiva. « 

SALT, M. (2005). Ob. cit., p. 616.« 

Ibídem, p. 616.< 

Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición 
de Vulnerabilidad, adoptadas en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana 
realizada del 4 al 6 de marzo de 2008 en la ciudad de Brasilia. Se 
establece que se considerarán en condición de vulnerabilidad “... aquellas 
personas que, por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por 
circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran 
especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de 
justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico...” (Regla 
3). A su vez, “... podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, 
las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades 
indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento 
interno, la pobreza, el género y la privación de libertad. La concreta 
determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada 
país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de 
desarrollo social y económico...” (Regla 4). Disponible en https:// 
bit.ly/3NweTIX. Un análisis de las Reglas de Brasilia en ANDREU- 
GUZMAN, F. y COURTIS, C. (2008). Comentario sobre las 100 Reglas de 
Brasilia sobre Acceso a Justicia de las Personas en Condición de 
Vulnerabilidad. Disponible en https: //bit.ly/4anluhM. « 

Ya se ha profundizado en relación con este eje en el punto (a.2) del 
presente capítulo, pero nos referimos especialmente al derecho de acceso 
a la justicia (art. 25 de la Convención Interamericana sobre Derechos 
Humanos) en su aplicación como obligación positiva de los Estados de 
remover obstáculos que dificulten o impidan el pleno ejercicio de 
derechos humanos, entendiendo que esos obstáculos se vinculan de 
manera directa con la condición de vulnerabilidad. « 

Este acento en las personas que integran esas agencias, buscando su 
sensibilización y una atención más adecuada y respetuosa de los derechos 
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humanos comprometidos, ha sido el enfoque de algunas de las normas 
significativas de los últimos años. Traemos en particular la Ley Nacional 
Micaela N.* 27.499 (B.O. 10/01/2019), sancionada en el mes de 
diciembre de 2018, tendiente a establecer una capacitación obligatoria en 
la temática de género y violencia contra las mujeres para todas las 
personas que desempeñen funciones en cualquier nivel y jerarquía, en los 
tres poderes del Estado. En ese marco a nivel provincial se sancionó la 
Ley N.* 15.134 (B.O. 11/04/2019), conocida con la misma denominación. 
e 


Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, causa P. 133.682-Q 
caratulada “Altuve, Carlos Arturo — Fiscal ante el Tribunal de Casación 
Penal s/ queja en causa N.” 102.555 (habeas corpus colectivo y correctivo) 
y su acumulada N.” 102.558 (habeas corpus colectivo y correctivo) del 
Tribunal de Casación Penal”, sentencia de fecha 11/05/2020. « 

Conforme parágrafo V.2d. en Sentencia del 11/05/2020 en causa P. 
133.682-Q, caratulada “Altuve, Carlos Arturo — Fiscal ante el Tribunal de 
Casación Penal s/ queja en causa N.” 102.555 (habeas corpus colectivo y 
correctivo) y su acumulada N.” 102.558 (habeas corpus colectivo y 
correctivo) del Tribunal de Casación Penal”, disponible en https:// 
bit.ly/474eqEF. « 

FUENTES, G. y HALLBERG, M. N. (2021). La intervención de la víctima 
de delitos de violencia contra la mujer en la etapa de ejecución de la 
pena. En Género y derecho. Buenos Aires: Rubinzal-Culzoni Editores, p. 
659. « 

Nos referimos de forma genérica a los Centros de Asistencia a la Víctima 
(CAV) de la provincia de Buenos Aires, el Centro de Asistencia a las 
Víctimas de Delitos (CENAVID), previsto por el sistema de justicia federal, 
la Dirección General de Acompañamiento, Orientación y Protección a las 
Víctimas (DOVIC), oficina dependiente del Ministerio Público Fiscal 
Nacional, los/as abogados/as de la víctima previstos en las normas 
nacionales y provinciales, y las demás agencias que tengan por objeto el 
acompañamiento, asesoramiento y protección de víctimas en el marco de 
procesos penales « 


. Conforme el artículo 11 bis de la Ley Nacional de Ejecución Penal N.” 


24.660, incorporado por la reforma de la Ley N.* 27.375. « 


. FUENTES y HALLBERG (2021). Ob. cit., pp. 628-629. « 

. CADH, Artículos 1.1, 8.1 y 25. « 

. MATER (2016). Ob. cit., pp. 159-160. « 

. Ibídem, p. 161: “... Solo esa fundamentación a favor de las víctimas de 


aquellos hechos aberrantes, que prometía un paraíso de derechos para 
ellas, ya sin posibilidades de regresar de los sufrimientos a que habían 
sido sometidas, pudo dar ocasión a la desmesura del caso Bulacio”, 
sucedido entre nosotros. Allí, en ese caso único, individual, reconocido 
como hecho imprudente, no doloso, se dejó sin efecto, en homenaje a los 
mismos derechos de las víctimas —en este caso familiares del ofendido por 
el delito-, la institución penal de la prescripción, al menos un plazo 
razonable de duración de la persecución penal de origen legislativo”. 
Sobre las limitaciones en el alcance de la responsabilidad internacional de 
los Estados por incumplimiento de obligaciones convencionales en 
relación con las víctimas, ver GOMARA (2020). Ob. cit., p. 488. « 


. MATER, J. (2016). Ob. cit., p. 162. « 
. PASTOR, D. (2014). La víctima y los delicados equilibrios del proceso 


penal. Una reflexión comparada. Revista Diritto Penale Contemporáneo, p. 2. 
Disponible en https: //bit.ly/4a09E7V. « 


. Ibídem, p. 4< 
. Ibídem, p. 7.< 
. ALDERETE LOBO, R. A. (2018). Acusatorio y ejecución penal. Buenos Aires: 


Editores del Sur, p. 90. « 
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Ibídem, p. 96. El autor desarrolla luego el valor en concreto de las 
opiniones fiscales sobre la base de su contenido en particular, 
distinguiendo aquellas que implican valoración de la prueba, 
interpretación de la ley y control de constitucionalidad de las normas 
penitenciarias. Concluye que en el primero de estos casos (valoración de 
la prueba) cuando las partes —fiscal y defensa— han coincidido, no existe 
controversia y se tendrá por válida esa valoración de la prueba, lo mismo 
ocurre en el segundo caso (interpretación normativa) cuando la lectura de 
la disposición legal está conectada directamente con la valoración de la 
prueba. En cambio, en el tercer caso (control de constitucionalidad), no 
cabe limitar la jurisdicción en modo alguno, pp. 179-184. « 


. Ibídem, p. 174. « 

. ALDERETE LOBO (2018). Ob. cit., pp. 157-161.< 

. MATER, J. (2016). Ob. cit., p. 158. « 

. MATER, J. (2016). Ob. cit., p. 159. <« 

. PASTOR, D. (2014). Ob. cit., pp. 5-6. « 

. Artículo 28: “El juez de ejecución o juez competente podrá conceder la 


libertad condicional al condenado que reúna los requisitos fijados por el 
Código Penal, previo los informes fundados del organismo técnico- 
criminológico, del consejo correccional del establecimiento y, si 
correspondiere, del equipo especializado previsto en el inciso 1) del 
artículo 185 de esta ley. Dicho informe deberá contener los antecedentes 
de conducta, el concepto y los dictámenes criminológicos desde el 
comienzo de la ejecución de la pena. 

En los casos de las personas condenadas por los delitos previstos en los 
artículos 119, segundo y tercer párrafo, 120 y 125 del Código Penal, antes 
de adoptar una decisión, el juez deberá tomar conocimiento directo del 
condenado y escucharlo si desea hacer alguna manifestación. 

También se requerirá un informe del equipo interdisciplinario del juzgado 
de ejecución y se notificará a la víctima o su representante legal, que será 
escuchada si desea hacer alguna manifestación. 

El interno podrá proponer peritos especialistas a su cargo, que estarán 
facultados para presentar su propio informe. 

Al implementar la concesión de la libertad condicional, se exigirá un 
dispositivo electrónico de control, el cual solo podrá ser dispensado por 
decisión judicial, previo informe de los órganos de control y del equipo 
interdisciplinario del juzgado de ejecución” (el resaltado es propio), texto 
conforme Ley N.” 24.660 modificada por Ley N.” 26.813 (B.O. 
16/01/2013). « 


. ALDERETE LOBO, R. A. (2016). La libertad condicional. Buenos Aires: 


Hammurabi, p. 145.<« 


. Ibídem, p. 146.< 
. DONNA, E. A. (2019). Prólogo en Ejecución de la pena privativa de libertad. 


Comentario a la Ley N” 24.660 reformada por la Ley N” 27.375. De Salduna 
M. y De la Fuente J. Buenos Aires: Editores del Sur, p. 15.« 

Aquí se refiere concretamente a la Ley 27.375 y la exclusión de las 
personas condenadas por determinados delitos del acceso a la mayor 
parte de los institutos que prevé la propia Ley de Ejecución Nacional. 
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. Se dispuso adoptar medidas de urgencia hasta tanto el fuero civil pudiera 


tomar intervención en el caso y evaluar la necesidad de medidas 
precautorias con la sola evaluación del riesgo en el que se encontraba la 
víctima y su entorno. Se aplicaron los artículos 22 y 26 de la Ley N.” 
24.685 (B.O. 01/04/2009) asumiendo que resultaba operativa la 
competencia y se dispuso que, por 15 días hábiles desde el momento de la 
libertad por agotamiento de la pena, tenía prohibición de acercamiento a 
lugar de residencia, trabajo, estudio, esparcimiento o a lugares de 
habitual concurrencia de la víctima, así como a localizarla o contactarla 
por cualquier medio de comunicación o red social (Juzgado Nacional de 
Ejecución Penal N.” 4, Legajo N.* CCC 26637/2018/TO1/EP1, de fecha 
20/05/2020). Citado en FUENTES y HALLBERG (2021). Ob. cit., p. 654. « 


La víctima en la ejecución penal de la 
provincia de Buenos Aires 


La victimización es un proceso histórico, social, cultural, político 
y económico en el que se produce la identificación como 
víctima de una persona y también el reconocimiento social de 
esa identificación. Es tanto resultado de usos cotidianos como 
de usos en el campo político-jurídico!!!. 

En este escenario la sanción de una ley es uno de estos 
momentos en los que las instituciones estatales objetivan, 
recortan y resignifican definiciones de la vida cotidiana, 
incluyen o excluyen categorías de personas y limitan o 
potencian ciertos tipos de configuraciones de relaciones 
interpersonales. En suma, establecen quiénes pueden ser 
categorizados como víctimas, cuándo y qué aporta este tipo de 
identificación en términos de legitimidad social y agencia 
política!?., 

De tal forma, la política criminal no solo implica el diseño 
de las medidas sino también cada espacio de su 
implementación, que tiendan a disminuir y limitar la violencia 
en la sociedad. En otras palabras, no se acaba en una decisión 
gubernamental sino que es también un conjunto de prácticas 
que llevan delante de manera cotidiana las personas que 
integran las agencias ejecutivas y judiciales. En ese campo se 
dan disputas de sentido que definen la manera en la que las 
decisiones acaban proyectándose en la vida concreta de las 


personas que interactúan con el sistema judicial penal, sea 
como sujetos sobre los que pesa la persecución penal, sea como 
víctimas o familiares de las víctimas. 

Un proceso de esclarecimiento respecto de cuáles podrían 
ser los marcos de referencia para abordar estas tensiones con 
coherencia interna y un adecuado cumplimiento de los 
estándares de la normativa internacional de los derechos 
humanos en materia de ejecución de las penas de prisión 
implica pensar la sanción y aplicación de la Ley de Víctimas N.”* 
15.23219! de la provincia de Buenos Aires (LVPBA) como parte 
de la política criminal!*!, con una direccionalidad determinada 
y en el marco de un programa de derecho penal mínimo. Desde 
ese prisma interesa posicionar a cada uno de los sujetos que 
resultan afectados. 

Teniendo en cuenta que, con sus luces y sombras, se puede 
considerar un hito en la dirección de buscar garantizar a las 
víctimas el derecho a ser oídas en el proceso penal provincial, 
en el presente capítulo se desarrollará la proyección de la 
LVPBA en la ejecución de la pena. 


a. El contexto histórico de la sanción de la LVPBA. 
Las decisiones en el marco de la pandemia de 
covid-19 y la actuación de la Suprema Corte de 
Justicia de la Provincia de Buenos Aires 
La sanción de la LVPBA repercute en la construcción de un 
reconocimiento político y de una identidad común y pública 
por parte de quienes han sido victimizados/as, y por ello 
resulta fundamental comprender cuáles fueron sus reales 
objetivos y cuáles las dificultades de aplicarla en un marco 
normativo que, a primera vista, le resulta totalmente extraño. 
El autor Defelitto menciona entre los antecedentes 
inmediatos de la sanción la fuerte reacción de los medios de 
comunicación y de la opinión pública ante la liberación masiva 
de personas privadas de la libertad durante la pandemial?!. La 


situación efectivamente generó un gran debate mediático y 
tuvo inicio en la resolución del Tribunal de Casación de la 
Provincia de Buenos Aires!%! del día 8 de abril de 2020, 
apelada luego por el fiscal de Casación provincial y 
reencauzada por la Suprema Corte de Justicia provincial!”! el 
día 11 de mayo del mismo año. Si se considera que el proyecto 
que se convertiría en la LVPBA fue presentado en la Legislatura 
bonaerense entre ambas fechas, el día 7 de mayo de 2020!*9!, la 
relación entre estos eventos no se puede eludir. 

Ante la denuncia de las condiciones de hacinamiento en 
dependencias penitenciarias y policiales, sumada a la situación 
de emergencia por la pandemia generada por el virus covid-19 
que acababa de desatarse, el Tribunal de Casación Penal 
provincial dispuso una serie de medidas entre las que se 
encontraban que los jueces competentes debían: 1. hacer lugar 
durante el período de aislamiento social, preventivo y 
obligatorio (ASPO) al arresto domiciliario de las personas 
detenidas por delitos leves y las que se encontraran en 
situación de riesgo por edad o por patologías, mujeres 
embarazadas o madres con hijos menores (punto IV); 2. 
disponer respecto de las personas condenadas por delitos 
graves que cada situación fuera analizada por el juzgado o 
tribunal interviniente (punto V); 3. evaluar las prisiones 
preventivas, teniendo en consideración los intereses de las 
víctimas (punto VI); 4. evaluar que personas privadas de 
libertad sin sentencia firme en plazo de 6 meses anteriores a 
libertad asistida o condicional (y que cumplan con demás 
exigencias legales) accedieran a detención domiciliaria (punto 
VID. 

Contra esa resolución, el fiscal de Casación Penal 
provincial interpuso un recurso extraordinario de 
inaplicabilidad de ley y posteriormente la queja por 
denegatoria del recurso. La Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Buenos Aires (SCJBA) dictó sentencia disponiendo 


reencauzar los puntos IV y V para su tratamiento por los 
órganos judiciales competentes, y readecuar las morigeraciones 
(puntos VI y VID dando intervención a las víctimas y teniendo 
en cuenta una serie de parámetros a los fines de establecer 
cuáles serían considerados delitos leves y cuáles graves. 

Si bien estas medidas fueron aplicadas —-en diferentes grado 
por los juzgados y tribunales de la provincia de Buenos Aires a 
quienes tanto la sentencia del Tribunal de Casación como la 
posterior resolución de la SCJBA dejaba suficiente margen para 
decidir-, la presión mediática que sobrevino!?! reafirmando 
que, efectivamente, estaban liberándose personas privadas de 
libertad de forma anticipada y sin suficiente justificación, 
ayudó a condensar la opinión pública en un sentido que se vio 
luego reflejado en el debate político. 

El planteo inicial del fiscal de Casación provincial en 
relación con las víctimas era que no se había cumplido, en los 
casos de delitos leves, con la obligación de notificar a las 
víctimas previo otorgar el arresto domiciliario. Sin embargo, la 
Suprema Corte fue más allá y reiteró la necesidad de exhortar a 
la Legislatura provincial a evaluar la forma de adecuar la 
legislación procesal penal de conformidad con la Ley Nacional 
de Víctimas N.” 27.372. Concretamente resolvió: 


... Exhortar a la Legislatura de la Provincia de Buenos Aires a 
abordar en un plazo razonable el examen y decisión sobre las 
adecuaciones que estimare corresponder a la legislación 
provincial vigente, en materia procesal y de ejecución penal, a fin 
de hacer efectiva la Ley de Derechos y Garantías de las Personas 
Víctimas de Delitos N.* 27.372 (B.O. de 13-VII-2017)...!"%, 


Este vínculo entre la participación de las víctimas y el 
dictado de medidas liberatorias no había sido considerado en la 
normativa local con semejante alcance hasta ese momento. La 
SCJBA, asumiendo que correspondía a la Legislatura establecer 


esos márgenes, no avanzó sobre cuál debía ser el contenido de 
esa participación que demandaba para las víctimas y se 
manifestó solamente respecto de la obligación de notificarlas 
de manera previa a la decisión. 

Sin embargo, en la escena política y social, el rumbo 
estaba ya determinado y no se advirtió que la irrupción de la 
víctima en la etapa de ejecución traería las tensiones en todo el 
sistema de justicia penal a las que se ha dedicado este trabajo. 
Mucho menos se reparó en lo profundamente contradictorio 
que resultaba para nuestro esquema normativo constitucional y 
convencional, enmarcado en las teorías de prevención especial, 
sostener sin mayor explicación tal relación entre los derechos 
de las víctimas y la necesidad de limitar el acceso a medidas 
liberatorias. 

De lo dicho surge que, efectivamente, para que esta ley 
pudiera ser sancionada han confluido, además de las ya 
desarrolladas tendencias de expansión del poder punitivo del 
Estado y de mayor participación de las víctimas en los sistemas 
judiciales penales de la región, algunas circunstancias 
temporales y espaciales vinculadas con el contexto social 
concreto de la provincia de Buenos Aires que operaron de 
“catalizador”. El proyecto que se convertiría luego con sus 
modificatorias en Ley entre sus fundamentos menciona: 


... Todo lo hasta aquí expuesto, sumado a los hechos que se 
vienen sucediendo en el marco de la excepcional situación de la 
pandemia, principalmente a las excarcelaciones otorgadas sin 
preservación o atención alguna a los derechos humanos de las 
víctimas, ni la aplicación de recaudos básicos de control de 
quienes de manera cuestionable han accedido a la detención 
domiciliaria, dejando al descubierto la impostergable necesidad 


de contar con la norma aquí propuesta... *1), 


Esos derechos humanos de las víctimas a los que se alude de 


manera directa en los fundamentos del proyecto dan cuenta 
nuevamente de las dificultades para poder establecer marcos de 
análisis que no sean reduccionistas de las realidades concretas 
de las víctimas!!2!, En este sentido, una categoría que resulta 
determinante y a la que se ha aludido al referir a la condición 
de vulnerabilidad es, precisamente, la categoría género. 


b. ¿Son todas las víctimas iguales? La categoría de 
género en el debate parlamentario y en la LVPBA 

En primer lugar, interesa pensar la categoría género como 
bidimensional, es decir, como tipo de diferenciación social 
cuyas características se inscriben tanto en el orden de la 
estructura económica —como principio organizador básico de la 
estructura de la sociedad capitalista-, como en el orden del 
estatus —codificando patrones culturales de interpretación y 
evaluación-!!*!. De tal forma, se parte de la noción de que no 
solo afecta a las mujeres, aunque principalmente, sino a todos 
los grupos de estatus inferior en la medida en que pueden ser 
feminizados y por tanto depreciados en pos del androcentrismo. 

Bajo este enfoque, las injusticias de género solo pueden 
remediarse con políticas que sean tanto de reconocimiento 
como de redistribución porque poseen una independencia tal 
que no pueden repararse nunca absolutamente si se aplica un 
solo tipo de políticas. 

Ya se mencionó la hipótesis respecto de las nuevas normas 
de derechos de víctimas como modificaciones en el marco, es 
decir, en el plano de la representación!!*!, Sin embargo y en 
este esquema, aun cuando fue presentada como ley integral 
destinada a reconocer derechos a las víctimas de todo tipo de 
delitos, su proyección resulta diferenciada cuando se trata de 
víctimas de violencia de género. El objetivo es mostrar que se 
trata de una categoría significativa a la hora de establecer 
distinciones en los tipos de víctimas. 

En la Legislatura bonaerense la mayor parte del trabajo 


parlamentario se realizó en comisiones, sin embargo, en el 
pleno del Senado se desarrolló un intercambio entre 
legisladores que dio lugar al único voto en disidencia. La 
discusión versó sobre el art. 16, inc. c)!'"! de la LVPBA que 
prevé, entre los requisitos que deben cumplir quienes quieran 
inscribirse en el Registro Provincial de Abogados/as de la 
Víctima en el ámbito del Colegio de Abogados de la Provincia 
de Buenos Aires, la aprobación de un curso especializado, con 
perspectiva de género y obligatorio relativo a los derechos 
humanos y garantías de las víctimas. De acuerdo con lo 
establecido, será el Estado provincial quien abone los 
honorarios de la actuación de los/as profesionales!!*!, Es decir, 
la ley prevé cómo se solventarán los gastos económicos que se 
generen en el asesoramiento y el patrocinio de las víctimas y 
los fondos que serán destinados a ello, y a esa posibilidad solo 
acceden los/as profesionales que aprueben el curso. 

Al momento de votar por la aprobación de la Ley, el 
senador Lucas Fiorini votó en disidencia y manifestó que 


... Parte del logro de estar votando una ley central de víctimas es 
que se pudo salir de algunos círculos ideológicos, en lo 
académico en algunos espacios de la justicia, que no tenían nada 
que ver con lo que pasaba en la sociedad y sobre todo con la 
defensa de las víctimas. Sucedió que es tan fuerte el clamor de la 
gente que la realidad superó las ideas (...) Esto no es una 
cuestión vinculada a los delitos específicos de género, que 
obviamente son una barbaridad, pero digamos cuando se hizo 
la ley de víctimas es para víctimas de todo tipo, 
también las de género, por supuesto, pero aparte hay 


instrumentos que ya tiene el Estado. Acabamos de 
capacitarnos con una ley del 2019, la ley Micaela, por la cual hay 
una capacitación inclusive para todos los funcionarios en 
perspectiva de género, es decir el tema está. Entonces me pareció 
que sinceramente no era un respeto al espíritu que tan bien se 


trabajó en el resto de la ley (...) pero sinceramente en este caso 
puntual me pareció tan forzado que tenía que señalarlo 
porque a conciencia me pareció central expresarlo y 
sobre todo señalar que no voy a acompañar el artículo 16 inciso 3 
que lo voto en contra pero quiero dejar claro las razones por las 


cuales me expreso de esta manera... (el subrayado me pertenece). 
[17] 


Importa destacar cómo aparece la idea de que asegurar 
ciertos derechos condiciona la realización de otros!!*9!, Se trata 
de un tipo de fundamentación dicotómica -y a nuestro 
entender reduccionista—- que se encuentra en la base de los 
planteos del punitivismo, incluso en su interrelación con 
algunos feminismos, pero también en la estructura con la que 
se sigue sosteniendo que las víctimas no pueden ingresar al 
proceso penal para otra cosa que no sea para vengarse. Superar 
este enfoque es indispensable para poder reflexionar sobre esta 
dinámica sin dar por hecho que siempre y en todos los casos se 
tratará de intereses en contradicción unos con otros, que no se 
trata de una cantidad de derechos a repartir en los que unos 
perderán necesariamente con la ganancia de los otros. 

Siguiendo con el debate parlamentario, a los planteos de 
Fiorini respondió el senador Francisco Durañoña que 


. Indiscutiblemente (en el) mundo y en la Argentina se ha 
puesto en el centro de la agenda la cuestión sobre la violencia 
machista y la importancia de poner perspectiva de género a 
cualquier legislación que discutamos o tratemos, cualquier 
política pública. Ahora indiscutiblemente en materia de víctimas, 
o qué estamos diciendo cuando decimos Ni Una Menos. (...) Si 
hay un retraso clarísimo en nuestra legislación en el acceso a la 
justicia en la normativa para acompañar a las víctimas tiene que 
ver justamente la perspectiva de género (...) Cuántas veces han 
caído en saco roto investigaciones, procesos penales justamente 
por no respetar los protocolos con perspectiva de género a la hora 


de intentar acercar elementos probatorios por los temores por 
todo lo que significa para una víctima de violencia de género o 
por falta de perspectiva de género en la legislación y en el 
tratamiento de las cuestiones sobre este tipo de víctimas...”!121, 


Del conjunto de modificaciones que la nueva ley trajo a 
todas las etapas del proceso penal, este agregado fue la única 
frase del articulado que implicó un cruce de opiniones 
fuera del trabajo en comisiones. Esto es, si correspondía 
que la incorporación al Registro de los/as letrados/as 
estuviera sujeta a la aprobación de un curso que incluye la 
perspectiva de género. Ello, máxime cuando el Estado 
provincial dispondría de fondos económicos para solventar los 
correspondientes honorarios. Resta, entonces, considerar la 
discusión válida y actual sobre las diferentes categorías de 
víctimas. 

¿Es, entonces, posible pensar que no todas las víctimas son 
iguales porque no todas resultan igualmente afectadas? ¿Es 
medible esa afección? 

Si se comparte la idea de que el género es un tipo de 
diferenciación social bidimensional, que favorece y justifica 
desigualdades tanto en el estatus como en la economía, va de 
suyo que no es lo mismo ser víctima de violencia de género que 
ser víctima de cualquier otro delito. 

En el caso del artículo debatido se trata precisamente de 
acceder a la posibilidad de tener patrocinio letrado gratuito, lo 
cual puede ser un avance en materia de redistribución!20!; esto 
podría implicar mejoras económicas concretas para las víctimas 
que, en su condición de feminizadas, resultan habitualmente 
más empobrecidas. Por otra parte, el hecho de que se debata si 
la perspectiva de género debe formar parte de la capacitación 
de los abogados y las abogadas que integren estos registros 
pone en tensión esta bidimensionalidad, que implica también la 
necesidad de reconocimiento frente a una injusticia en el orden 


del estatus. 

La nueva legislación puede ser entendida como una 
búsqueda de respuestas a estas desigualdades miradas desde 
este prisma tridimensional de la justicia —política, económica y 
en el estatus— a fin de lograr esa paridad participativa a la que 
nos hemos ya referido y con la que continuaremos en la 
búsqueda de enmarcar la participación de la víctima. A su vez, 
sirve para clarificar cuál es esa especificidad que resulta de ser 
víctimas de violencia de género y por qué debe buscarse 
siempre un abordaje realmente integral. No será realmente 
posible la obtención de igualdad sin este tipo de abordaje. 

Por otra parte, que la inclusión de la perspectiva de género 
sea materia de discusión da cuenta de las tensiones que 
sobrevuelan y a la vez permite profundizar en las razones que 
subyacen, rechazando la superficialidad de agregar la 
perspectiva de género desde un lugar de lo políticamente 
correcto!?!!, y establecer una direccionalidad a las decisiones 
en materia de reconocimiento de derechos. Si de por sí toda 
víctima es afectada por las decisiones que se toman en los 
procesos penales, cuando se trata de víctimas de violencia de 
género las desigualdades resultan estructurales y proyectan 
injusticias —y la consecuente afección- también en las 
dimensiones mencionadas. 

Así como no puede ser igualmente valorada la afección, 
tampoco debe ser igualmente pensada la participación cuando 
se trata de víctimas de violencia de género. 


c. La LVPBA y una nueva ejecución penal. Requisito 
de petición expresa. Derechos y límites en la 
participación de las víctimas 

La Ley de Víctimas de la Provincia de Buenos Aires N.” 15.232 
fue sancionada el 22 de diciembre del año 2020 y publicada en 
el Boletín Oficial en fecha 18 de enero de 2021. Su Decreto 
Reglamentario N.* 599/2021!22! se realizó ese mismo año, el 


13 de agosto. Contiene 51 artículos y se desarrolla a lo largo de 
10 capítulos!2%!, entre los cuales y de forma similar a la 
prevista en la Ley Nacional de Víctimas, se destaca una fuerte 
incidencia en la etapa de ejecución a la que le dedica además 
de varias reformas del Código Procesal Penal provincial, todo el 
capítulo VI. 

De los artículos 1 al 20 y del 47 al 51 se establecen 
derechos para las víctimas y se instituyen algunos dispositivos 
para garantizarlos (abogado/a de la víctima, Consejo de 
Personas Víctimas de Delitos y Observatorio de Víctimas de 
Delitos). Todos los demás son artículos que introducen 
reformas en el actual sistema de justicia penal: del artículo 21 
al 40 son modificatorios del Código Procesal Penal de la 
Provincia de Buenos Aires (CPPBA) —Ley N.” 11.922-—, del 
artículo 41 al 44 modificatorios de la Ley Provincial de 
Ejecución Penal provincial -Ley N.” 12.256- y los artículos 45 y 
46 modifican el Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil -Ley 
N.? 13.634-. 

Si bien la mayor parte de los derechos son derivaciones 
lógicas de otros que ya habían sido consagrados en el sistema 
judicial penal de la provincia, este nuevo catálogo responde 
con mayor desarrollo y precisión a los estándares establecidos 
por la Ley Nacional de Víctimas N.* 27.272. 

Desde el punto de vista metodológico su lectura es algo 
confusa y repetitiva. Desarrolla en general derechos para todo 
el proceso y luego destaca algunas facultades específicas según 
la etapa en la que se encuentre, distinguiendo investigación 
penal preparatoria, debate y ejecución; esos mismos derechos 
son luego nuevamente enunciados al establecer las diferentes 
modificaciones al CPPBA y a las leyes. 

Esta serie de repeticiones hacen que resulte complejo 
determinar el alcance de algunos de los derechos consagrados, 
lo que se agrava con la exigencia de petición expresa como 
condición de cumplimiento de esos derechos. Los artículos 1 y 


14 al prever esta petición parecen señalar que resulta un 
recaudo indispensable. En el concreto caso de la etapa de 
ejecución, el artículo 14 establece: 


... Cuando la víctima, en su primera intervención en el proceso 
expresamente manifieste su voluntad de ser informada de las 
resoluciones referidas en los artículos 11, 12 y 13, el Juzgado 
interviniente deberá notificarla. A tal efecto, la víctima deberá 
constituir y mantener actualizado el domicilio en el cual se le 
cursarán las notificaciones pertinentes. Asimismo, y en caso de 
considerarlo pertinente podrá solicitar la provisión de 
dispositivos de monitoreo que alerten sobre la cercanía física del 
liberado bajo alguno de estos institutos. El/la Juez/a deberá 
comunicar a las Fuerzas de Seguridad la resolución adoptada, a 
fin de que estas adopten las medidas necesarias para garantizar la 
protección de la víctima...!2*!, 


Las resoluciones que refiere esa norma -en particular las 
tomadas en virtud del artículo 13- son el cambio medular de la 
etapa de ejecución de la pena porque, como enseguida se verá, 
regula su participación en las controversias. Se trata del 
artículo que establece que 


... La víctima tiene derecho a ser informada y a ser oída, en 
audiencia especial ante el/la Juez/a competente (...) previo a la 
decisión de: 

a. Salidas transitorias. 

b. Régimen de semilibertad. 

c. Libertad condicional 

d. Prisión domiciliaria. 

e. Prisión discontinua o semidetención. 

f. Libertad asistida. 


g. Cese de una medida de seguridad... [25], 


Esta exigencia de petición expresa tiene su correlato en la 


obligación del artículo 8 de la LVPBA en el que se indica que 
las víctimas gozarán del derecho a la información desde la 
denuncia y/o en el primer momento desuintervención en el proceso. 
Esta obligación pesa sobre “la autoridad que tome contacto por 
primera vez con la víctima”, implica asesorarla de sus derechos 
y fue incorporada al CPPBA modificando el artículo 83. De tal 
forma que, en su actual redacción, establece que la víctima 
tendrá derecho: 


... A obtener información sobre la marcha del procedimiento y el 
resultado de la investigación. Deberá ser notificada del inicio del 
proceso, de la fecha, hora y lugar del juicio y de la sentencia final 
cuando no concurriera a la audiencia del debate. 

Asimismo, se le deberá notificar de las resoluciones, en 
cualquier instancia, respecto de las que pueda manifestar su 
opinión y, en particular, de la elevación a juicio, del 
sobreseimiento, de las audiencias de suspensión del juicio a 
prueba y juicio abreviado, y del inicio de planteos que pudieren 
decidir la liberación del/la imputado/a. Tales derechos deberán 
ser notificados a la víctima al momento mismo de recibírsele la 
denuncia o en la primera oportunidad que comparezca ante el/la 
Agente Fiscal o el/la Juez/a actuante...!20, 


Así, en este nuevo esquema y al llegar la etapa de 
ejecución penal, se puede asumir que será expresa la voluntad 
de la víctima de participar en el proceso y en qué medida. Es 
decir, para las causas que han iniciado luego de la vigencia de 
la ley, pareciera claro que ya habría tenido que ocurrir esa 
primeraoportunidad que asegura la norma. De tal modo, si no 
obra la petición expresa no habría exigencia para quienes 
resuelvan los incidentes de anoticiarla del trámite. Cierto que, 
al arribar a esa etapa luego de transitar las anteriores, se podría 
inferir que han existido suficientes ocasiones para que pueda 
realizar la manifestación concreta. 

Con todo, esa primera oportunidad no es una instancia 


perentoria, las víctimas podrán participar en otros momentos y 
con la mera solicitud. La falta de petición expresa simplemente 
excusa a los juzgados intervinientes de la obligación de 
notificar previo al inicio de cada trámite de medidas 
liberatorias y con ocasión de fijar audiencia del art. 3 de la Ley 
N.” 12.256. 

La LVPBA, sin embargo, genera alguna confusión por la 
forma en la que trata los diferentes institutos de la ejecución. 
Es decir, si se toma como norma general la del artículo 14 de la 
LVPBA sobre la petición expresa a la que está sujeta la 
participación de la víctima, no habría necesidad de volverla a 
mencionar al momento de tratar cada instituto en particular. 
De este modo, al regular de manera particular estos diferentes 
institutos, vuelve a traer la petición expresa —pero utilizando el 
término manifestado su voluntad de ser informada-— sin que quede 
claro si la intensidad en la obligatoriedad es realmente 
uniforme. Veamos. 

El nuevo artículo 3 de la Ley de Ejecución Penal provincial 
N.* 12.256 —modificado por el artículo 41 de la Ley N.* 
15.232-, sobre el que se volverá porque se trata de un artículo 
central acerca de la forma en la que se deciden las 
controversias en la etapa de ejecución penal, establece que la 
participación en la audiencia de la víctima está sujeta a que lo 
solicite expresamente. 

Esta obligación de comunicar a la víctima, si es que 
hubiera manifestado su voluntad de ser informada, se mantiene 
para la prisión domiciliaria (nuevo artículo 19 de la Ley N.* 
12.256, modificado por el artículo 42 de la LVPBA) y también 
para el régimen abierto y salidas transitorias (nuevo artículo 
100 de la Ley N.* 12.256, modificado por el artículo 43 de la 
LVPBA). En relación con las salidas transitorias, establece que 
si manifestó su voluntad de ser informada se le debe comunicar 
la iniciación del trámite y debe ser oída en audiencia al efecto 
si lo solicitara. 


Este recaudo que aparece como obligatorio no se repite 
para el caso de libertad asistida, el nuevo artículo 105 de la Ley 
N.* 12.256 (modificado por el artículo 44 de la LVPBA) 
directamente establece que 


. Se citará a la víctima para ser oída antes de resolver el 
beneficio, aun cuando no se hubiese constituido como particular 
damnificado. Se le explicará en lenguaje claro cuáles son los 
alcances de lo actuado por el Juzgado o Tribunal y se le 
informará sobre sus derechos, garantías y herramientas 
procesales en esa instancia... 


No menciona que deba manifestar su voluntad de ser 
informada, de modo que, frente a la ausencia de voluntad 
expresa, no queda claro si existe un deber por parte del órgano 
de citar a la víctima o si se presume su falta de interés como en 
los demás casos. Lo mismo ocurre en el nuevo art. 503 del 
CPPBA —modificado por el artículo 37 de la LVPBA- para 
las salidas extraordinarias para cumplir deberes morales en 
caso de muerte o grave enfermedad de familiares, allí la norma 
establece de manera categórica que “... será informada de la 
iniciación del trámite, y deberá ser oída en audiencia 
convocada al efecto, si así lo solicitare...”l27, 

Luego, todo esto es aplicable para las causas generadas con 
posterioridad a la sanción de la norma, pero no queda claro en 
qué medida serán aplicables respecto de víctimas de hechos 
anteriores a la sanción en los que no obra declaración expresa 
ni se ha garantizado debidamente el derecho a ser informado 
en la primera oportunidad. El autor Fernando Mateos considera 
que en causas generadas antes de la vigencia de la LVPBA se 
deberían dar lugar lo más inmediatamente posible a una 
instancia de contacto con la víctima que posibilite cristalizar 
esa voluntad (o no) de intervención!?*!, 

Así establecida la obligación puede resultar excesiva. Sin 


embargo, si se trata de delitos en los que las víctimas son una 
categoría especialmente protegida en su condición de 
vulnerabilidad por la normativa internacional de DD. HH., 
corresponde su notificación cuando no surja con claridad 
la voluntad de no querer recibir información respecto del 
proceso!?>., 

En relación con los restantes casos, se considera que regirá 
como mínimo el artículo 86, inc. 4 del CPPBA que no ha sido 
modificado por la LVPBA. Este artículo establece que debe ser 
tenida en cuenta la situación de las víctimas: 


. Lo atinente a la situación de la víctima, y en especial la 
reparación voluntaria del daño, el arrepentimiento activo de 
quien aparezca como autor, la solución o morigeración del 
conflicto originario o la conciliación entre sus protagonistas, será 
tenido en cuenta en oportunidad de: (...) 4. Modificar, en su 
medida o en su forma de cumplimiento, la pena en la etapa de 
ejecución! *0!, 


Sin embargo, esta norma no llega a reconocer a las 
víctimas un derecho a ser oídas con el alcance de las nuevas 
legislaciones. En definitiva, no exige ni garantiza que esa 
información sobre su situación se incorpore por medio de una 
audiencia u otra forma directa de participación. 

A diferencia de ello, la reforma de la LVPBA en etapa de 
ejecución refiere no ya la situación sino la palabra de las 
víctimas en el seno de estas controversias. El artículo 13 de la 
LVPBA, que se encuentra en la primera parte de la norma, 
establece que el sistema judicial deberá garantizar que las 
personas víctimas sean informadas y oídas en audiencia 
especial ante el/la juez/a competente previo la decisión de 
medidas liberatorias (salidas transitorias, semilibertad, libertad 
condicional o asistida, prisión domiciliaria, discontinua o 
semidetención); pero su concreción práctica se completa con la 


modificación del procedimiento previsto en el artículo 3 de la 
Ley de Ejecución Penal provincial (mediante el artículo 41 de 
la LVPBA). 

Este artículo, que fue reformado primero en el año 2011 
por Ley N.” 14.296, se convirtió desde entonces en una norma 
central para la etapa de ejecución. 

Establece dos tipos de trámites a través de los cuales se 
resolverán las incidencias de ejecución: un procedimiento 
escrito, general para la mayor parte de las incidencias, y otro 
de carácter oral, específico para las más relevantes decisiones — 
enumera: salidas transitorias, libertad asistida, libertad 
condicional y cese provisorio o definitivo de medidas de 
seguridad-. 

Respecto del primero, remite al CPPBA y consiste en 
sustanciar la petición dando vista a las partes para luego 
resolver dentro de los cinco días!*1!. Respecto del segundo, de 
carácter oral, consiste en la realización de una audiencia oral, 
pública y contradictoria en la que participarán la persona 
condenada!?2!, su defensa y el Ministerio Público Fiscal!99., 

Esta audiencia prevista por el artículo 3 de la Ley N.* 
12.256 resulta central en la legislación de ejecución de la 
provincia de Buenos Aires, es una respuesta normativa a la 
necesidad de garantizar la oralidad y la inmediación en esta 
etapa del proceso penal!**!. Es en esta audiencia en la que, 
desde la sanción de la LVPBA, podrán participar particulares 
damnificados y víctimas —cuando no se hubieren constituido en 
particulares damnificados-. 

La morma del artículo 498 del CPPBA incorpora al 
particular damnificado sin referir a la víctima que no tenga esta 
calidad. Sin embargo, lo cierto es que, en la práctica, son muy 
excepcionales los casos en los que las controversias se deciden 
efectivamente mediante las audiencias del artículo 3 de la Ley 
N.” 12.256, siendo el procedimiento escrito el mayormente 
utilizado!9?!. Pero lo cierto es que, si esa medida responde 


exclusivamente a una decisión funcional de organización del 
trabajo de los Juzgados de Ejecución, mal podría dejarse fuera 
a las víctimas —aun aquellas que no se han constituido en 
particular damnificado- de las controversias en las que quieran 
participar utilizando como pretexto que su participación no 
está prevista en el artículo 498 del CPPBA. 

En cualquier caso, sea que esas controversias se diriman 
mediante audiencia o se sustancien en un procedimiento 
escrito, la LVPBA asegura la participación de las víctimas, 
quienes podrán concurrir a dicha audiencia —cuando se realice— 
o bien pedir ser oídas en audiencia especial ante el/la juez/a 
cuando se trate de cualquiera de las demás pretensiones 
liberatorias!4!, 

Para ello, la víctima será notificada de la fijación de la 
audiencia!”7! o de la iniciación del trámite!??!, podrá expresar 
su opinión y el juez o la jueza deberá valorar lo que haya 
manifestado en el momento de dictar la resolución. Sobre ambas 
expresiones legales trataremos en el próximo capítulo 4. 
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con la liberación de presos! (01/05/2020), Infobae, disponible en https: // 
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liberen!”, Infobae, disponible en https://bit.ly/4ao4fxY; RIVAS MOLINA, 
F. y GONZÁLEZ, E. (01/05/2020). “Las excarcelaciones contra la 
pandemia impulsan una ola de malestar social en Argentina”, El País, 
disponible en  https://bit.ly/4aeOKIB; :SMINK, V. (01/05/2020), 
“Coronavirus en Argentina: por qué genera tanta polémica la decisión de 
sacar de la cárcel a algunos presos por riesgo a que contraigan el 
covid-19”, BBC News, disponible en https: //bit.ly/3tjzU2F. « 


. SCBA sentencia del 11/05/2020 en P. 133.682-Q, punto 8.” del 


resolutorio. « 


. Proyecto de Ley E-108/20-21-0, p. 18. Disponible en  https:// 


bit.ly/47mtC0On. « 


. DEFELITTO (2021). Ob. cit., p. 5. Refiere directamente a la dificultad de 


analizar una ley que “... ha creado un estereotipo de víctima, creyendo 
que se puede englobar a todas en una misma situación...”. « 


. FRASER, N. (2006). Ob. cit., p. 95.« 
. Cf. supra, Cap. 1, apartado d. « 
. LVPBA, Artículo 16: “... Créase el Registro Provincial de Abogados/as de 


la Víctima en el ámbito del Colegio de Abogados de la Provincia de 
Buenos Aires, donde podrán inscribirse todos aquellos profesionales con 
matrícula para actuar en el territorio provincial. Para integrar dicho 
Registro será obligatorio, además de lo supra expuesto: (...) c. El Colegio 
de Abogados de la Provincia de Buenos Aires tendrá a su cargo el dictado 
de un curso especializado, con perspectiva de género y obligatorio relativo a 
los derechos humanos y garantías de las víctimas. Contar con la aprobación 
de este será requisito indispensable para los matriculados que deseen 
integrar el registro...” (se resalta la frase motivo de debate). « 

LVPBA, Artículo 19. « 

Transcripción realizada de la sesión del Senado de la Provincia de Buenos 
Aires de fecha 10/09/2020. Intervención del Senador Lucas Fiorini. 
Disponible en https: //bit.ly/4anLlqE. « 

Este enfoque sobre otorgar protagonismo a las víctimas con cierta 
reticencia respecto de los derechos humanos de las personas condenadas 
puede verse en la 1.” Sesión Extraordinaria de fecha 17/12/2020 de la 
Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires. Allí se dio media 
sanción al Proyecto de Ley que se convertiría en la Ley de Víctimas 
provincial N.”* 15.232. La diputada Carolina Píparo, coautora del 
Proyecto, manifestó: “... Hoy, como muchas otras veces, nos toca debatir 
leyes para proteger a los más vulnerables, y todos sabemos quiénes son 
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los más vulnerables al delito: son los que salen a las cinco de la mañana a 
esperar un micro para ir a trabajar, son los jubilados que van a un cajero 
y que viven con pánico, son las mujeres, son los niños, los adolescentes, 
las madres y los padres que acompañan a sus hijos mirando para todos 
lados como si con esa mirada pudieran protegerlos. A todos ellos les viene 
a dar herramientas esta ley, cuando el Estado no supo, no pudo o no 
quiso cuidarlos. Y este miedo del que hablo se multiplica cuando el 
Estado está ausente y peor cuando el Estado se para en la vereda de 
enfrente, cuando todas las personas que sufrieron o pueden sufrir un 
delito empiezan a escuchar sobre liberaciones masivas, conmutaciones de 
penas o negociaciones con delincuentes. Yo estoy convencida que llegó la 
hora de decirle basta a todos esos postulados teóricos que hablan solo de 
los derechos humanos de los delincuentes y no dedican una sola línea a 
los derechos humanos de las víctimas...”. Ver Diario de Sesión de Cámara 
de Diputados de la Provincia de Buenos Aires (Período 148.”, 
17/12/2020, 14.” Reunión). Punto 8 del orden del día, pp. 10-13. « 
Transcripción realizada de la sesión del Senado de la Provincia de Buenos 
Aires de fecha 10/09/2020. Intervención del Senador Francisco 
Durañona. Disponible en https: //bit.ly/46ToG2L. « 

Si bien las víctimas tenían un derecho al asesoramiento gratuito, con el 
establecimiento de un registro y el contralor del Poder Ejecutivo 
provincial, se busca hacer frente a los honorarios que puedan generar. « 

El senador Fiorini en otro extracto de la intervención citada expresó: 
“Hubo una presión para meter sí o sí la perspectiva de género (...) de 
pronto se cambia esta prioridad con lo políticamente correcto que es 
señalar que tiene que haber formación en perspectiva de género”. « 
Decreto Reglamentario N.” 599/2021 de la Provincia de Buenos Aires. 
Disponible en https: //bit.ly/41uyUFB. « 

Se distribuyen los temas por capítulos de la siguiente manera: el capítulo 
L de disposiciones generales, se establecen objetivos y se define víctima 
directa, indirecta y colectiva; el capítulo IL, de principios generales 
(celeridad, abordaje integral y gratuidad); el capítulo III desarrolla los 
derechos de las víctima distinguiendo los comunes a todo el proceso de 
los específicos durante la IPP (investigación penal preparatoria), el debate 
y la ejecución, en este capítulo se recepta la categoría de condición de 
vulnerabilidad (art. 9) y se define que el derecho a ser oída en etapa de 
ejecución de la pena será en audiencia especial ante el/la Juez/a competente 
(art. 13); el capítulo IV, sobre los/as abogados/as de la víctima; el 
capítulo V modifica el Código Procesal Penal de la Provincia 
incorporando los contenidos de los primeros 3 capítulos, en lo que 
respecta a la ejecución modifica los arts. 498 del CPPBA (referido al 
trámite de las incidencias de ejecución), art. 503 del CPPBA (salidas 
transitorias para cumplir deberes morales), art. 511 del CPPBA (libertad 
condicional), art. 516 (revocatoria de libertad condicional); el capítulo VI 
se refiere exclusivamente a la etapa de ejecución penal, modifica la Ley 
N.* 12.256 de Ejecución Penal; el capítulo VIL, sobre el fuero de 
responsabilidad penal juvenil; el capítulo VIII crea el Consejo de Personas 
Víctimas del delito dentro del Ministerio de Justicia; el capítulo IX crea el 
Observatorio de Víctimas de delitos dentro de la Legislatura y el capítulo 
X es de disposiciones finales. « 

LVPBA (B.O. del 18/01/2021). Artículo 14. Disponible en https:// 
bit.ly/3v0QHrX. « 

Ibídem, artículo 13. « 

Ibídem, artículo 24. « 

Respecto de este artículo consideramos que introduce una exigencia 
gravemente contradictoria con los fundamentos de carácter humanitario 
de la norma y que resultaría prácticamente imposible en la realidad 
sujetar a este tipo de procedimiento una autorización que por su 
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naturaleza debe ser dada con celeridad. « 

MATEOS, F. (2021). La ley 15.232 de Derechos de las Víctimas de la 
Provincia de Buenos Aires: trazando una hoja de ruta en procura de su 
aplicación práctica en el proceso.Revista Derecho Penal y Criminología [en 
línea]. Thomson Reuters. AR/DOC/2147/2021, p. 3.« 

Intervienen aquí otras normativas que refuerzan la necesidad de contactar 
a las víctimas y asegurarse de que hayan tenido ocasión real de participar 
de acuerdo con su voluntad, tales como los artículos 2, inc. f y artículo 3, 
inc. g de la Ley N.” 26.485 tendientes a garantizar el efectivo acceso de 
las mujeres víctimas de violencia a la justicia. « 

Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires, artículo 86. 
Disponible en https: //bit.ly/48dUuQT. « 

Código Procesal Penal de Provincia de Buenos Aires, artículos 497 y 498 
del CPPBA. Disponible en https: //bit.ly/48dUuQT. « 

La norma utiliza la denominación “imputada” a pesar de ser errónea, al 
tratarse de etapa de ejecución debió decir persona “condenada”. « 

En la provincia de Buenos Aires se han constituido órganos específicos de 
ejecución (sea Fiscalía de Ejecución o Secretaría o simplemente Área) 
dentro de las Fiscalías Generales dependientes del Ministerio Público 
Fiscal solamente en los siguientes Departamentos Judiciales: La Plata, La 
Matanza, Mar del Plata, Morón, San Isidro, San Martín, Trenque Lauquen 
y Zárate-Campana. Es decir, en 8 sobre un total de 18 Departamentos 
Judiciales. En los demás, el contralor de la etapa de ejecución es llevado 
adelante por los/as fiscales competentes. « 

La incorporación de la audiencia al art. 3 de la norma de ejecución 
provincial se realizó mediante la Ley N.” 14.296 (B.O. 08/09/2011), en 
los fundamentos del proyecto de ley se explicitó al respecto: “... Por otro 
lado, se propone un avance esencial en materia de inmediación, 
bilateralidad y defensa en juicio al sentar como obligatoriedad la 
celebración de una audiencia oral y pública para la toma de las decisiones 
más relevantes de la etapa de ejecución. (...) La sustitución de la forma 
escrita por la oral no solo reporta a la humanización de las decisiones a 
partir del dato insoslayable de que el imputado debe estar presente en la 
propia audiencia en que se decide su situación, sino que, además, exalta 
el principio acusatorio al asegurar mayor fluidez de réplicas y 
contrarréplicas y, finalmente, como lo ha demostrado la experiencia de la 
flagrancia oralizada, contribuye a la obtención de decisiones más justas y 
de mayor calidad, amén de reportar a la publicidad y transparencia que 
debe asignar la actividad de todos los órganos estatales del sistema 
republicano...”. Disponible en https: //bit.ly/3v6pgN7. « 

Comisión Penal y Asuntos Penitenciarios del Colegio de Abogados de la 
Provincia de Buenos Aires (2020). Dictamen en relación a la sanción de la 
Ley 15.232. Allí se establece que “... cuanto el artículo 13 dispone la 
realización de audiencias especiales, pasa por alto el procedimiento 
específico contemplado en el art. 3 de la ley 12.256 (ejecución de la pena 
en la Pcia. de Bs. As.), como asimismo no se hace cargo de la realidad de 
que la oralidad en la etapa de ejecución de la pena en la Pcia. de Buenos 
Aires se aplica en pocos Departamentos Judiciales y solo en un número 
menor de causas”. « 

LVPBA, artículo 13. « 


LVPBA, artículos 7 d) .L 13, 38 y 43. 


El horizonte de lo posible 


De lo normado por los artículos 7 d) I., 13 y 41 de la LVPBA 
surge que, al momento de sustanciar las controversias sobre 
medidas liberatorias, las víctimas tendrán derecho a expresar 
sus opiniones ante todo lo que estimen conveniente y que los jueces 
y juezas deberán valorarlo que hayan manifestado en el momento 
de dictar la resolución. 

La intención del presente capítulo es, en primer lugar, 
indagar sobre el fundamento y contenido de esa opinión de la 
víctima y la manera en la que podría impactar en la ejecución 
de la pena y en los derechos de las personas condenadas. 

Luego, en segundo lugar, demarcar el contenido de dichas 
manifestaciones desde la perspectiva de la valoración 
jurisdiccional, indagando en cuáles serían las notas distintivas 
de una interpretación compatible con un enfoque no 
punitivista, en el marco de un programa de derecho penal 
mínimo. 


a. El contenido de la opinión de las víctimas ante 
medidas liberatorias 

Las demandas de las víctimas pueden implicar en la etapa de 
ejecución penal dos tipos de acciones. En relación con las 
medidas liberatorias podrá expresar su opinión ante todo lo que 
estime conveniente (art. 7 d) I. de la LVPBA) y en relación con el 
cumplimiento en general de la condena podrá interponer 
observaciones o quejas cuando estén vulnerando sus derechos, 


exista inacción u observe que no se cumplen correctamente las 
medidas de condena; estas últimas deberán plantearse bajo 
argumentación fundada (art. 7 d). II de la Ley LVPBA). 

Se desarrollará el primero de los incisos por ser el que 
prevé la participación de las víctimas en el marco de las 
controversias que generan las pretensiones de acceso a medidas 
liberatorias. Se trata de una participación activa y asumimos 
que cuenta con el recaudo previo de que haya expresado de 
manera fehaciente que quiere participar. 


1. Todo lo que estime conveniente 

Si bien en el articulado se refieren expresiones diferentes, 
como: ser escuchada (artículos 7 a) VIL, 24 y 46 de la LVPBA), 
realizar una manifestación (artículos 7 c) IL, 24, 32, 34 y 40 de 
la LVPBA) o expresar su opinión (artículos 7 d) L 30 y 41 de la 
LVPBA), en definitiva, se trata del derecho a ser oída de una 
manera amplia, sin circunscribir su intervención a determinado 
contenido, por ello la previsión del artículo 7. d) I respecto al 
derecho a ser informada y a expresar su opinión ante todo lo que 
estime conveniente. 

Las preguntas son obligadas: ¿qué es lo que resulta 
conveniente? Y, sobre todo, ¿conveniente para quién? La 
intención es analizarlas a la luz de su participación en la 
ocasión de resolver las medidas liberatorias, es decir, en virtud 
del juego de los artículos 13 y 41 de la LVPBA. 

Respecto de la primera de las preguntas, es decir, ¿qué es lo 
que resulta conveniente?, se han formulado diferentes 
interpretaciones que dan cuenta de algunas limitaciones en el 
contenido de esa opinión de la víctima. 

Aquí se erige una primera demarcación, según se considere 
conveniente un tipo de contenido se entenderá como 
adecuado determinado enfoque en la forma en la que 
realiza su intervención la víctima. Ello es así en parte 
porque si bien la nueva legislación establece que la 


opinión será expresada en una audiencia especial ante el 
juez o jueza, no indica cómo será esa audiencia, quiénes 
deberán asistir y cuál será su objetivo en concreto en relación 
con la controversia. 

Desde un enfoque más amplio se ha considerado que la 
posición de la víctima sobre la viabilidad del instituto procesal 
(salidas transitorias, libertad condicional, libertad asistida) 
puede integrar sus manifestaciones, pero no como parecer 
técnico sino como resultado de una expresión intuitiva 
entrelazada por vivencias como sujeto pasivo del injusto. La 
opinión de la víctima, además de visibilidad, lograría 
enriquecer la información de la persona que juzga para poder 
adoptar la decisión en el sentido que fuere!!!. En este mismo 
sentido, se ha mencionado que junto con la procedencia o no 
de lo que se peticiona, podrán integrar esa opinión sus 
inquietudes y temores en la medida en que pueden verse 
reflejados en la imposición de condiciones de las medidas 
liberatorias.!?! La declaración de la víctima podrá incluir el 
relato de las consecuencias económicas, físicas, 
psicológicas en su vida desde el delito, detallando qué 
considera que debería hacerse al respecto y cuál es su 
expectativa de justicial”!, en definitiva, el interés que la 
víctima tiene y cómo lo vincula con la concreta situación que 
se está sustanciando. En caso de esgrimir objeciones, han de ser 
fundadas, razonables y atendibles, no basadas en un mero 
sentimiento de venganza, lo que vulneraría derechos que le 
asisten al condenado y que están demarcados en el Código 
Penal y en los Tratados Internacionales acogidos por el artículo 
75 inciso 22 de la CN!*, 

Consecuencia del alcance que se le dé al contenido de la 
opinión de la víctima será el tipo de audiencia a realizar y 
también la exigencia de la presencia de determinados sujetos. 
Si se considera que la opinión debe integrarse con los 
sentimientos, vivencias, impresiones de las víctimas, se 


requerirá de un acercamiento más empático, desformalizado e 
integrado por un lenguaje llano que permita decodificar su 
discurso y conocer sus intereses concretos!>., 

Desde un enfoque más restrictivo se ha considerado que, al 
contar la víctima con patrocinio jurídico, su opinión al 
momento de ser convocada a una audiencia se debe basar 
solamente en argumentos de derecho, a efectos de evitar que 
quede imbuida de sentimientos o emocionalidades!*!. Dichas 
“audiencias especiales”, también se ha señalado, pueden poner 
a las víctimas en mejores condiciones que a los imputados en 
desmedro del derecho de defensa, por lo que costará 
establecer limitaciones que permitan asegurar la 
imparcialidad!”!. En suma, la redacción tan amplia de la 
norma supondría una relajación en las garantías del proceso 
penal reconocidas al condenado en relación con el acceso a 
dichos beneficios, a fin de satisfacer las pretensiones de la 
víctima, lo que puede generar, en virtud de la discrecionalidad 
de las resoluciones judiciales, la negativa a la concesión de 
dichos beneficios por motivos que exceden los presupuestos 
contemplados en otras normas concordantes! *!. Así, se 
considera que la opinión debe ser en presencia de las 
partes porque, aun cuando el ejercicio de estos derechos 
no sea vinculante, es una opinión que debe ser considerada 
por quien juzga, de allí que debe garantizarse la debida 
sustanciación de todas las incidencias que pudieran devenir en 
el desarrollo del acto!?., 

Incluso se ha planteado, directamente, que no corresponde 
que la opinión de la víctima verse sobre la procedencia o no de 
la medida liberatoria, por cuanto no tiene facultades sobre la 
dirección en la que debe darse la ejecución de la pena en 
concreto, limitándose su opinión a expresar o introducir sus 
pretensiones en cuanto a la adopción de medidas de protección 
si correspondieran.!!0! 


A su vez, se trata de posiciones que se excluyen unas 
a la otras, si se propicia que las víctimas solo deben 
incorporar argumentos de derecho que serán traídos por sus 
abogados, entonces el contenido de su opinión será 
fundamentalmente la procedencia de la medida liberatoria 
puesto que será difícil encontrar otro tema “legal” sobre el que 
pudiera argumentarse en esta instancia. Ello dejaría afuera todo 
lo “no legal”, esto es, sus inquietudes, temores, sentimientos, 
circunstancias. Si, por el contrario, se considera que no 
corresponde a las víctimas referirse a la viabilidad de la medida 
en concreto, que será decidida con arreglo al fin de la ejecución 
de la pena y con criterios que exceden su participación, 
entonces el objetivo de su intervención será precisamente 
recabar sus expresiones “no legales”, sobre todo aquellas que 
deban tenerse en cuenta para adoptar medidas protectorias 
cuando correspondan, ya no podrán quedar fuera ni los 
temores, ni ninguna otra cuestión que se estime conveniente. 

La manera en la que estas cuestiones “no legales” se 
incorporan al proceso requiere, a su vez, otras distinciones 
entre quienes consideran que siempre deberá ser por medio de 
su abogado/a o con intervención del Ministerio Público Fiscal y 
quienes estiman que la escucha jurisdiccional es 
indelegable!*!!. 

En suma, la respuesta a la pregunta ¿qué resulta 
conveniente? implica posiciones prácticamente contrarias que, 
ciertamente, influirán en los roles y en el enfoque que los 
organismos jurisdiccionales definan al tomar contacto con las 
víctimas. 

La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos 
Aires (SCJBA), en la sentencia del 11/05/2020 ya citada, ha 
zanjado en alguna medida esta discusión tomando posición al 
referirse a la decisión de adoptar medidas liberatorias respecto 
de las personas comprendidas dentro de los grupos de mayor 
riesgo por covid-19. Advierte la necesidad de establecer guías o 


directrices orientadoras, bajo la premisa de que las escalas 
penales importan uno solo de los parámetros objetivos para 
apreciar la gravedad del hecho, mas no se erige en la única 
regla empleada de manera omnicomprensivamente!!?!, Atento 
a ello, propone una serie de parámetros entre los que se 
mencionan: los bienes jurídicos afectados, las modalidades de 
la comisión del delito (v.gr. la forma en que se afectó el bien 
jurídico, los medios empleados y las particulares relaciones con 
las víctimas), la situación de la víctima al momento de la 
decisión y, entre otros aspectos, su relación con el domicilio 
constatado del procesado o condenado reclamante!?*!. 

Si resultan factores que pueden considerarse a los fines de 
decidir medidas liberatorias, incluso en el contexto excepcional 
de una pandemia, con mayor razón deben ponderarse en la 
regularidad de los casos. 

Por lo pronto, no resultaría correcto limitar la opinión de 
las víctimas a aquellos argumentos legales sobre la 
procedencia, ni tampoco a los temores que pudieran 
fundamentar la adopción de medidas protectorias. Las falencias 
de la LVPBA y la falta de herramientas para que los jueces y las 
juezas puedan resolver en un marco amplio y de respeto a las 
garantías y a los equilibrios del proceso, así como las 
dificultades para demarcar roles de los sujetos intervinientes, 
no se solucionan silenciando nuevamente la voz de las víctimas 
que la norma vino a reconocer. 

En relación con la segunda pregunta: ¿conveniente para 
quién? Pareciera ser que se refiere a la propia víctima que ha 
expresado esa opinión, es decir, lo que ella considera 
conveniente manifestar. Sin embargo, entraña una de las 
tensiones más complejas de la incursión de las víctimas en 
etapa de ejecución precisamente porque la conveniencia de las 
decisiones en esta etapa está asociada a su finalidad 
resocializadora. Entonces, ¿será posible que la opinión de la 
víctima, con el alcance que se prefiera acordarle, pueda ser 


conveniente para sí misma y también con arreglo a esa 
finalidad? ¿O se tratan siempre de intereses contrapuestos? 

La mirada sobre la víctima de esta norma provincial (lo 
mismo ocurría con la Ley Nacional N.* 27.372) presupone su 
actitud vindicativa, ello surge no solo de la letra de la ley, sino 
también del contexto histórico de su sanción. Esta mirada se 
acentúa en la etapa de ejecución, en la que su intervención se 
da solo en relación con el acceso a medidas liberatorias de la 
persona condenada y desde un prisma adversarial. Se ha 
omitido legislar sobre su intervención en clave no punitivista y 
no se han previsto mecanismos alternativos de solución de los 
conflictos. 

Si esta decisión legislativa implica una visión sesgada de la 
víctima y aparece asociada a cierto desprecio de los derechos 
de las personas privadas de la libertad, lo cierto es que también 
ha sido motorizada por movimientos feministas que, en aras de 
exigir mejores marcos protectorios, acaban acompañando 
también demandas punitivistas!!*l, En definitiva, por 
diferentes razones, se acaba restando autonomía a las víctimas, 
a quienes se las percibe sin sus diversidades y tensiones 
individuales. 

En el plano local, como se verá enseguida, a esto se suma 
el hecho de que las argumentaciones con las que parte de la 
doctrina y de los operadores judiciales han criticado la ley se 
asientan, sin embargo, sobre las mismas percepciones que le 
han dado fundamento. Es decir, se continúa subrayando la idea 
de que las víctimas, en general, o bien no quieren participar o 
cuando quieren hacerlo rara vez lo hacen con fines de mejorar 
Oo aportar conductas que hagan a un crecimiento madurativo 
vinculado con la resocialización!??., 

En el mismo sentido, la Red de Jueces Penales Bonaerenses 
ha pronunciado en relación al punto que 


... desde el plano pragmático, en la etapa de ejecución penal, 


muchas veces años después de los hechos, la enorme mayoría de 
las víctimas no quieren ser molestadas, e incluso verían con 
preocupación que sus datos personales queden expuestos al ser 
convocadas en actuaciones que pueden ver los condenados, sus 
defensores, amigos O familiares; con riesgo de una 
revictimización por presiones que pudiera sufrir al tener que 
pronunciarse sobre algún beneficio de la ejecución (...) Desde 
una perspectiva jurídica, la inclusión de la víctima, en los casos 
que sí tenga interés en intervenir para ejecutar la condena, puede 
tener una finalidad teñida de vocación vindicativa, contraria a los 
postulados constitucionales y legales que establecen el fin 
resocializador de la pena...:0!, 


Consideran, en suma, que la víctima está interesada en el 
juicio y su condena, no en su ejecución práctica más vinculada 
a la integración social del encausado, por lo que solo 
reclamaría más privación de libertad sin conexión a los 
estándares jurídicos e institucionales correspondientes. 

El autor Maier había afirmado en los años 1990 que 


... la figura de la víctima vengativa, excluyendo los delitos de 
mayor gravedad, no existe o existe en forma limitada: la víctima 
tiene derecho, en primer lugar, a la disculpa del agresor y, en 
segundo lugar, a que él le repare el daño causado por la acción; y 
tiene también derecho, como cualquier ciudadano, a esperar la 
aplicación racional de la ley penal por parte de los órganos 
judiciales y colaborar, para ello, en la búsqueda de la verdad. La 
ansiedad por perseguir, por encima de esos límites, es rara, y, 
según mi experiencia, sería catalogada como patológica; además, 
es  neutralizada, perfectamente, por las reglas del 


procedimiento [17], 


Sin embargo, ya hemos abordado en el capítulo 2 las 
dificultades que en la práctica han tenido las aplicaciones 
concretas de modelos alternativos de solución de conflictos en 


la provincia de Buenos Aires. 

Más allá de la hipótesis que se haga sobre lo que 
efectivamente las víctimas podrían llegar a querer, lo cierto es 
que en etapa de ejecución la LVPBA no previó otro instituto ni 
otra ocasión que no sea la de dar su opinión en relación con 
medidas liberatorias, y lo hizo con la convicción de que la 
consecuencia de esa participación sería punitiva. 

La Comisión Penal y de Asuntos Penitenciarios del Colegio 
de Abogados de la Provincia de Buenos Aires, sobre este tema 
en particular, entendió que a pesar de plantearse como ley 
integral de víctimas, la participación ha acabado 
circunscribiéndose a la ocasión de incidencias o actos 
procesales que versen sobre el acceso a una medida liberatoria, 
dejando fuera otros mecanismos propios de un proceso 
composicional, que propendan a una efectiva reparación del 
daño sufrido por la víctima, en sus múltiples variantes (un 
pedido de disculpas, la reparación económica, entre otros). 
Formulan que no se ha considerado el enfoque de las justicias 
restaurativas o devolutivas, buscando un abordaje que implique 
un diálogo activo y comprometido de las partes y de la 
comunidad!!*!. En este sentido, se expresó que se ha 
desaprovechado una oportunidad para legislar sobre cuestiones 
como el resarcimiento y la indemnización, centrándose en el 
proceso penal sin proponer mecanismos judiciales y 
administrativos que les permitan a las víctimas obtener 
reparación mediante procedimientos oficiales u oficiosos que 
sean expeditos, justos, poco costosos y accesibles, y programas 
que provean apoyo social, psicológico, emocional y financiero y 
que efectivamente ayuden a las víctimas dentro de la justicia 
penal y las instituciones sociales!!?!, 

En definitiva, tomando las palabras del Nicolás Schiavo, se 
trata de una norma que 


trata a las víctimas de un solo modo, no pregunta, no 


cuestiona, no les da caminos a las víctimas para poder desarrollar 
las inquietudes que pueden tener luego de haber vivido o de estar 
viviendo un problema. Pareciera ser que, como el anillo de Giges, 
se gira e invisibiliza todas las posibilidades que el Estado tiene de 
acceder o de acudir hacia esa víctima para solucionar o reparar 


sus problemas y únicamente le deja como salida la punitiva... 
[20] 


2. Lo que subyace, lo que subsiste 

Decodificar jurídicamente lo que las víctimas expresan en el 
marco de una controversia en la que se decidirá la concesión o 
no de medidas liberatorias es un paso necesario para su 
valoración. Si bien la legislación establece al abogado/a de la 
víctima como sujeto/a adecuado/a para realizar esta tarea, lo 
cierto es que también garantiza de manera primordial el acceso 
directo de las víctimas a la jurisdicción. En etapa de ejecución 
se considera que esa decodificación estará fundamentalmente 
en cabeza de los jueces y juezas!?!!, 

Resulta indispensable tomar una primera posición respecto 
del carácter de las normas en análisis. El derecho a ser oído que 
poseen las víctimas concebido como principio!??! determinará 
que la jurisdicción se ejerza en determinado sentido buscando 
su armonización con otros propios de la ejecución penal. Yendo 
a lo concreto, si bien es esperable que la posición de la víctima 
sobre la viabilidad de la medida liberatoria en tratamiento 
(salidas transitorias, libertad condicional, libertad asistida) 
integre la manifestación de la víctima -sea como resultado de 
una expresión intuitiva entrelazada por las propias 
vivencias, sea a través de elementos de derecho mediante 
el debido asesoramiento legal-, va de suyo que no tiene 
realmente facultades sobre la dirección de la ejecución de la 
pena y que será la jurisdicción la que deberá hacer el 
correspondiente recorte a fin de dar una respuesta a sus 
intereses adecuada y compatible con los objetivos de la propia 


ejecución. 

En este escenario, el binomio entre lo que subyace y lo que 
subsiste puede resultar un eje para analizar lo que la víctima 
trae a la etapa de ejecución desde un enfoque amplio y con la 
finalidad de objetivar, en la medida de las posibilidades 
concretas, el contenido de esas manifestaciones. 

Subyace aquello que yace o está debajo de algo, oculto 
detrás de otra cosal?2*!. Subsiste aquello que permanece, dura, 
se conserva, existe con todas las condiciones propias de su ser y 
su naturaleza!2*!, Ambos conceptos pueden operar como 
coordenadas espacio temporales que permitan demarcar de una 
manera más cierta la posición de la víctima. 

Subyacen, entonces, las consecuencias económicas, físicas, 
psicológicas en su vida desde el delito, también subyace su 
expectativa de justicia, imbuida de sentimientos, vivencias, 
impresiones. Subyacen sus intereses reales: el conflicto primario, 
aquel desde el cual se podrán advertir indicadores de 
complejidad para realizar un abordaje integral y adecuado al 
casoL2>!, 

Junto con ello y teniendo presente la función dinámica de 
la que se habló al comenzar el capítulo, la jurisdicción habrá de 
tomar decisiones sucesivas en relación con una misma persona 
privada de la libertad y en cada momento se valorarán de la 
manera más amplia e integral posible parámetros que no 
siempre son jurídicos. 

Desde este enfoque temporal, importa lo que subsiste como 
reflejo de ese impacto que tuvo -y tiene— en la vida de la 
víctima el hecho delictivo. Allí cabrán las inquietudes y 
temores que pueden verse reflejados en la imposición de 
condiciones de las medidas liberatorias o de modalidades más 
adecuadas al desarrollo de la vida de víctimas y personas 
condenadas. Las condiciones de vulnerabilidad que subsisten a 
veces como dependencias económicas, psicológicas, 
emocionales, vinculares. Subsisten, a veces, los vínculos 


interpersonales, las obligaciones parentales, los lazos familiares 
y sociales. Subsisten las intervenciones de dispositivos del 
Estado de protección, las medidas de otras jurisdicciones, como 
Juzgados de Paz o de Familia. 

Lo “legal” y lo “no legal” se entrelaza, se intersecta. Cada 
víctima tendrá su particularidad que traer al proceso y 
posiblemente lo haga incluso de manera diferente en cada 
ocasión en la que haya que volver a decidir. Son elocuentes las 
palabras de Diana Márquez, coordinadora de Víctimas por La 
Paz: 


... hay víctimas que pueden necesitar otras cosas que las que le 
ofrece el sistema judicial, incluso puede haber víctimas que no 
sepan que necesitan otras cosas (...) pensemos en una víctima a 
la que no le alcanza que el victimario estuviera preso para 
quedarse satisfecha y tranquila, es una víctima que necesita tener 
una respuesta más importante pero claramente no vindicativa, 
necesita una respuesta emocional, espiritual, psicológica, 
trascendente, humana, necesita otro tipo de justicia que asista a 
las víctimas que piden más, que necesitan un encuentro... 
verdad... información... un pedido de perdón... dar un perdón, 
que les crean, o una restauración simbólica, que permite 
rehumanizar al ofensor dentro de la víctima y entender y reparar 
el entramado roto que existe entre ella y el ofensor y permite que 
el ofensor, en el mejor de los casos, a partir de la mirada de la 
víctima pueda rehumanizarse a la vez...!20!, 


Si bien es cierto que, como han señalado los autores 
colombianos Vélez Rodríguez y Guzmán Díaz, el hecho de que 
haya que atender los justos reclamos destinados a restablecer 
los vínculos sociales y el estatus de dignidad de las víctimas no 
significa que el proceso penal tenga que ser la forma por medio 
de la cual el Estado envía mensajes de solidaridad y empatía en 
relación con su sufrimiento, ni tampoco el medio para 
satisfacer un deseo de venganza!?”!, No se puede desconocer 


que la etapa de ejecución, aún en construcción, puede ser 
efectivamente un momento idóneo para esa tarea de 
recomposición de vínculos del tejido comunitario. De cara al 
regreso al medio libre de la persona que ha sido condenada, se 
puede ver con meridiana claridad la correlación entre este 
proceso de resocialización como fin de la ejecución de la pena 
y los reclamos de las víctimas, muchas veces parte de esa 
misma comunidad. 

En ese escenario, no hay contrapartes, derechos de la 
persona condenada y de la víctima del delito pueden ser 
complementarios uno del otro, de modo que se establezca un 
equilibrio entre los intereses en juego!*!. En esa ocasión y en 
cada controversia entre lo que subyace y lo que subsiste 
se podrá analizar el impacto que el hecho delictivo tuvo — 
y tiene- en la vida de la persona que ha sido victimizada, pero 
también, si cabe, se podrán encontrar caminos hacia una 
reparación. Para ello, habrá que poder parafrasear, posibilitar 
los relatos de las víctimas, escuchar de manera activa, dar la 
posibilidad de preguntar y repreguntar, en definitiva, cooperar 
en la tarea de que las víctimas puedan asumir con 
protagonismo y responsabilidad su propia participación en esta 
instancia. 

Con este marco, merece la pena señalar nuevamente una 
crítica generalizada en relación con la ausencia de previsiones 
de la LVPBA para que la opinión de las víctimas alcance 
mecanismos alternativos de resolución de conflicto. 


b. La valoración jurisdiccional. Estándares de 
interpretación y limitaciones 

La etapa de ejecución, en particular, no deja de ser un espacio 
temporal, un escenario en el que confluyen personas buscando 
respuestas de justicia. Así, el hecho de que la LVPBA no haya 
sido sancionada con la seria intención de buscar puntos de 
encuentro entre las personas involucradas en el conflicto penal, 


no implica que no se pueda ensayar cuáles podrían ser los 
parámetros adecuados si se postula como objetivo un sistema 
judicial penal menos punitivista. 

Se retoma, ahora sí, el concepto de paridad participativa de 
Nancy Fraser que hemos ido caracterizando. El objetivo es 
redimensionar la resocialización como fin de la ejecución de la 
pena en clave de derechos, es decir, en clave de participación 
plena de las personas privadas de libertad en la comunidad de 
la que han formado parte y a la que van a regresar. 

Sobre esta cartografía se pueden, a su vez, pensar las 
concretas demandas de las víctimas que reaparecen en un rol 
activo durante la etapa de ejecución penal, buscando 
objetivarlas también en clave de derechos, es decir, enmarcar 
las injusticias que refieren, en términos de desigualdades que 
obstaculizan la participación plena en la comunidad. 

En suma, la propuesta es hacer un abordaje posible del 
problema de la inconmensurabilidad de las reivindicaciones de 
justicia, que permita establecer precisamente formas de 
enmarcarlas conceptualmente y, si cabe, de acercar horizontes 
posibles. Para ello, resulta útil establecer, como coordenadas, 
cuál es la sustancia de lo que se decide en la ejecución y de qué 
manera se proyectan temporalmente esas decisiones. En 
definitiva sobre ese proceso es que irrumpe la víctima, a la que 
se dedicará la última parte de este capítulo. 


1. ¿Qué se decide en la etapa de ejecución? 

En el capítulo 1 se refirió la resocialización como fin de la 
ejecución de la pena, en las diferentes normas locales e 
internacionales se habla de readecuar, reencauzar, reintegrar, 
reeducar, pero el elemento reeducador que parecen encerrar 
todos estos enunciados ha sido objeto de diversas críticas. En 
primer lugar, porque educar personas adultas no resulta 
necesariamente una función del Estado y, en segundo lugar, 
porque puede parecer contradictorio asumir que la institución 
cárcel, diseñada históricamente para castigar, pueda 


transformarse en la plataforma de promoción social de las 
personas condenadas!??!, 

Sin embargo y a pesar de estas críticas, lo cierto es que 
como orientación del sistema en general, la resocialización es 
efectivamente un rumbo claro hacia un Estado en el que todas 
las personas participen con igualdad de condiciones en la vida 
política, cultural y social. 

En este marco, en etapa de ejecución los intereses desde 
los que se relacionan los sujetos se transforman. Caído el estado 
de inocencia, los planteos defensistas respecto de la persona 
que ahora está condenada y privada de libertad cambian el eje 
y se subordinan fundamentalmente a dos objetivos: garantizar 
su acceso a derechos de los que no debe ser privado por la 
prisionización (salud, educación, trabajo, comunicación con su 
grupo familiar, tratamiento penitenciario en general) y 
propender a que acceda en tiempo y forma a los institutos de 
avance en la ejecución de la pena que correspondan de acuerdo 
con la normativa vigente (cambios de régimen, salidas 
transitorias, semilibertad, libertad condicional, asistida, 
semidetención, prisión domiciliaria). 

Como dijimos, la paridad participativa parte de reconocer 
que la justicia requiere de acuerdos sociales que permitan a 
todos participar como pares en la vida social, de lo que se sigue 
que implica desmantelar los obstáculos institucionalizados que 
impiden a algunos participar en igualdad con los demás como 
socios de pleno derecho en la interacción social. Aplicada a la 
situación de aquellas personas que se encuentran cumpliendo 
una pena privativa de libertad, la proyección es en dos 
dimensiones en las que pueden identificarse demandas de 
justicia. 

De un lado, aquellas anteriores a la privación de libertad, 
como lo serían las vinculadas con las diferentes 
vulnerabilidades que tenían las personas detenidas antes de ser 
prisionizadas; del otro lado, las desigualdades con raíz 


precisamente en el propio proceso de prisionización, cuyas 
consecuencias negativas se debe tender a neutralizar. 

Con relación a las primeras se puede observar cómo las 
herramientas que los tratamientos penitenciarios presentan a 
las personas privadas de libertad no dejan de ser modalidades 
de políticas públicas en contexto de encierro, que intentan 
saldar deudas anteriores al hecho por el que han resultado 
condenados/as. Podrán ser en el plano educativo!*%!, laboral, 
vinculado a saldar la ausencia de capacitaciones y experiencias 
laborales concretas; podrán ser por falta de tratamiento 
adecuado de problemáticas adictivas o incluso de acceso a la 
salud psíquica o física. Pero todas ellas tienen una raíz que 
antecede al hecho típico y que en la práctica los regímenes 
penitenciarios intentan atender. Con relación a las segundas, se 
pueden pensar en los programas de pre-egreso y cómo resulta 
la proyección hacia la libertad de todas esas herramientas 
mencionadas  —capacitaciones, experiencias laborales, 
tratamientos psicoterapéuticos, entre otros—. Allí también las 
demandas de las víctimas con quienes, dependerá del caso, 
podrán tener que volver a vincularse. 

En definitiva, demarcar esta finalidad resocializadora 
desde la perspectiva señalada y en clave de paridad 
participativa resulta útil para ponerla en relación con las 
demandas de justicia que se tensionan en la participación que 
se les ha otorgado a las víctimas, ya no solo en su carácter de 
tales sino como integrantes de una comunidad!*!! -a veces 
cercana— a la que retornará precisamente la persona condenada 
tras recuperar su libertad. 

Aún insertos en la burocracia de la tarea del sistema 
judicial es posible encontrar caminos dinámicos y soluciones 
creativas, pero no ocurrirá sin una clara definición de objetivos 
y una gestión planificada y estratégica en la que se reflexione 
sobre los recursos reales con los que se cuenta y se prioricen 
solo aquellas intervenciones respecto de las víctimas que sean 


significativas y justificadas. 

Finalmente, serán los jueces y juezas de ejecución quienes 
tendrán que ponderar estas variables y ello conlleva la 
necesidad de redimensionar también su rol. Si la función de 
control de la contradicción que implicaba la actividad 
jurisdiccional durante el proceso de conocimiento estaba 
enmarcada precisamente por la persecución penal hacia 
obtener una sentencia definitiva, ya vimos que en la etapa de 
ejecución de la pena posee nuevas y diferentes características. 


2. ¿Cuándo se decide en etapa de ejecución? 

La forma en la que se configuran los trámites de incidencias en 
la ejecución penal en los que se desarrollará la participación de 
las víctimas posee también características particulares. 

Para ello interesa traer nuevamente al autor Pablo Vacani, 
quien menciona dos dimensiones de la ejecución significativas. 
La primera de ellas es la cuantía!*2!, es decir, la posibilidad de 
valorar el trato punitivo (dentro de un mínimo de 
irracionalidad y conforme el principio de proporcionalidad, 
humanidad y culpabilidad) para poder definir qué efectos tuvo 
la ejecución de tratos más gravosos cuando debió por el 
contrario generar efectos más beneficiosos. La segunda de ellas, 
la que aquí importa, implica asumir que la ejecución posee una 
función dinámica, que se va proyectando en diferentes 
oportunidades sucesivas y va reflejando las distintas 
alteraciones que puede sufrir el modo en que efectivamente se 
está cumpliendo una pena privativa de libertad en relación con 
las condiciones carcelarias en cada momento y más allá del 
tiempo cronológico. 

Esta función dinámica que asigna a la etapa de ejecución es 
fácilmente identificable por cuanto en un mismo incidente se 
pueden integrar respecto de los mismos sujetos, varias 
decisiones jurisdiccionales sucesivas y autónomas. El artículo 
116 de la Constitución Nacional (CN) exige a quienes ejerzan la 
jurisdicción el conocimiento y decisión de todas las causas que 


versen sobre los puntos regidos por la CN y por las leyes!?>!, 
Alderete Lobo explica que esa causa —o caso- implica que el 
impulso sea ajeno al Tribunal, de tal forma no depende de los 
jueces y juezas la existencia de caso, sino que son una 
consecuencia de ello. Sin caso, no habría jurisdicción. En el 
proceso penal, se entiende por caso penal una pretensión 
acusatoria por un hecho. De lo que surge que su objeto cesa 
con la sentencia condenatoria firme!?*!, 

En etapa de ejecución, entonces, se presenta el problema 
de tener que encontrar el caso en otro lado. ¿Cuál es el interés 
legítimo de las partes en esta etapa? ¿Qué impulsan? Ya no hay 
acción penal, solo hay pena. No hay órgano del Estado que 
represente ese interés persecutorio (Fiscalía) y tampoco la 
necesidad de resistirse a esa persecución (Defensa). Solo queda 
una sentencia que debe ejecutarse, un título ejecutivo. Se 
considera, siguiendo en esto nuevamente a Alderete Lobo, que 
en la etapa de ejecución el caso se reconfigura como 
controversia!>>., 

Y estas controversias se suscitan ante la pretensión de 
acceder a medidas liberatorias, siendo las más relevantes las 
salidas transitorias, la libertad condicional y la libertad 
asistida. El impulso ahora es llevado adelante por la propia 
persona condenada, por medio de su defensa, que quiere ser 
incluida en alguno de estos institutos. Lo que pretende es 
cumplir esa pena de una determinada manera con arreglo a las 
normas de ejecución. El rol del Ministerio Público Fiscal, como 
ya hemos dicho, no es oponerse a esas pretensiones lisa y 
llanamente sino controvertir los planteos de la persona 
detenida y del equipo técnico criminológico del Servicio 
Penitenciario, siempre que tenga una posición diferenciada y 
considere que existen situaciones de procedencia, validez o 
modalidad que merezcan ser tenidas en consideración por 
quien juzga. De esta forma garantiza la imparcialidad. 

Cada una de estas controversias requiere de una decisión 


jurisdiccional y en ese sentido configuran un caso en el sentido 
constitucional, esta decisión tendrá efectos directos en la forma 
en la que se ejecuta la pena e implicará, a su vez, cosa juzgada. 
Pensada entonces la etapa de ejecución penal en su función 
dinámica, efectivamente implicará un devenir temporal en el 
que la persona privada de su libertad a lo largo de una misma 
pena temporal podrá plantear diferentes pretensiones con un 
grado relativo de autonomía y de manera sucesiva. 

Efectivamente, el centro de la reforma de la LVPBA en 
etapa de ejecución radica en situar a las víctimas en el seno de 
estas controversias. En relación con ello, a continuación se 
extraen algunos principios o estándares que pueden ser útiles a 
fin de poder objetivar precisamente cómo valorar el contenido 
de la opinión de la víctima. 


3. ¿Qué espacio tiene la palabra de la víctima en las 
decisiones? 

Si bien el hecho delictivo produce un lógico enfrentamiento 
entre autor y víctima, este distanciamiento se constituye en 
definitivo e irreversible por el sistema legal. Es la lógica del 
sistema judicial penal la que presenta a las víctimas como 
totalmente ajenas al proceso de resocialización de la persona 
privada de libertad, lo hace incluso en los casos en los que las 
penas impuestas duran unos pocos meses y ambas personas son 
parte de una misma comunidad social o un grupo familiar. Esa 
lógica es la que nos urge desarmar. El objetivo se planteó al 
comienzo de este trabajo: reducir la violencia. O, al menos, 
asegurar que el sistema de justicia no constituya un problema 
mayor al que viene a solucionar. 

Entonces, como aclaración preliminar, el punto de partida 
es la búsqueda de una ejecución penal en la que se prioricen 
soluciones de derecho penal mínimo y el rechazo a los planteos 
dicotómicos y reduccionistas que presumen que para asegurar 
ciertos derechos siempre se condiciona la realización de otros. 
El rumbo, por otra parte, es la búsqueda de delimitaciones de 


las demandas de las víctimas que permitan contextualizarlas y 
ponerlas en relación con los objetivos de la ejecución de la 
pena de prisión que sufre en concreto la persona que ha sido 
condenada. 

Resulta fundamental advertir el carácter multifacético de 
las demandas que las víctimas de carne y hueso hacen al 
sistema de justicia. Lo cierto es que se acercan buscando 
soluciones a sus demandas de justicia pero se encuentran con 
un sistema con un modo de funcionamiento predeterminado y 
roles delimitados sobre lo que se espera de cada actor. La 
perspectiva de los/as protagonistas del conflicto es distinta de 
la que adopta el sistema judicial, ellos suelen estar más 
preocupados por el futuro, por saber cómo van a continuar con 
su vida con el conflicto resuelto o sin resolver!*0., 

Ya nos referimos a la necesidad de que sean los jueces y 
juezas de ejecución quienes decodifiquen en términos jurídicos 
el contenido de la opinión de las víctimas en el momento de 
tomar la decisión. En relación con ello enumeramos algunos 
ejes que, desde ya, no resultan taxativos. 


a. Victimización secundaria 
El primer principio que debe ser atendido está receptado de 


diferentes formas en la LVPBA -—artículos 2, inc. b), 3, 7, inc. a) 
IL inc. c) H, 11, 24, 26, 41-. Busca evitar la victimización 
secundaria, que consiste en los costos materiales y personales 
que le acarrea a la víctima de un delito su intervención dentro 
del proceso penal. 

Para poder establecer en qué medida es posible generar 
este tipo de victimización, al facilitar la participación de las 
víctimas en el marco de la decisión de medidas liberatorias, se 
han descripto algunos factores globales. Se trata de limitar las 
molestias que el proceso pueda ocasionar a aquellas 
estrictamente imprescindibles, es decir, el perjuicio ocasionado 
por el delito no debe acrecentarse por el propio sistema de 
administración de justicia. De allí que toda la actuación de los 


sujetos intervinientes —Ministerio Público Fiscal, jueces y 
juezas, defensores y agentes judiciales en general- debe tener 
como horizonte evitar situaciones o actos que coloquen a la 
víctima frente a molestias o daños innecesarios!?”!, 

Se debe tener en cuenta que la etapa de ejecución tiene 
una duración muy variable, que puede ir desde unos pocos 
meses hasta decenas de años y que existen, lógicamente en 
trámite, muchas causas anteriores a la ley, en las que las 
víctimas no han sido contactadas y cuyos hechos -— 
seguramente graves al ser penas largas- han sido hace 
varios años. De esta forma, contactar ahora a las víctimas será 
muy difícil de hacer sin generar las molestias de las que se habla 
en el artículo 7, inc. a) II de la LVPBA. 

Luego, una vez aceptada por la víctima la participación en 
el proceso, resulta fundamental planificarla. Varias son las 
posibilidades, si bien la norma prevé la participación en cada 
una de las incidencias, se plantea extrapolar su opinión a otros 
momentos en los que se deban resolver nuevos institutos y 
deba resolverlos el mismo órgano jurisdiccional a fin de no 
tener que reiterar la audiencia con la víctima cada vez!**!, O 
bien generar una única audiencia primera ante el juez, en la 
que se informe sobre la etapa de ejecución, el proceso en 
particular, sus objetivos, qué es la progresividad, en qué 
consisten las diferentes evaluaciones y el alcance de su propia 
intervención!99), 

Sin embargo, son diversos los obstáculos con los que 
colisiona la labor jurisdiccional al intentar encontrar datos de 
contacto de las víctimas que permitan realizar esa planificación 
en el trámite. Uno de los problemas fundamentales consiste en 
determinar cuál es el momento de esa participación a fin de 
evitar la revictimización!*0!, 

Para el cumplimiento de este principio resulta fundamental 
el trato digno y respetuoso en relación con la víctima —artículo 
7, inc. a) I de la LVPBA-, se promueve una atención con 


sensibilidad, deferencia y oportuna por parte de todas las 
agencias que entran en contacto, en las diversas instancias del 
proceso. Y también se demanda que se fijen estándares de 
atención con la debida capacitación de todos los operadores del 
sistema!*?!, 

Finalmente, del juego de este principio y del de la 
autonomía, que enseguida se verá, surge un estándar que debe 
atenderse en la etapa de ejecución: se les debe proponer a las 
víctimas la mayor libertad posible para poder participar en las 
ocasiones previstas por la ley pero con arreglo a sus propios 
intereses y no a las necesidades del proceso. Esto es corolario 
de la necesidad de petición expresa para su participación y 
conforma un reaseguro que no debe soslayarse. De tal forma, se 
podrá acordar con ellas un cronograma de participación, se les 
podrá consultar si desean ser contactadas cada vez o frente a 
qué escenarios y por qué medios pueden ser esos contactos. En 
suma, coordinar todas aquellas circunstancias que es posible 
convenir sin suplantar su voluntad. 


b. Imparcialidad 
El segundo parámetro que resulta fundamental atender es la 
imparcialidad. En relación con esto el centro de la discusión ha 
sido quiénes deberían participar en las audiencias con las 
víctimas o, en caso de que no se celebren audiencias, quiénes 
deberían tener acceso a los diferentes contactos que se realizan. 
Adelantamos que, en virtud de los objetivos propios de esta 
etapa procesal, no debe ser imperativa la presencia del 
Ministerio Público Fiscal y la defensa. En definitiva, se debe 
garantizar a los sujetos controlar la prueba y evitar que 
efectivamente exista temor de parcialidad, pero eso no debe ser 
un temor generalizado que tiña de manera indeterminada toda 
la actuación jurisdiccional y en todos los contextos. 

El temor de parcialidad implica una afectación específica y 
como tal debe ser señalado de manera circunstanciada. La 
Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN), en fecha 


17/05/2005, dictó sentencia en el caso “Llerena”. Allí se 
distinguieron dos aspectos de la imparcialidad: el primero - 
aspecto objetivo-, como un derecho de la persona que lo 
ampara ante el temor de parcialidad del juez o de la jueza por 
hechos objetivos del procedimiento, sin cuestionar la 
personalidad, la honorabilidad, ni la labor particular del 
magistrado o de la magistrada. El segundo —aspecto subjetivo— 
se trata de las actitudes o intereses particulares del juzgador 
con el resultado del pleito. De tal forma, la imparcialidad 
objetiva se vincula con el hecho de que el juzgador muestre 
garantías suficientes tendientes a evitar cualquier duda 
razonable que pueda conducir a presumir su parcialidad frente 
al caso. Si de alguna manera puede presumirse por razones 
legítimas que el juez genera dudas acerca de su imparcialidad 
frente al tema a decidir, debe ser apartado de su tratamiento, 
para preservar la confianza de los ciudadanos!*?!. En este 
sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
estableció que los tribunales y jurados deben ofrecer garantías 
suficientes para desterrar toda duda respecto de su ausencia de 
parcialidad. La prueba objetiva consiste en determinar si se 
brindaron elementos convincentes que permitan eliminar 
temores legítimos o fundadas sospechas de parcialidad sobre la 
persona, puesto que los jueces y juezas han de aparecer 
actuando sin estar sujetos/as a influencia, aliciente, presión, 
amenaza o intromisión!?*., 

Interesa aquí la relación entre esta garantía y la de 
igualdad y no discriminación, considerando que las 
afectaciones a derechos derivadas de la utilización de 
estereotipos se agravan cuando se reflejan en políticas y 
prácticas, especialmente en el lenguaje de las autoridades!**!. 
Sin embargo y a pesar de haber sido señalada con claridad por 
el Comité de la CEDAW al establecer que 


... los estereotipos distorsionan las percepciones y dan lugar a 


decisiones basadas en creencias preconcebidas y mitos, en lugar 
de ellos. (...) pueden hacer que los jueces interpreten 
erróneamente las leyes o las apliquen en forma defectuosa. (...) 
En todas las esferas de la ley, los estereotipos comprometen la 
imparcialidad y la integridad del sistema de justicia....*), 


no tuvo recepción hasta muy recientemente. 

El pasado mes de noviembre de 2021, finalmente la Corte 
IDH dictó sentencia y receptó lo manifestado por el Comité 
CEDAW,, estableció: 


. Este Tribunal resalta que la utilización de estereotipos de 
género para fundamentar una decisión judicial puede demostrar 
que la decisión fue basada en creencias preconcebidas en lugar de 
hechos. Por tanto, la estereotipación puede mostrar falta de 


motivación, violaciones a la presunción de ¡inocencia y 


comprometer la imparcialidad de los jueces... 01, 


En apretada síntesis y con este marco de interpretación, se 
considera que proyectar esta garantía en la etapa de ejecución 
y en relación con las víctimas asumiendo sin mayor 
contextualización que el solo contacto directo con la 
jurisdicción puede afectar la imparcialidad implica posicionarla 
como acusadora, algo que no cabe en la ejecución penal puesto 
que no hay ya condena por perseguir. 

Tampoco el Ministerio Público Fiscal debería asumir un rol 
de acusador en esta etapa sino que se orienta a limitar o 
condicionar la decisión jurisdiccional cuando la vigencia de los 
derechos y principios que el acusatorio formal pretende 
proteger —defensa e imparcialidad- sean amenazados o puestos 
en crisis *7!, En definitiva, no se ve que sea quien deba traer 
necesariamente la palabra de la víctima a la etapa de ejecución. 
En todo caso, como se ha sugerido, garantizar la imparcialidad 
dependerá de la capacidad del Ministerio Público Fiscal para 


controvertir las argumentaciones de los demás intervinientes — 
la defensa y también la víctima- en la medida en que 
corresponda y a fin de asegurar que el juez o jueza tenga 
elementos suficientes para decidir cómo tercero imparcial. 

En suma, la imparcialidad no tiene por qué resultar 
afectada por el contacto directo y personal de la víctima con la 
jurisdicción. Para garantizar el derecho de defensa, la audiencia 
puede ser debidamente grabada o registrada en un acta a la que 
las partes tengan acceso. Cumplidos esos recaudos, tanto la 
víctima como la persona condenada pueden ser escuchadas 
debidamente en todas las ocasiones en que ello sea requerido o 
resulte beneficioso para el desarrollo de la propia ejecución de 
la pena. En el caso de las víctimas el límite será evitar la 
revictimización y su propia autonomía. 


c. Autonomía 
La víctima como cooperadora del proceso, como sujeto que 


puede aportar información valiosa, que contribuye y colabora 
con la función penal del Estado!*9!, no tiene esa misma 
proyección en etapa de ejecución. No cabe promover su 
intervención en esos términos porque su participación es una 
decisión autónoma, que la ley exige de manera expresa — 
artículos 1, 2, inc. a), 3, 14, 30, 32, 36, 41 de la LVPBA, en 
relación con la ejecución de la pena especialmente los artículos 
14 y 41-. 

La inmediata consecuencia de esto es que la frontera 
última que enmarca la actuación de las víctimas en la etapa de 
ejecución será siempre su propio interés. Dentro de ese 
universo podrán caber opiniones que serán tenidas en cuenta y 
otras que no, podrán caber contenidos que influirán en el 
desarrollo de la ejecución de la pena y otros no; pero bajo 
ningún pretexto podrán anteponerse los objetivos de la decisión 
jurisdiccional, esto es: ¿qué se decide en ejecución?, por sobre 
el interés de la víctima en participar. 

Esta autonomía es en sí misma una forma de reparación 


frente a la impotencia que genera padecer un delito. La víctima 
sufre una limitación en su espera de desenvolvimiento 
personal; es decir, una impotencia, esa precipitada realidad 
social de impotencia es susceptible de ser captada 
normativamente!*?!, Aquello que no es neutralizado por el 
propio proceso, esa esfera de libertad personal, debe ser 
respetado. 

Nuevamente aquí, interesa el planteo que señalamos en el 
capítulo 1 siguiendo a Tamar Pitch, sobre el potencial 
simbólico de la justicia penal y la noción de víctimas inocentes. 
Si sobre la inocencia se construye la pasividad, se aleja la 
posibilidad de ejercicio de cualquier libertad. 

La relación entre autodeterminación y protección sigue 
siendo sumamente compleja, por eso, la valoración 
jurisdiccional en etapa de ejecución debe suponer criterios 
claros que permitan decidir de manera armónica estas 
tensiones. Esto se agudiza en escenarios en los que las víctimas 
y las personas que han sido condenadas forman aún parte de 
un grupo familiar, o incluso poseen todavía una relación 
vincular. 

Identificada la situación y con fines de protección, se suele 
dar intervención a los dispositivos correspondientes, en la 
provincia de Buenos Aires, fundamentalmente al Centro 
de Atención a la Víctima, en el futuro se espera que 
coadyuve el tener un/a abogado/a de la víctima. Sin 
embargo, más allá del espacio de escucha, contención y 
orientación, se torna especialmente complejo decidir 
cuando la voluntad de la persona que ha sido víctima 
desea, por ejemplo, brindar un espacio habitacional y un 
medio social al que retornar!??.. 

¿Será esto fruto de la autonomía de la voluntad o se habrá 
visto presionada? La pregunta no tiene una respuesta única y 
los/as agentes judiciales que trabajan en los juzgados de 


ejecución y que acaban teniendo el contacto con las víctimas 
no siempre tienen las herramientas para poder discernir. 
Incluso en un mismo caso, las diferentes controversias pueden 
encontrar diferentes respuestas ya que se deciden en plazos 
amplios y las circunstancias familiares y relacionales mutan. En 
todo caso, la decisión jurisdiccional debe ser lo más integral 
posible y debe interpelarse por estas situaciones regularmente 
con el fin claro de no hablar por la víctima, de no presuponer 
sus intereses sin conocerlos. Las víctimas, especialmente las de 
violencia de género, no son incapaces y la condición de 
vulnerabilidad —cuando cabe- debe deslindarse. Si hay una 
dependencia económica, si hay hijos/as en común, si hay 
problemas habitacionales que condicionan los escenarios. 

En clave de paridad participativa, identificar las demandas 
de justicia obstaculizadas por estructuras en el orden de lo 
económico, del estatus, de la clase, de la raza, de cada tipo de 
diferenciación social y sus intersecciones. En suma, se vuelve 
indispensable la tarea de la contextualización de las relaciones 
sociales. Implementar un estudio de casos que tenga en cuenta 
estos extremos conlleva analizar de forma particularizada los 
discursos de las personas involucradas, sus formas de proceder 
y el contexto inmediato de cada una de ellas!?!!, 


d. Temporalidades 
Uno de los principios receptados es el de celeridad —artículo 5, 


inc. a) de la LVPBA-, refiere que la atención, contención, 
asistencia, representación, protección y toda otra forma de 
intervención en relación con las víctimas deberá efectuarse en 
el menor tiempo posible, evitando demoras innecesarias y la 
permanencia de la víctima en dependencias públicas. 

Sin embargo, en el área de la ejecución, el propio 
articulado de la ley dificulta el contenido de esos objetivos. 
Como se ha dicho, los tiempos se dan de manera sumamente 
diversa respecto de los vencimientos de las penas de prisión 
que se ejecutan y pueden ser de unos pocos meses pero también 


durar muchos años, lo que suele ocurrir, lógicamente, en los 
casos de delitos más graves. De allí que la tarea de recabar los 
datos personales de las víctimas para poder notificarlas sea casi 
artesanal y que devenga completamente variable en relación 
con temporalidades muy diversas. A ello se suma la necesidad 
de tomar sucesivas decisiones en el mismo expediente. 

Como se dijo al plantear la necesidad de evitar la 
revictimización, la única manera de cumplir con esta celeridad 
sin afectar de manera más gravosa a las víctimas es planificar 
la tarea. Si eso no se hace, lo posible es que acabe siendo un 
incentivo para que las víctimas prefieran no participar. Esta 
planificación debe responder, necesariamente, a estrategias que 
busquen hacer eje en el contexto y en cómo van 
transformándose a lo largo de la ejecución de la pena. La 
protección de los derechos de las víctimas implica saber 
gestionar la conflictividad, saber qué intensidad tiene el 
conflicto y saber qué enfoque se le va a dar!”?!. Poder 
tomar esas decisiones requiere una escucha atenta para la cual 
se necesita capacitación con la que todavía no se cuenta en la 
medida necesaria. En efecto, aún no funcionan los equipos 
técnicos dentro de los Juzgados de Ejecución Penal provinciales 
ni hay suficientes mecanismos que garanticen que magistrados/ 
as y agentes judiciales tengan formación interdisciplinaria 
adecuada al tipo de actividad que deben desarrollar. 

Junto con estas temporalidades propias de la función 
dinámica de la ejecución de la pena que ya se ha referido, 
coexisten otras que hacen al desarrollo del trámite propio de 
cada controversia en sí mismo. Las dificultades para contactar a 
las víctimas o lograr dar cumplimiento al derecho a escuchar su 
opinión no pueden acarrear demoras injustificadas en el 
trámite de acceso a derechos por parte de las personas que han 
sido condenadas. De tal forma, qué tan justificada pueda o no 
ser esa espera también debe ser objeto de análisis por parte de 
los Juzgados de Ejecución. A veces las resoluciones pueden 


resultar denegatorias por no alcanzar los requisitos mínimos 
previstos, por lo que se puede reservar la intervención para el 
momento previo de dar vista al Ministerio Público Fiscal y no 
desde el comienzo del trámitel?*! o directamente evaluar que 
no se requiere el contacto con la víctima ya que no se cumple 
con el mínimo de recaudos para otorgar la medida liberatoria, 
como se da el caso cuando aún no se cumplen los plazos 
temporales. 

En todo caso, cuando efectivamente se cumpla con los 
requisitos formales mínimos, se podrá intentar realizar el 
contacto en el tiempo de espera de los informes criminológicos 
producidos por el DTC (Departamento Técnico Criminológico) 
de la Unidad Penal en la que se encuentre privada de libertad 
la persona condenada. En caso de no lograrse el contacto antes 
del momento de conferir las vistas a las partes o fijar la 
audiencia del artículo 3 de la Ley 12.256, con posterioridad a 
la resolución igualmente se podrán imponer nuevas pautas 
compromisorias protectorias si correspondieran!>?!, 

Si bien una parte de la doctrina estima conveniente 
adoptar medidas de urgencia que excedan el marco temporal 
del vencimiento de la pena!??”!, ello solamente puede ser 
justificado en la medida en que se coordine efectivamente con 
órganos del fuero civil o de familia que intervengan y 
acompañen la decisión disponiendo la internación u otro tipo 
de medida que corresponda. En todo caso, se trata de casos lo 
suficientemente graves con penas largas y plazos holgados, por 
lo que esa articulación entre fueros se puede realizar con la 
debida antelación. De tal forma, no debería ser necesario ni 
justificado tomar medidas por sobre la competencia propia de 
la ejecución de la pena. 

Similar situación ocurre con casos en los que las medidas 
se ponen en relación con víctimas de violencia que no son 
víctimas del hecho en concreto por el que la persona se 
encuentra detenida. En la Jornada sobre Víctimas organizada 


por la Red de Jueces Penales Bonaerenses se señaló que 


Es muy importante que empecemos a pensar en otras 
herramientas sobre todo porque acá hay una vertiente ética que 
es la capacidad de interpretar la realidad, esa interpretación de 
cuáles son los valores que subyacen cuando yo estoy trabajando 
con una víctima y estoy tratando de gestionar sus derechos. La 
vertiente normativa es donde al gestionar el proceso yo no puedo 
fragmentar los derechos de la víctima solamente porque yo 
trabaje en el área penal, yo tengo que observar esos derechos de 


la víctima y generar la posibilidad de articularlos con otros... 
[56], 


Sin embargo, si el enfoque adecuado es generar acciones 
de coordinación, resulta fundamental comprender que la 
debida articulación implica una acabada comprensión de los 
propios objetivos y límites de cada jurisdicción. Las miradas 
preventivas en este orden ponen en riesgo equilibrios 
fundamentales del sistema judicial penal y derivan en un 
mayor punitivismo. 


e. Mínima violencia 
Se ha dicho que, para que el sistema penal pueda efectivamente 


constituir el último recurso (última ratio) y la violencia ejercida 
sea la mínima, es necesario un profundo replanteo de la gestión 
del sistema de justicia penal en general y de la ejecución penal 
en particular. Dos ideas claves son la repersonalización, esto es, 
revertir las consecuencias negativas de la propia prisionización, 
y la participación primaria y activa de la comunidad!”7!. Esta 
comunidad será la responsable de apoyar a la víctima y 
también de darle a la persona privada de la libertad las 
oportunidades necesarias para reintegrarse en la sociedad. 
Ambas nociones se relacionan directamente con el enfoque 
en clave de derechos que se ha propuesto desde la paridad 
participativa como eje. Sea desde el punto de vista de la 


persona que se encuentra cumpliendo la pena, sea desde el 
punto de vista de la víctima, se trata de tener como objetivo 
remover los obstáculos estructurales que generan injusticias 
atendiendo a que todas las personas puedan participar de 
manera plena en la comunidad. 

Desde un enfoque no punitivista y alejados de la antinomia 
que proponen quienes ven en los derechos de las víctimas un 
riesgo para los derechos de las personas condenadas, se ha 
referido que las víctimas pueden cumplir un rol protagónico en 
etapa de ejecución puesto que, para conseguir la resocialización 
de las personas privadas de libertad se requiere, además de un 
pronóstico favorable del actuar futuro, una modificación 
sustancial en la internalización de lo acontecido y, en 
definitiva, del daño ocasionado a la víctima. Sin la intervención 
de la víctima no sería posible el objetivo resocializador!**9!, 

Esta noción se ha criticado por generalizadora. No existe, 
efectivamente, un solo tipo de víctima, habrá que distinguir 
víctimas en cuanto a los bienes jurídicos que han sido 
menoscabados. Atento a ello, debería tener mayor relevancia su 
participación en los casos en los que los hechos se produjeron 
dentro de círculos sociales íntimos, por lo que la persona 
condenada posee un mayor grado de vinculación en vistas a la 
posibilidad de volver al medio libre!??.. 

Si se aspira a lograr un sistema eficaz y equilibrado, es 
decir, resolver la mayor cantidad de casos en el menor tiempo 
y con la profundidad adecuada, es indispensable tener objetivos 
claros. No introducir violencia por sobre la del propio conflicto 
implica, de un lado, evitar la estigmatización del propio 
proceso en la persona condenada y, del otro lado, la 
revictimización y la protección paternalista en relación con la 
persona que ha sido victimizada. 

Si la aplicación de modelos alternativos de resolución de 
conflictos ha estado ausente en la LVPBA, ello no significa que 
una escucha atenta de los intereses reales de las víctimas no 


puedan deslindar escenarios en los que lo que se busca es otro 
tipo de respuesta. La reparación del daño, la disculpa, el cese 
de la agresión... el Estado no debe introducir violencia allí donde 
el conflicto no la generó!*0!, 

En definitiva, valorar la opinión de la víctima en esta 
clave puede dar cuenta de soluciones más equilibradas y 
ajustadas a los contextos reales de los/as protagonistas, 
como garantizar que la persona ofensora mantenga su puesto 
de trabajo o sea incluido en un régimen de salidas laborales a 
fin de que logre continuar con el pago de alimentos en relación 
con la víctima con quien había mantenido una relación 
vincular; o autorizar prisiones domiciliarias a fin de garantizar 
deberes de cuidado respecto de terceras personas en condición 
de vulnerabilidad!*!!, 

Cuando morigerar o definir hechos de mínima intervención 
se analiza a la luz de estos ejes, el norte de los/as jueces y 
juezas de ejecución se instala sobre los fines constitucionales y 
convencionales de resocialización. Proyectar esta minimización 
de la violencia implicará elegir las hipótesis más adecuadas en 
términos de paridad participativa tanto de la persona 
condenada como de la víctima, teniendo en vistas el tejido 
social. 

Se podrán evaluar las desigualdades e injusticias que 
subyacen, las que las personas privadas de libertad traen antes 
del hecho delictivo y las que causa la propia prisionización. Así 
como también las injusticias que se han originado en el delito 
para la víctima y aquellas que subsisten. En este plano, la 
posibilidad de ofrecer caminos hacia la justicia restaurativa 
podrá ser una puerta abierta, pero cuando no sea posible, al 
menos se deberá orientar la actividad jurisdiccional a evitar 
más violencia que la que el propio delito generó. 

En esta tarea, los roles de la jurisdicción, del Ministerio 
Público Fiscal y de la propia defensa no tienen por qué ser 
antagónicos. Desde esta perspectiva y aun cuando minimizar el 


punitivismo penal no haya sido la intención del parlamento, la 
incorporación de la víctima es auspiciosa y es posible pensar su 
participación de una manera compatible con el esquema de 
garantías en la ejecución de la pena. 
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Conclusión 


En este trabajo, la propuesta ha sido establecer si el 
reconocimiento de nuevos derechos a las víctimas y su puesta 
en marcha en la etapa de ejecución penal podía ser compatible 
con un debido proceso afincado en los derechos humanos. Con 
ese horizonte se abordaron algunas tensiones centrales. 

La primera de ellas vinculada con la evolución del propio 
rol de las víctimas en los procesos penales, y la pregunta sobre 
si se estaba efectivamente avanzando hacia una reapropiación 
del conflicto penal. Es ineludible que siempre que se avance 
hacia el reconocimiento de derechos a las víctimas aparecerá la 
difícil tarea de justificar la propia razón de ser del sistema de 
persecución penal pública. En este sentido, se ha dado cuenta 
de que una de las notas distintivas de este proceso en nuestro 
país ha sido precisamente la ausencia de dispositivos que 
permitan a las víctimas sustraer el conflicto del sistema penal, 
o al menos minimizar sus efectos. La participación que se les ha 
otorgado no parece haber sido pensada para que pueda 
proyectarse de un modo que no contribuya a incrementar el 
punitivismo. 

Aquí, la segunda de las tensiones aparece al revisar este 
proceso. El contexto histórico de las nuevas legislaciones está 
atravesado por la lucha por el acceso de las víctimas y de sus 
demandas en la escena política; pero también por darse en una 
época signada por la expansión del poder penal. Desde este 
enfoque, se ha considerado que efectivamente las víctimas han 
entrado en escena como punta de lanza de procesos securitarios 
y han sido instrumentalizadas por la política en esa lógica. 

La tercera tensión que se ha advertido ha sido producto de 


la propia naturaleza de la etapa de ejecución penal y de su 
finalidad resocializadora en el marco de un sistema de justicia 
penal que pretende seguir un programa de derecho penal 
mínimo. Justificar la intervención de las víctimas aquí requiere 
de demarcaciones que sostengan su presencia sin desnaturalizar 
la propia etapa. 

Desde allí, la reflexión acerca del fundamento y del 
contenido de las expresiones legales que sostienen su 
participación es útil para poder indagar en cuáles son los 
sentidos de los derechos que se consagran y en la manera en la 
que podrían impactar en la ejecución de la pena y en los 
derechos de las personas condenadas. En este escenario, la 
intención ha sido aportar un enfoque posible sobre la necesidad 
de reflexionar sobre estas tensiones en el marco de la ejecución 
de la pena y, especialmente, en la ocasión de trabarse las 
diferentes controversias. 

Las falencias de las normas y los desequilibrios que pueden 
generar no son valladares imposibles de franquear si se anima 
el ejercicio habitual de buscar armonizarlos con los marcos 
constitucionales y convencionales. Desde esa óptica, es 
responsabilidad de quienes finalmente encarnan las decisiones 
poder encontrar espacios para reflexionar sobre las 
fundamentaciones y los objetivos de su propia tarea. 

Cierto es que lograr que el modelo acusatorio se proyecte 
de manera uniforme en la etapa de ejecución de la pena es un 
proceso aún en construcción. Los roles no se encuentran 
suficientemente demarcados. En la provincia de Buenos 
Aires, subsiste un Ministerio Público Fiscal que no acaba 
de establecerse en un lugar que no sea ya el de acusador, 
a ello se suma que no todos los Departamentos Judiciales 
cuentan con Fiscalías de Ejecución que trabajen sobre esa 
especialidad. Del otro lado, defensas, que deben ser las que 
impulsen los casos o controversias, acompañando demandas 


de personas condenadas y privadas de libertad que ya han 
dejado atrás el hecho típico y que desean mirar el futuro. 
Y ahora, también, confluyen las víctimas que, a veces, no 
pueden dejar de mirar hacia el pasado porque en sus 
historias vitales, los hechos subsisten. 

En este espacio diverso, los jueces y las juezas de ejecución 
deben decidir de todos modos, con las víctimas que 
actualmente existen, en el marco regulatorio incompleto y a 
veces confuso que actualmente rige su competencia. Poder 
encontrar la forma de satisfacer demandas de justicia tan 
sustancialmente diferentes requiere reflexión, planificación y 
articulación. 

Una perspectiva posible que se ha propuesto es la de la 
paridad participativa. Puede ser una categoría adecuada para 
establecer cuáles son los obstáculos que han de ser sorteados si 
se pretende lograr la resocialización y también aquellos que 
subsisten en las vidas de las víctimas y que les impiden actuar 
como socios y socias plenos en la comunidad. Resulta una 
herramienta útil, a su vez, para poder gestionar con perspectiva 
de género las complejidades que se van permeando en este 
momento procesal. Complejidades que, se señaló al comenzar 
el presente trabajo, no parecen poder resolverse sin una 
demarcación que aborde el problema de la 
inconmensurabilidad y se proponga poner en relación esas 
demandas sin silenciarlas. 

Aquí, hacer eje en la comunidad es también reconocerla 
como espacio en el que podamos caber todos y todas. 
Acompañar la reinserción social desde un enfoque comunitario, 
comprometiendo los diversos actores, requiere también 
contextualizar la realidad de las víctimas, conocerlas, 
escucharlas. Los modelos de justicias restaurativas y sus 
desarrollos en torno al conflicto primario, los indicadores de 
complejidad y la participación de la propia comunidad resultan 
una herramienta útil en este sentido. 


Las víctimas podrán ser un factor que refuerce la necesidad 
de control o, por el contrario, un camino posible hacia una 
mayor confianza en el avance por los diferentes regímenes del 
tratamiento penitenciario. Pero, en todo caso, urge encontrar 
espacios adecuados para poder escucharlas. 

En la medida en que no exista un temor de 
parcialidad, cierto, circunstanciado, en relación con 
determinado contenido traído por la víctima y tratado de 
determinada manera por la jurisdicción, no habrá afectación a 
la imparcialidad. A su vez, en etapa de ejecución, es el 
Ministerio Público Fiscal el que opera garantizándola. Como 
lo hace con la propia defensa, una misión posible es que asuma 
la tarea de controvertir también lo que la víctima diga en la 
medida en que no se adecue a los fines de la ejecución de la 
pena. Los intereses de víctimas y del Ministerio Público Fiscal 
en esta etapa no tienen por qué coincidir, por lo que no se ve 
que necesariamente deba ser ese Ministerio el que las 
represente. 

En el esquema presentado, la autonomía de la voluntad de 
las víctimas opera como frontera última detrás de la cual no 
cabe exigir ningún tipo de intervención en etapa de ejecución. 
Del otro lado, también demarcando su participación, las 
estrategias para evitar la revictimización han de ser convenidas, 
decididas, planificadas y respetadas en cada momento. 

Finalmente, el objetivo de la mínima violencia resulta un 
criterio viable para evaluar eso que la víctima trae y pone a 
disposición —-lo que subyace, lo que subsiste-—. 

El Ministerio Público Fiscal hace su propio recorte y 
también lo hará la defensa, ofreciendo a quien juzga diferentes 
hipótesis dentro de las que tendrá que elegir. En este marco, 
resulta una perspectiva posible poder proyectar cuáles de las 
hipótesis resultan más adecuadas en términos de paridad 
participativa tanto de la persona condenada como de la 


víctima, es decir, aquellas más adecuadas también en virtud de 
sus vínculos con el tejido social. Es, a su vez, un proceso 
continuado, dinámico, que debe acompañar los diferentes 
momentos temporales y las configuraciones elásticas de las 
relaciones entre las personas, que se acercan y distancian, que 
mutan. 

Respecto de la persona condenada, evaluar las 
desigualdades e injusticias que subyacen, las que traen antes de 
la prisionización y las que causa la propia prisionización. 
Respecto de las víctimas, las injusticias que se han originado en 
el delito y las que subsisten. En este plano, la posibilidad de 
ofrecer caminos hacia la justicia restaurativa es una puerta 
abierta. Pero, cuando no sea posible, al menos deberá operar 
como objetivo evitar que se genere más violencia que la del 
propio delito. Ello implica incluso redefinir la propia actuación 
de las agencias judiciales y ejecutivas cuando no se pueda 
asegurar que sirve a esos fines. 

Si la política criminal, como forma de política de gestión 
de la conflictividad, encontraba fundamento en la necesidad de 
que el Estado garantice el equilibrio entre las partes que se 
encontraban en conflicto, y también de la razonabilidad de la 
reacción del propio sistema penal —además de ser una 
herramienta de control social-, la irrupción de la víctima y el 
fortalecimiento de su participación no puede ser óbice para 
cambiar este rumbo. Por el contrario, una mayor participación 
de la víctima reafirma el rol del Estado, que no debiera ver en 
eso un recorte de su misión sino una transformación. No se 
trata de privatizar los conflictos, sino de cambiar el enfoque de 
gestión de esa conflictividad. 

En este sentido, pensando las nuevas normativas como 
respuestas a los clamores de las víctimas, no se puede soslayar 
que de la totalidad de las investigaciones penales preparatorias 
que se inician en la provincia de Buenos Aires, el Ministerio 
Público Fiscal decide el archivo del 90,46 % y 3,35 % son 


conciliadas o se aplica el principio de oportunidad''!. De 
tal forma, la administración de justicia gestiona menos del 5 % 
de los casos. Es decir, el nivel de complejidad que 
requiere poder decidir con todas estas variables en el 
marco de una controversia suscitada en la etapa de 
ejecución penal aplica solamente a un porcentaje mínimo de 
casos. Para ampliar ese porcentaje de incidencia y lograr llegar 
a gestionar una mayor cantidad de casos, se considera también 
fundamental fomentar los procesos y las prácticas restaurativas. 

En todo caso, sea esta perspectiva o cualquier otra, las 
nuevas normativas sobre los derechos de las víctimas generan 
un ruido en todo el sistema penal y en la etapa de ejecución en 
particular, que es difícil silenciar. 

De la presente investigación se desprenden, a su vez, 
nuevos interrogantes que  reservaremos para futuras 
indagaciones. ¿Cómo impactará el rol de los/as abogados/as de 
las víctimas? ¿Qué ocurrirá con las víctimas colectivas? ¿Con 
los menores de edad? ¿Con las víctimas que se encuentran 
privadas de la libertad? ¿Cómo se podrá gestionar una escucha 
amplia de sus demandas que sea a su vez equilibrada? ¿Qué 
articulaciones son posibles con otros fueros? 

Y luego, situaciones que no resuelve la propia legislación: 
¿qué ocurre cuando son quebrantados los regímenes otorgados? 
¿Se debe dar aviso a las víctimas aun cuando no esté legislado? 
¿Qué ocurre cuando el instituto es concedido —o denegado- 
luego de una apelación? Tampoco hay certezas respecto de los 
casos en los que no hay privación de libertad pero que podrían 
igual requerir de la participación de las víctimas, como las 
inhabilitaciones para conducir y la posibilidad de pedir 
rehabilitación, situación que ocurre en casos de delitos graves 
como los homicidios culposos. 

En suma, cómo harán los actuales Juzgados de Ejecución 
de la Provincia, sin el acompañamiento de un equipo técnico 
interdisciplinario y con el esquema actual de agentes judiciales 


y recursos generales, para absorber el incremento formidable 
de medidas que se tendrán que adoptar en cada uno de los 
incidentes y las diligencias a cumplir. 

Gestionar legajos de protección a las víctimas, realizar los 
contactos en la forma adecuada y abordar, en definitiva, esta 
diversidad de problemáticas con la profundidad que, 
entendemos, debe garantizar un Estado social y democrático de 
derecho, es una tarea especializada que será difícil —si no 
imposible— sin los recursos adecuados. Tanto la capacitación de 
las personas comprometidas en el sistema de ejecución penal 
como la definición de los roles y alcances de esas actuaciones 
han de ser objetivos primordiales. 

En definitiva, se requieren grandes esfuerzos para poder 
actuar en el sistema de justicia penal actual si se pretende 
seguir un programa de derecho penal mínimo. Sin embargo, 
desarrollar acciones desde esta perspectiva no deja de ser un 
camino posible hacia una gestión de la conflictividad más 
humana, más cercana, más atenta a las diversidades y 
complejidades de las comunidades, en definitiva y mientras no 
quepa otra forma de respuesta superadora, hacia un sistema 
penal respetuoso de los derechos humanos. 


1. Ministerio Público Fiscal. Estadísticas: https: //bit.ly/3TyWn6y. « 
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